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INTRODUCCION 

El presente estudio es el resultado de Ja inquietud de Ja cual he sido objeto desde que 

inicié mis estudios pant obtener el título de licenciado en derecho, de saber el por qué Ja 

jusricia y el derecho se encuentran íntimamcnrc relacionados y confluyen en la importante 

labor realizada por un grupo selecto de hombres, llamados jueces. 

Si existe una constante en la Teoría Polílka y en concreto en el estudio de Ja División 

de Funciones del Estado es la función que realiza el órgano judicial y en concreto la 

independencia de. éste frente a Jos demás órganos de poder. 

A pesar de las múltiples opiniones que destacan la imprecisión y desuso de la Teoría 

de División Poderes, Jos estudiosos del derecho en este siglo aceptan plenamente el papel que 

desempeña la indcpcncia de los jueces en el desarrollo úcl Estado Constitucional de Derecho 

y en concreto la razón última de la Independencia Judicial no requiere mayor explicación 

pues, si el jncz se encuentra innuenciado de cualquier presión externa. no podrá administrar 

justicia imparcialmente como lo señala su única guía la Ley. 



A nuestra generación, como señalaba el maestro Daniel Cossfo Villegas1 nos 

corresponde no esperar un milagro para la solución del problema de la ·tiranla y el del 

servilismo del gobernante y del hombre en general; el cual no parece que pueda solucionar 

el mismo hombro y la ley, 

Estimo que debemos retomar la idea de que a los problemas complejos corresponden 

soluciones sencillas; en el desarrollo del presente estudio se pretenderá demostrar que una 

verdadera libertad y el interés general en la cosa pública, son capaces de contener las malas 

consecuencias de una mala ley y hasta hacerlas favorables, pero solo con jueces con una alta 

calidad moral orgullosos del inigualable valor de su función, hombres conscientes de su 

honrado trabajo, hombros en una palabra deseosos de hacer que brille la justicia, en un mundo 

incrédulo y vaclo de esa virtud. 

Nos queda. solo una incógnita antes de empezar el presente estudio ¿Por qué eran 

independientes los titulares del Poder Judicial dumnte el último tercio del siglo pasado? no, 

a los fabulosos salarios que disfrutaban1 como tampoco a la duración vitalicia de su cargo; 

pues siempre eran los más mal remunerados y su puesto lo ocupaban por solo seis años, sino 

porque su fuerza 1n encontraban en e1los mismos. 

Acepto por otra parte que se dieron desaciertos juridicos como el establecer que el 

Presidente de la Coite Suprema serla el sustituto intetino del Presidente de la República, lo 

que provocó falsas csperanz.as, codicias y un clima de recelo y desconfianza entre el Poder 



Ejecutivo y el Poder Judicial. L1 posición que la Constitución otorgaba al Presidente de la 

Corte desvirtuaba el carácter de todo tribunal. Pero no por eso podemos olvidar la libertad 

de la Suprema Corte, Magistrados y Jueces de Distrito. Si esa libertad se dió en el siglo 

pasado, no es razón para envidiarla, sino aliciente de lograr un Poder Judicial Independiente 

para dotar y rcstituír al ciudadano común y corriente de lo que es suyo. 

Es obvio que no es suficiente que se proclame en nuestra Constitución el Principio de 

División de Poderes o la Independencia del Poder Judicial para que en México se goce de 

auténticas libertades y para que los jueces realicen su función libres de toda presión. 

Se requiere, entonces, de un cuerpo de jueces neutrales y apolíticos, que estando libres de 

todo tipo de presiones políticas sean apios para defender el bien común frente a los 

mayoritarismos, para asegurar no solo el gobierno de la ley o el interés de un grupo reducidoi 

sino para asegurar la mejor y más imparcial administración de la Justicia. 

Esta tesis se encuentra dividida en cuatro capítulos, los cuales anatiz.an los siguientes 

temas: el primero, hace un breve análisis sobre la justicia y su relación con el derecho y la 

garantía establecida en nuestra constitución para acceder a los órganos que imparten justicia. 

En el segundo capítulo analizo los principios generales del Estado, su división de 

funciones y una semblanza de las funciones de los tres poderes del Estado. Con el propósito 

de ilustrar el desarrollo del Estado desde su nparición en la comunidad, su relación con el 



Derecho y la división de sus funciones. 

En el tercer capítulo realizo un estudio sobre fo cstmcturn del Poder Judicial Federal 

Mexicano y co111pctcncia de la Suprema Corte de Justicia desde el Periodo Colonial hasta la 

Constitución vigente, con objclo de analizar su evolución en los textos constirncionalcs que 

han regido a nuestro país y analizando su papel como garJnte. de la práctica jurídica del 

gobiemo mexicano. 

En el capítulo cuarto desarrollo el tema de la Independencia del Poder Judicial Federal 

Mexicano, reali1ando un análisis del texto constitucional y de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación, y exponiendo los elementos que a juicio de la doctrina pcrmi1cn o 

entorpecen dicha independencia en la actuación de dicho órgano. 

11 Agradezco desde este momcnlo a quienes lleguen a leer este trabajo, los comentarios que de 

manera verbal Q escrita puedan hacer a la prcsenle, pues puedo entender que al ser un trnh~jn 

inicial de investigación podrJ tener deficiencias in\'olunlarias." 



CAPITULO 1 

.Justicia y Derecho 

A la idea del derecho ha ido asociada siempre Ja idea de la.justicia, noción de sentido 

universal, asequible a la conciencia de todos lo\ homlm!s y pucblo!I, y cuya importancia moral 

y soci<!I ha sido captada por el pensamiento vulgar e itustmdo de todos los tiempos. 1 

Los romanos lograron perfeccionar el conocimiento del Derecho convirtiL;ndolo en un 

Anc. Lo que se le debe dar a cada persona se le llamó "jus" o derecho. 

A trJvés de la Ciencia del Derecho se logmba saber cuál em el 11jus"- Jo que es e.le 

cada uno-, y así se iba pcñcccionando el conoci111icnto dc ese "jus". 

FUENTES GARC:IA,Jo.,f!, et al bas ll1Jt>VGS. Bnse!i Constituciouales y lcgalt>s del Si!ltt'lll!I Judicial_ 
HeldCQnc·Garantfas C:onst!tuclonetes de!~~. Méitlco, Edit. Porrüa, 1989, p. 34. 



2. 

Por otro lado el saber a quién corresponde la cosa es un conocimiento práctico, el 

cómo, dónde, a quién lo dicta la jurisprodcncia a través de los jueces, que son encargados de 

prncticar la virtud de la justicia. 

La misión de los juristas de decir el derecho, el impartir justicia fue una concepción 

mantenida por el mundo occidcnt:1I h.1sta principios del siglo XIX, cuando se rompió en mi 

opinión, con dicha tradición. Toda vez que su actividad se limitó a ser simples aplicadores 

de la Ley, dejando de tomar en cuenta a la Justicia, fuera de los códigos no había soluciones 

para los conflictos y dentro de estos y de su interpretación existía toda una gama de respuestas 

a las controversias. L.1 fucr1.a de sustentación y obligatoriedad de la Ley se encucntrnn en su 

racionalidad. 

La codificación y el constitucionalismo provocaron la desaparición del jurista y por 

lo tanto de la creación de la ciencia del derecho; al juez se le impone una solución que no se 

ajusta en ocasiones perfectamente a la casuística. El juzgador es desplazado por el legislador 

como el creador de la nomia, pues es quien representa la " voluntad popular ". La Ley 

adQuiere supremacía absoluta frente a las demás fuentes del derecho y provoca la paulatina 

extinción de é~tas últimas. 

A partir de este sistema jurídico lo justo o injusto lo dicta el legislador; no el jurista 

ni tampoco el juez; el sistema es justo, porque es racional y porque ha cumplido con los 

requisitos fonnales que establece la Ley. La idea del derecho ya no es la justicia, el derecho 

se agota en el derecho positi\'o. 

Aunque todavía en el s. XIX Gustavo Radbruch señaló: "La idea del derecho no puede 

ser otra que ta justicia. "Est ius a iustitia, sicut a mater sua, ergo prius fuit 

iustitia quam ius", dice la glosa al 1.1 pr. D. l. l Está por tanto justificado que nos 

detengamos en la justicia como en un tíllimo punto de partida, ya que lo justo, como lo 
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bueno, lo verdadero y lo bello - es un absoluto, es decir, un valor que no puede derivarse de 

ningtin otro. "2 

Pero para los romanos el Derecho no era la situación concreta que ha de realizar la 

justicia, sino en su precisa fonnatidad, objetiva y subjetiva como nonna de conducta ("regula 

agcndi") y como facullad moral ("facultas agcndi") para exigir de otro lo que se nos debe.' 

l. Justicia. Virtud de la Justicia 

Santo Tomás, siguiendo a Ulpiano di:cía "Justicia es el hábito por el cual se da a cada 

uno, con voluntad constante y perpetua su derecho: "lustilia est habitus sccundum quem 

aliquis constanti et perpetua vo1unt.1te ius suum unicuiquc tribuit. .. _. 

En palabras del jurista español Javier Hcrvada: "Cuando 1a voluntad tiene el hábito de 

dar a cada uno lo suyo, ésto es, cuando tiene la disposición pcnnancntc a realizar los actos 

tendientes a dar a cada cual lo que te corresponde decimos que posee la virtud de L1justicia". 

Dar a cada uno lo suyo es una necesidad social, y en Ja medida en que se cumple, es 

un hecho social que actualiza la idea de justicia. 

Siguiendo al mismo autor, pasaré a exponer su análisis de la Justicia: 

1. Las cosas están repartidas o atribuidas a distintos sujetos, al estar repartidas entran 

en el dominio de un hombre, o de una colectividad: son suyos. (Acto de dominio) 

Si el acto de ta justicia consiste en dar a cada uno lo suyu, en darle su derecho, es evidente 

que la justicia sólo podrá ejercerse allí donde los sujetos tengan cosas suyas. Por eso se dice 

RA.DBRUCH,Ciustavo. citado por GG!EZ ROBLEDO, Antonio. Heditací6n Sobre lo Justicia. MCxlco. 
Fondo de Cultura Económica, 198Z, p. 162. 

lbld. p. 96 

AQUINO, Tom.ls de, SIJl!JM Theolosico,llo~ g.58 ort 1, 
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que el acto de justicia es un acto segundo, es decir, Ja justicia sigue al derecho. La justicia 

es la virtud de cumplir y rcspelar el derecho. 

2. Las cosas están o pueden eslaren poder de otros. Para que haya un acto de justicia, 

es imprescindible que la cosa de uno esté -o pueda eslar· en poder de otro; sólo así ese otro 

podrá dar -entregar o respetar- a uno lo que es suyo. 

Es decir, la segunda parte del punto de partida es el hecho de las relaciones sociales 

de comunicación entre los hombres. 

Dar a cada uno lo suyo, presupone que lo suyo está en poder de otro, o pueda ser atacado y 

dañado por él. Y es en este sentido en el que Ja jur.ticia es virtud de las relaciones sociales, 

ésto es, exige siempre la alteridad: reclama dos sujetos¡ aquél de quien es Ja cosa, y aquél que 

por tenerla (o poder dañarla) se Ja devuelve, entrega, se la da (o se la respela).' 

a. Fórmula de la Justicia: esta fónnula se puede enunciar así: 

a) Dar, entregar, respetar, devolver, transferir e incluso desalojar. Es decir, es la acción u 

oniisión en cuya virtud una cosa pasa al -o pennanccc en el- efectivo poder de aquel a quien 

!al poder corresponde legílimameute, en virtud de un tflulo jurídico. 

En la justicia se deben distinguir tres elementos: Ja virtud, como una disposición 

habi1ual de la voluntad; el precepto, la ley o nonna (el deber); y lo snyo (el derecho o lo 

justo) la cosa debida. 

b) A cada uno- a todas y cada una de las personas -tanto ffsicas como morales- que licne un 

título sobre algo. fa justicia da lo suyo a cada titnlar de un derecho, por eso el arte del 

derecho se realiza al distingnir lo justo entre personas concretas. El arte del jurista por 

HERVADA, Jovi<'r. !ntroducc!Gn Crftlce ol tierechc Hlltural, Héxlco, Editora de Revistas, S.A. 
de c.v., 1985, p. 56. 
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excelencia es el arte del juez, que decide entre las partes, siguiendo un proceso. 

c) Lo suyo- su derecho, la cosa que Je es debida, lo que le corresponde. 

De esta fonna se puede afinnar que no en vano el juez ejerce la actividad jurídica 

central y más típica, y de mayor imponancia para Ja sociedad y el Estado. Como escribe 

Stammler "todas las buenas intenciones del legislador, toda Ja ordenación justa del Derecho 

no les sirven dl\ nada a los miembros de la comunidad política si la wguridad de Ja realización 

del Derecho no aparece garantizado por Tribunales imparciales y competentes". 6 

2. Garantía Constitucional de Acceso a la Jurisdicción. 

Constitución, justicia y jurisdicción, son ténninos estrechamente vinculados. En la 

Constitución deben figurar los primeros principios que hagan factible Ja realización de la 

justicia a través del mejor desempeño de los órganos de la jurisdicción.1 

En el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, antes 

de la reforma del 17 de marzo de 1987, se eslablccía: 

"Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter puramente 

civil. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma1 ni 

ejercer violencia parJ. reclamar su derecho. Los tribunales 

estarán expeditos para administrar justicia en los plazos y 

términos que fije la ley; su servicio será gratuíto, quedando en 

consecuencia, prohibidas las costas judiciall~s. "ª 

STAMHLER, Rudolf, El Juez: El Pensnmlento Filosófico Jurld!co, Héxlco, Edlt. Nocional, 1974, 
p. 12. 

FUENTES GARCIA, José. op. cit .... p. 19. 

INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JIJRIDICAS DE LA UNAM. CONSHTUCCOll POllTICA OE LOS ESTADOS UNlOOS 
MEXICANOS. COl!ll"ntada. México 19BS. p. 45. 
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consagrando el derecho de acción como resullado de la prohibición de la autodefensa, después 

de esta reforma además de este derecho subjetivo público a la prestación jurisdiccional, se 

consagra un verdadero derecho a la justicia, con las garantías indispensables de su 

cumplimiento: 

"Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para 

recJamar su derecho. Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia 

por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y ténninos 

que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e 

imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las 

costas judiciales. Las leyes federales y locales establecerán los medios 

necesarios para que se garantice la imlcpcndcncia de los tribunales y la plena 

ejecución de sus resoluciones. Nadie puede ser aprisionado por deudas de 

carácter puramente civil. "9 

Para el licenciado Wilbe1t M. Cambranis C., la garantía individual de acceso a la 

jurisdicción es la piedra de soporte fundamental del derecho de justicia de los mexicanos y, 

en mi opinión, de toda persona que se encuentre en el tenitorio nacional.10 

En opinión del Ministro Salvador Rocha Díaz, Ja garantía de libre acceso a la 

jurisdicción como derecho del hombre, la atribución exclusiva a los tribunales para impartir 

justicia, la prohibición de hacerlo por mano propia y la prohibición a la prisión por deudas 

de carácter civil, llegan al constitucionalismo mcx.icano como principios universales 

reconocidos, para darles la dignidad de nonna constitucional. 11 

10 

11 

INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURIOICAS DE LA UNAM, Const!tucl6n Polftli::a de los Estodoi; Unidos 
M~11icanos. op. cit .... p. 45. 

CAMBRANIS, \lilbert, et 111, !.!JL~···cp. cit •••• p. 33. 

ROCHA OIAZ, Salvador, ldcm p. 668. 
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Contimia diciendo el Ministro Rocha Díaz, por otra pa1tc, tanto la doctrina jurídica 

como relevantes documentos intcmacionalcs relativos a los derechos humanos y a las 

libertades fundamentales del hombre, señalaban diversos requisitos indispensables para 

considerar que las circunstancias eran idóneas para lograr et ideal de justicia. 

L1 justicia que los tribunales deben impartir debe ser en primer lugar imparcial, para 

que los sujetos a ella se encuentren en un plano de igualdad ante la ley y ante las decisiones 

de los tribunales encargados de resolver las controversias confonne a ella, en fomm que 

solamcnlc sea el peso de los argumentos jurídicos vertidos el que incline la balanza a favor 

de alguna de las partes. El principio de igualdad de todos ante la ley exige la imparcialidad 

en el juicio en que se aplica, pues resulta inútil la declaración fonnal de igualdad si no se 

establece el principio de imparcia1idad y no se dan los instrumentos adecuarlos para lograrla. 

La impartición de justicia exige, además, que las controversias sorneticlas al órgano 

jurisdiccional sean resueltas íntegramente, sin dejar connicto o cuestión indefinida y sin clara 

resolución. La justicia debe ser, pues, completa para que todos y cada uno de los derechos 

del individuo gocen de respeto y protceción y' la vida social se desarrolle en ammnía. 

L1 eílcacia de un sistema de impartición de justicia requiere, además, que la ley 

cstablc1ca los medios necesarios para la plena ejecución de las resoluciones judiciales, pues 

con ello se dota de plena autoridad a Jos órganos jurisdiccionales y se les constituye como un 

auténtico poder en que reside la soberanía del pueblo. 

Importantes documentos internacionales han plasmado algunas de estas cuafüladcs y 

características, en su propósito de difundir y asegurar el contenido de los derechos humanos. 

El artículo 10 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, aprobada por 

la Asamblea General d~ la Organización de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948, 



dispone: 

Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, 

a ser oída plíblicamcnte y con justicia por un tribunal 

independiente e imparcial, para la detenninación de sus 

derechos y obligaciones y para el examen de cualquier 

acusación contm ella en materia penal. 

8. 

Por otro lado, la Convención Americana sobre Derechos Humanos finnada en San 

José, Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969 incluyó el artículo 8.1 donde se dispone: 

Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías 

y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal 

competente, independiente e imparcial, establecido con 

anterioridad por Ja ley, en la sustanciación de cualquier 

acusaci6n penal fonnulada contra ella o para la detcm1inaci6n 

de sus derechos y obligacion~s u~ 011.Jcn civil, laboral, fiscal o 

de cualquier otro carácter. 12 

El nuevo texto Constitucional del artfculo 17, presenta las siguientes caractcrfsticas: 

a) Le da un nuevo orden filosófico-jurídico ni precepto, pues se inicia con la prohibición de 

hacerse justicia por mano propia, prohil.Jición que elimina el impulso primitivo del hombre 

y lo sustituye por su sumisión al derecho; 

b) Asigna en exclusiva al Estado la función de impartir justicia, obligación que le corresponde 

como indispensable contrapartida a la prohibición anterior; 

c) Enriquece las cualidades de la justicia por impartir, mant~niendo que debe ser pronta y 

gratuita, pero agregando que además di:be ser completa e imparcial; 

" ROCHA DIAZ, Salvador, et. al Lns l.luevas BMes •• ., op.clt •••• pp. 671•67Z. 
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d) Establece los instrumentos necesarios para lograr el más perfecto sistema judicial, al 

mandar que las leyes deben garantizar la independencia de los tribunales y la plcnn ejecución 

de sus rusolucioncs, y 

e) Ubica el principio que prol~1bc la prisión por deudas de carácter civil. 13 

a. Acción y Juri'idicclón. 

" 

Siguiendo al maestro Picro Calamandrci, fomrnndo la base de los conceptos de 

jurisdicción y de acción se encuentm, en el ·Estado Moderno, la premisa 

fundamental de la prohibición de la autodefensa: derecho subjetivo signilica' 

interés individual protegido por la fuena del Estado, no derecho de emplear 

la fuerza privada en defensa del interés individual. La prohibición de la 

autodefensa tal como existe en los ordenamientos jurídicos modernos, es el 

resultado de una larga y trabajosa evolución.'~ 

La prohibición de la autodefensa, establecida en fonna general por el derecho 

romano desaparece en el período medieval y también en la edad moderna, en 

que las bilrbams cunccpcioncs de origtal germano pusieron en boga por varios 

siglos, como fonna de resolución de los connictos, el duelo y Ja vcngan:za: 

sólo en las legislaciones contemporáneas a tmvés del inílujo del derecho 

canónico, la prohibición vuelve, en fonna general y absoluta, como una de las 

premisas fundamentales sobre las cuales se basa, no sólo el ordenamiento de 

la justicia, sino, en absoluto, el edilicio constitucional del Estado de 

Dcrl.!cho. 15 

ldem. p. 673. 

C!\lAf.IMIDl\él, Piero, !no;tltuclones de Dererho PrOce'>al Civil Buenos aires, Ediciones Jurfdlcas 
Europa·Atnc:rica, Tomo 1, p. 222:. 

Calolll(lndrel, Plero, op. cit •••• p. 22:5. 
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11 

Para llegar al Estado conslitucional moderno, en el cual la administración de 

la justicia está considerada corno monopolio del Estado y está confiada, de una 

manera exc1usiva, a sus órganos, el camino de la civilización ha sido muy 

largo. El Estado, en lugar de limit..arse a imponer a los contendientes el recurrir 

a árbitros privados, asume directamente la función plena de garantizar el 

derecho, mediante órganos propios investidos de pública autoridad, a los cuales 

los particulares están obligados a recurrir para la composición de las 

controversias, la jurisdicción, como función del Estado, ha nacido ya. 16 

Posterionnentc, cu~ndo la defensa de los derechos individuales es asumida por 

el Estado mediante la institución de los jueces públicos, la palabra acción, 

origiriariamente empleada en el significado propio de ejercicio de la fuerza 

privada, pasa a significar, en sentido traslaticio, el recurso con el que el 

ciudadano invoca, en su propio favor la fuerza pública del Estado: no ya la 

actividad encaminada a sujetar directamente al obligado, sino ta actividad que 

se realiza para poner en movimiento, en defensa del propio derec110 1 el 

ejercicio del poder jurisdiccional del Estado.17 

En otms palabr..ts el E.-;tado hace leyes mín sin que tos ciudadanos se lo pidan, 

y toma en el campo administrativo todas las iniciativas que cree útiles a la 

sociedad; pero no juzga, si no hay alguien que le pida que juzgue. De suerte 

que, la acción aparece como una condición indispensable para el ejercicio de 

la jurisdicción. 11 

ldem, p. 226·228. 

ldcm p. 230. 

ldem p. 231 

10. 



Esta característica debe ser puesta en relación, sobretodo, con aquella exigencia 

esencial de la justicia que es la imparcialidad del órgano juzgador. Una 

jurisdicción ejercida de oficio repugnaría, por una razón psicológica antes que 

jurídica, al concepto que modernamente nos hemos íonnado de la función del 

juez, el cual, para conservarse imparcial, debe esperar a ser llamado y 

limitarse a hacer justicia a quien la pidc. 19 

Acción como la petición que el ciudadano hace al Estado de un servicio que 

favorece a su interés individual. (En cuanto el particular aspira a obtener, a 

través de la jurisdicción, la satisfacción de un derecho subjetivo), bajo otro 

perfil la acción aparece, a su vez, como un servicio que el ciudadano presta al 

Estado {en cuanto, al pedirle justicia le proporciona la ocasión de intervenir en 

defensa del derecho objelivo). 'º 

11. 

Así Jo señala el jurista Edunrdo Couturc al dar su concepto de acción: "la acción es 

el poder jurídico que tiene todo sujeto de derecho de acudir a los órganos jurisdiccionales para 

reclamar la satisfacción de una pretensión, éste poder jurídico corresponde a toda persona 

como un atributo de la pcrsonalidad.11 

Se habla entonces de un poder jurídico que tiene todo individuo como tal, y en nombre 

del cual le es posible acudir ante los jueces en demanda de amparo a su pretensión. El hecho 

de que esta pretensión sea fundada o infundada no afecta la naturaleza del poder jurfdico de 

accionar; pucJcn promover sus acciones en julticia aiín aquellos que erróneamente se 

considcr.in asistidos de razón. Estamos pues con la idea del autor citado al entender " ... por 

" 

" 

ldem p. Zll 

ld('!ll p. 2l4. 

Eduardo Couture citado por Gómez Ciprlano Lera, Tcorfa General del proceso Hhlco, UHAH, 1983 
pp. 109·110. 
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acción no ya el derecho material del actor, ni su pretensión a que ese derecho sea tutelado por 

la jurisdicción, sino su poder jurídico de acudir ante los órganos jurisdiccionales. 11 

Para asegurar la observancia práctica del derecho en el desarrollo concreto de las 

relaciones sociales, no es suficiente la obra del legislador, cuyas voliciones generales y 

abstractas podrán, a su tiempo, traducirse en actividades prácticas confonnes a ellas, solo en 

cuanto los individuos comprendan la palabra de la ley y estén dispuestos a respetarla. 

También el verso del Dante fonnula la admonición de que no bastan las leyes para mantener 

el orden si los ciudadanos no se preocupan de respetarlas: "las leyes existen ¿pero quién cuida 

de su cump1imiento?" 21 

Pero si los individuos no están dispuestos a respetar voluntariamente las leyes, 

entonces, para hacerlas respetar, es necesaria una ulterior actividad del Estado, que se 

presenta como complemento de la actividad legislativa. 

Esta ulterior actividad del Estado, dirigida a poner en práctica la coacción amenazada y a 

hacer efectiva la asistencia prometida por las leyes, es la jurisdicción. 

En la vida del Bitado, el momento legislativo o nonnalivo no puede entenderse con 

separación del momento jurisdiccional: legislación y jurisdicción constituyen dos aspectos de 

una misma actividad contfnua que puede denominarse en sentido lato actividad jurídica: 

primero dictar el derecho y después hacerlo observar; primero el establecimiento y después 

el cumplimiento del derecho. La jurisdicción aparece, pues, como la necesaria prosecución 

de la legislación, como el indispensable complemento práctico del sistema de la legalidad."" 

Para el Dr. Héctor Fix Zamudio, la jurisdicción es "la función pública que tiene como 

" CALAHANDREI, Plero op, cit .... p. 127. 

" lbldem. 
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propósito resolver las controversias jurídicas que se plantean entre dos partes contrapuestas 

y que debe resolver un órgano del Estado en fonna imperativa y en una posición 

imparcial. "14 

Según Gómcz Lara, se entiende por jurisdicción "la función soberana del Estado, 

realizada a través de una serie de actos que están proyectados o encaminados a la solución de 

un litigio o controversia, mediante la aplicación de una ley general a ese caso concreto 

controvertido para soludonarlo o dirimirlo."" 

De lo antes expuesto podemos llegar a las siguientes reflexiones: 

a) La refonna del artículo 17 Constitucional contempla el acceso a la jurisdicción como un 

derecho público subjetivo de los gobernados de que se les imparta justicia, es decir, una 

garantía constitucional. 

b) Dicha reforma continua consagrando las características de gratuidad y expeditez en la 

impartición de justicia y retoma la característica de prontitud establecida ya en el artículo 18 

del Acta Constitutiva de la Federación de 1824. 

c) Aporta un nuevo parrare haciendo incapie en la independencia del Poder Judicial. 

Podemos también rescatar la idea de que la justicia es el fin de la jurisdicción y 

constituye la verdadera vocación del juzgador; y que solo a través tribunales independientes, 

l.i ju.1iW; ... dón será garantía de libertad para tos mexicanos. 

Fl)C ZAHUOIO, Héctor, et. al Función del poder Judfclnt en los Sistemas Constitucionales 
latinoll!lll'r!canos México, Instituto de lnvestlgacloMS Jurfdicas, 1985 1 pp. 15·16. 

GOMEZ LARA, Clpriano, Teorfa Ger.eral del Proceso México, Un\yersldad Nnclooal Autónoma de 
México, 1983, p. 109. 



CAPITULO II 

E'STADO 

l. Principios Generales. 

14. 

El objetivo de este capítulo es ilustrar el desarrollo del Estado, su relación con el 

Derecho y su división de funciones. En el panorama mex.icano, el examen del concepto de 

Bs~1do es indispensable para la ubicación del tema objeto de estudio. 

Hoy día, en palabras de Reinhold Zippelius, a menudo parece natural que en la comunidad 

polftica todas las facultades de regulación (competencias) se encuentren bajo el poder de 

disposición de una instancia estatal suprema. Pero esta proposición no siempre ha sido válida, 

sino que es producto de una azarosa evolución histórica. Así, por ejemplo, hubo largos 

períodos de la historia alemana en que la nobleza, la iglesia y las ciudades ejercían un poder 

autónomo. Existía una justicia autógena, no delegada por la corona, históricamente más 

antigua que la jurisdicción real y que fue preservada y renovada mediante inmunidades, El 

imperio "reich" perdió también facultades soberanas propias, cuando se otorgaron cargos en 

calidad de feudos y el derecho a éstos cargos se volvió hereditario." 

" ZIPPELIUS, kelnhold, Teorfa General del Estado México, UNAM, 1985, p. 60, 
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En el lenguaje usual se entiende por listado la comunidad polfticamcntc organi1 .. 1da. 

Etimológicamente hablando procede del 1atCn "status" que designaba una situación jurídica en 

general. 

A fines de la Edad Media, en los diversos territorios las facultades soberanas se 

dividían entre los prlncipes, por un lado, y la Iglesia, los caballeros y las ciudades, por el 

otro. A menudo se oponen din.~lamcnte dos estados en el Estado; un aparato del príncipe y 

uno estamental; el príncipe y los estamentos poseen tropas, autoridades, tesoros, 

representaciones diplomáticas separadas. Gobernar significa ahora una negociación continua 

de compromiso en compromiso. 

Los tém1inos ''stato", "estado", "status", "etat", "staat" aparecieron por vez primera 

en la llalia del renacimiento haciendo referencia a las ciudades-estado o asociaciones de 

dominación, territorios de dominación y poder de dominación, y que tuvieron un creciente 

ingreso en la literatura científica y el lenguaje diplomático. 

Maquiavelo utilizó ya este ténnino en su obra "El Príncipe", en el sentido moderno 

y actual. Desde entonces se generalizó y difundió el ténnino, hasta que en el siglo XIX vino 

a prevalecer sobre otras expresiones asociándose universalmente a la corporación de 

dominación dotada de un poder supremo. 

La realidad Estado con~tituye una fonna de convivencia política e históricamente 

definida, que nace con la modernidad europea ligada a una serie de supuestos de orden 

económico, religioso, científico, etc. 

Para Hemlan Heller, la nueva palabra Estado designa certeramente una cosa totalmente 

nueva porque a partir del renacimiento y en el continente europeo, las poliarqufas, que hasta 

entonces tenían un carácter impreciso en lo territorial y cuya coherencia era floja e 
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intcnnitentc, se convierten en unidades de poder continuas y reciamente organizadas, con un 

solo ejército que· era además, pcnnanente, una única y competente jerarquía de funcionarios 

y un orden jurídico unitaño, imponiendo además, a Jos súbditos et deber de obediencia con 

carácter general. A consecuencia de la concentración de los instrumentos de mando, militares 

burocráticos y económicos, en una unidad de acción política surge aquel monismo de poder, 

relativamente estático, que diferencia de manera característica al Estado de la edad moderna 

del territorio medieval.17 

La evoluci6n que se llevó a cabo, en el aspecto organizatorio, hacia el Estado moderno 

consistió en que los mcdtos reales de autoridad y administración, que eran posesión privada, 

se convierten en propiedad pública y en el que el poder de mando que se venía ejerciendo 

como un derecho del sujeto se expropia en beneficio del principe absoluto primero y luego 

del Estado"." 

Según la opinión fonnulada en Francia, el poder del príncipe debía ser independiente y sobre 

él no tendrian preeminencia el Papa o el emperador. Pero, por su parte, este poder del 

príncipe sí prevalecía sobre las competencias de los estamentos." 

a. Unidad del Poder del Estado.-

El instrumento más eficaz para lograr la indcpendi1,1ción de la unidad de poder del 

Estado fue la jerarquía de autoridades, ordenada de modo regular, según cornpctcncias 

claramente delimitadas y en la que funcionarios especializados nombrados por el superior y 

económicamente dependientes, consagran su actividad de modo continuo y principal a la 

HELLER, Hcrm.'.ln, Teorl11 del Est:ldo. Hé.(lco, Fondo de Cultura Económica, 1987, p. 145, 

" ldem p. 1t.6. 

" ZIPPELIUS, Reinhold op. cit. ... p. 61. 
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función pública que les incumbe; cooperando as{ a la fonnación consciente de la unidad del 

poder estatal. 

Unidad de acción militar 

Unidad de acción política 

Unidad de acción económica 

El Estado sólo podrá independizarse como unidad de poder bajo la fonna de una 

independización como unidad de decisión jurídica universal. La unificació11 general, para todo 

el territorio y regulada desde el centro, de toda actividad relevante para el poder del Estado 

requiere la eKistcncia de un "ius ccrtum", válido para todo el territorio del Estado, un sistema 

de reglas unitario. Por otra parte, la colaboración de toda la jerarquía de funcionarios, según 

el principio de la división de trnbajo, hace precisa una ordenación jurídica racional y 

planificada. 30 

Siguiendo a Zippelius: "la unidad jurídica del poder del Estado señala la situación, ya 

conocida, de la existencia de un orden homogéneo de nonnas y competencias jurídicas. "31 

El derecho romano, sistematizado por la burocracia justiniana, constituía un "iu.ct 

ccrtum". La justicia fue encomendada a funcionarios especializados, y se fonnaron tribunales 

cuya jurisdicción rclati~:.unente previsible, a cargo de umt clase especial de juristas que 

sentenciaban basándose en nonnas racionales. La práctica forense se unificó, en buena parte, 

gracias al hecho de que el tribunal de la cámara del Imp.'.!rio, reorganizado, y los tribunales 

supremos territoriales, acomodados a él, aplicaban igualmente el derecho romano. Debido a 

ésto y al fuerte poder ejecutivo del funcionario, se produjo un aumento considerable de 

seguridad jurídica. 12 

JO llELLER, Kerllloln, op. cit. ••• p. 150. 

ll ZIPPELIUS, Reinhold, op, cit ••• , p.66. 

ll KEllER, Herman, op. cit •••• p. 1!:.1. 
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Parafraseando a Heller " ... la codificación dispuesta por el príncipe y la burocratización 

de la función de aplicar y ejecutar el derecho eliminaron, finalmente, el derecho del más 

fuerte y el de desafío e hicieron posible la concentración del ejercicio legítimo del poder físico 

en el Estado, fenómeno que con razón, se señala como una característica típica del Estado 

moderno." 

Para Zippclius la distribución de competencias entre diversas instancias. crea Jos 

supuestos técnico-jurídico para una división y un control de los poderes, mientras que una 

extrema centralización de tas facultades de regulación conduciría a una peligrosa 

concentración de poder. Bajo estas condiciones, la homogeneidad del orden jurídico y del 

orden de las competencias puede significar solamente un dctenninado esquema de 

coordinación funcional y nonnativo, según el cual las facultades de regulación del Estado 

estén repartidas y coordinadas de manera tal, que se eviten las nom1as y decisiones 

contradictorias; las diversas funciones de rcgu1aci6n deben complementarse e integrarse en 

un esquema de ordenación unifonne. La coherencia de la regulación nonnativa de la conducta 

queda garantizada1 en este sentido, por un orden escalonado de 1as competencias y a través 

de una jerarquía do las normas: 

L'l Constitución y demás nonnas jurídicas pueden entonces distribuir entre diversos órganos 

del Estado, las funciones de la legislación, la administración y la jurisdicción, incluso de 

modo que resu1tc un sistema de división de poderes. 

Aún así, los diversos poderes no deben comprenderse aisladamente, sino como factores que 

se coordinan jurídica y funcionalmente; el poder ejecutivo y la jurisdicción están vinculados 

a las leyes. La supremacía de la ley impide las contmdicciones entre las normas generales y 

las decisiones particulares. Mediante la reserva de la ley, se establece una impo11antc 

conexión cooperativa entre la expedición de nonnas generales (función legislativa) y su 

aplicación concreta. 31 

ll ZIPPELIUS, Relnhold, op. cit, .•. p. 67. 
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También puede constmirsc un Estado fedeml, es decir, un "dualismo de centros de 

decisión" en fonna tal que la totalidad de las competencias estatales sea ejercida, en parte por 

los estados miembros, y en pane por los órganos del Estado conjunto, situaciones que se dan 

en nuestro país. 

b. Estado y Derocho.-

Scglín Gonzálcz Uribc: "No se puede pensar en el Estado sin pensar a la vez en el derecho. 

Ni se puede concebir el derecho sin referimos al Estado, es decir, sin referimos a una 

instancia de poder social, que imponga inexorablemente las nomms jurídicas." 34 

"El Derecho es connatural al Estado. Es la atmósfcrn misma en que el Estado vive y se 

desarrolla. Y es también el principio fundamental de su legitimidad y justificación. Por esa 

razón todo Estado de nuestros días debe ser un Estado de Derecho" .35 

Esta fónnula implica más bien un compromiso fundamental: el de que el poder político, para 

mantener. en condiciones nonnales, el equilibrio entre la libertad y el orden nonnativo, se 

someta a éste y no traspase sus mandatos. Y el de que el propio orden juridico encame 

satisfactoriamente, en cada época, los valores de justicia y seguridad en que reposa la 

comunidad humana a la que se pretende servir. 16 

Los principios del Estado de Derecho son los instn1mentos encaminados a impedir la 

expansión totalitaria, y en general el ejercicio sin control, del poder del Estado. Estos 

principios fonnan parte del intento de dar respuesta a 1<1 vieja cuestión de cómo puedan 

GONlALEZ URIBE, Héctor, Teorfa Polftfca, México, Editorial Po;rUa, p. 219, 

ldcon p.2l.i!. 

ldcm p. 223. 
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realizarse a un mismo tiempo el orden y la libertad. 31 

O como dirla González Uribe, en el Estado se da el juego constante de tres elementos 

que aseguran la estabilidad y la vida misma de la comunidad polltica: el poder, el orden y la 

libertad. Del movimiento armónico de los tres depende el equilibrio y la paz. 

Las instituciones del moderno Estado Constitucional y de Derecho fueron conformándose en 

gran parte como reacción frente al absolutismo. El advenimiento de un poder estatal soberano, 

la consolidación del poder polllico en el Estado contribuyeron a asegurar la paz jurldica, pero 

a la vez trajeron consigo el peligro del absolutismo y de una expansión, de tipo policiaco del 

poder estatal. En Inglaterra, las pretensiones absolutistas del rey se toparon con la enérgica 

resistencia del parlamento, que veían amenazados sus antiguos derechos tradiciona!es y las 

libenades irrenunciables de los ciudadanos. De estos conílictos y más tarde, como 

consecuencia del movimiento independentista norte.americano y la Revolución Francesa fueron 

surgiendo instituciones para la protección de estos derechos y libertades. En este proceso 

histórico nació el Estado Constitucional y de Derecho que aspira a un compromiso entre la 

necesidad de un poder estatal homogéneo capaz de garantizar la paz jurldica y la necesidad 

de asegurar el mayor grado posible de libenad individual, de impedir el abuso del poder 

estatal y de imponer limites a su expansión. 

Con el fin de proteger las libenades individuales e impedir la arbitrariedad del Estado, habla 

que procurar pñmcramente que la acción estatal se desarrollará de acuerdo a una detem1inada 

distribución de papeles y con reglas de juego garantizadas. Mediante la distribución y 

coordinación ann6nica de las funciones estatales de regulación debía crearse un sistema de 

división y control de poderes. Era de particular importancia sujetar al ejecutivo a la ley y al 

derecho. Igualmente había que controlar los actos .del Estado e impedir la arbitrariedad 

mediante reglas de procedimiento (en la legislación, la administración y la jurisdicción). De 

37 ZIPPELIUS, Relnhold, op. cit • •.• p. 309. 
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igua1 manera, hab(a que crear procedimientos de control judiciales y de otro tipo, que velaran 

por el respeto de las reglas de juego en el sistema jurldico de regulación. Ya que estas 

providencias afectan las fonnas de la acción estatal, se les denomina también principios del 

Estado "formal de Derecho." 

c. Principios Básicos.-

1. - La existencia de una constitución o ley fundamental de preferencia escrita y rígida. 

2.- El establecimiento por la Constitución de una serie de garantías para la persona humana, 

tanto individuales como sociales. 

3.- El reconocimiento estricto del principio de legalidad, confom1e al cual ninguna autoridad 

podrá actuar, en el ámbito de su competencia, si no hay alguna ley o nonna de car.ktcr 

general que se lo pem1ita. También llamado "reserva de leyº. 

4.- La división y equilibrio fundamental de los poderes públicos con un sistema de frenos y 

contrapesos, para evitar los abusos y extralimitaciones, de tal manera que se logre que el 

poder quede delimitado en sus funciones desde dentro. 

5.- La posibilidad de que los ciudadanos participen en los asuntos públicos mediante un 

gobierno representativo, con organizaci6n electoral, que pennitc controlar el poder desde 

afuera. 

6.- El libre juego de los medios de infomiación social -prensa, radio difusión, televisión, cine, 

publicidad- que fonnan y canalizan la opinión pública. Y crean un ambiente de constante 

vigilancia de los actos de los poderes públicos y de censura de las arbitrariedades. 

7 .- La organización por la constitución y las leyes fundamentales del país de una serie de 

recursos administrativos y jurisdiccionales, por medio de los ruales se pueden modificar o 

anular los actos de los poderes públicos lesivos de los derechos fundamentales de los 

ciudadanos o que alteran el orden constitucional. Algo semejante existe en la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, que por medio del juicio de amparo, "pennite" 



22. 

ejercer un conslantc control jurisdiccional sobre las leyes o actos de las autoridades 

públicas.31 

2. División de Funciones. 

Uno de los temas más antiguos, a la vez, de mayor actualidad, y que posiblemente sea 

la cuestión más imponante de la Teoría del Estado se refiere al modo de evitar una peligrosa 

concentración del poder y un exceso de dirigismo centraliz.ado en una comunidad organi1.ada 

y dotada de suficiente fuel7.a de integración. 

la división de poderes en la organización del Estado, que trataremos a continuación, 

pretende, siguiendo a Zippclius, crear un sistema de ejercicio moderado y controlado del 

poder, mediante la distribución y coordinación de las competencias estatales. (Funciones de 

regulación)." 

Para Sabino Alvarez Gendín "la división de poderes, al igual que en otras instituciones 

del Derecho Público, el ténnino no corresponde exactamente al contenido; la "división de 

poderes\ no es propiamente tal división, sino más bien una distribución de facultades de las 

instituciones de órganos jerarquizados del Estado-poder o sobernno. "4º 

Para este autor, civilización equivale a decir complicación de los hechos sociaJes. En 

el seno de una sociedad civilizada es imposible que un solo hombre asuma todas las funciones 

públicas; surge entonces necesariamente la tendencia a distribuir órganos o atribuir a órganos 

" 
" 

GOHZALEZ URJBE 1 Héctor op. cit .... P· 0!2~·225. 

ZIPPELIUS, RefnhQld Dp, cit •••• p. J21. 

ALVAREZ GENOIH, S11blno, La indl."pcndcmcfa del Poder Judlciflt Madrid, Instituto de Estudios 
Políticos, 1965, pp, 20•22. 
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específicos sus diferentes funciones, respondiendo a la técnica de la división del trabajo. 

La doctrina de separación o división de poderes, aunque es muy antigua y se hace 

remontar hasta Aristóteles y quedó precisada posteriom1ente por Locke, el cual la concretaba 

más bien a una simple distinción de funciones públicas, fue expuesta en realidad por 

Montesquicu, quien <lió la fónnula jurídica que han seguido desde entonces ta mayoría o casi 

todas las constituciones vigentes en los diversos pueblos. 

Es en Grecia en las Repúblicas griegas donde podemos hallar una fónuula científica 

de distribución de poderes del Estado (rey y senado en Atenas)." 

Aristóteles por su parte habla en témtinos que parecen modernos de los distintos 

instrumentos de poder; "en todos los estados dice, hay tres institucionc~ o partes. De ellos, 

uno es el que aconseja sobre tos asuntos públicos (régimen fiscal), paz, guerra, leyes fiscales, 

etc. que corresponde a la Asamblea; el otro es el que compete al cuerpo de magistrados 

(propiarnente hablando administrar); y, el último, es c1 que tiene que juzgar, que corresponde 

a los jueces. "'1 

Pero en opinión de Karl Lowenstcin, no puede cquiparars~ con la exigencia actual de 

separación de funciones tal como se ha pretendido deducir del texto en cuestión. De la 

exposición que sigue a las citas mencionadas, resulta que Aristóteles intentó lo cual ya es en 

sí mérito considerable un análisis de las funciones estatales segtín su sustancia. Nada pcm1ite 

deducir que Aristóteles observase empíricamente o descase teóricamente la atribución de estas 

tres funciones a diferentes órganos. 

Cfr. foustel de Cculanges, La Cludmd Antlsua_.. Trolilcclón espoñcln, Madrid, 1876, pp. 28!)·281, 

ARlSTOTElES, Pol ftlca, Mblco, Edit. Pcrrúa, Libro IV, 12. 
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En el Imperio Romano se desconocla todo concepto de separación de poderes, ya que 

se concentraban en el Emperador, con la salvedad del periodo del poder del Estado, cuya 

trascendencia o significación progresiva se obtuvo después en Jos estados germanos, donde 

al lado del rey (ejecutivo) funcionaban asambleas Jaicales o eclesiásticas (concilios), en plan 

de legislar. 

En la Edad Mc<lia, poco se adelantó en el camino de separación de las funciones que 

deben integra el poder público, ya que la legislación, gobierno y administración y justicia 

se concentraban dentro de Jos dominios del señorío feudal, salvo en aquellos reinos donde 

habCa cortes, que se reservaban algunas funciones como en Castilla y Arag6n 1 las de carácter 

fiscal, o en Inglaterra (Carta Magna 1215-1225) en donde el Parlamento limitaba la autoridad 

real, si bien con el tiempo uno de los órganos del parlamento sobrepasó al otro; la Cámara 

de los Comunes a la de los Lores hasta adquirir un cierto Poder Constituyente. 0 

Para Santo Tomás la mejor fomta del Estado es la del carácter mixto, siguiendo el 

criterio de Cicerón. . . . . . . . . . . • . . . . . . . . . . • . . . . . . . • . . . • . • !>.Ira 'P' lny.¡ 

una ordenación de los príncipes de alguna ciudad o nación, hay que tener en cuenta: que todos 

tengan alguna parte en et principado, pues por este medio se conserva Ja paz y se consigue 

que todos quieran guardar tal régimen. 

La segunda, toda buena organización política res u Ita de la combinación de la 

monarquía, en cuanto uno solo preside, de la aristocracia, en cuanto muchos participan del 

poder y de Ja democracia, esto es del poder del pueblo, en cuanto los gobernantes pue<len ser 

elegidos de entre todo el pueblo y a éste pertenece la elección de Jos príncipes. 

La teoría de la distribución del poder encuentra en la época de la fonnación de Jos 

43 ALVAREZ GEHOlN, Sabino, op. c\t • ••• p. 23. 
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Estados, alguna otra afinnación, pese a que era necesario de un poder fuerte que forje tales 

necesidades. 

Maquiavelo alude en el "Arte de la Guerra" a la necesidad de distinguir entre el poder 

propio del rey y la necesidad del Consejo. 

Bodino, mostró en su libro "Lex Six Livres de la Republique" lo que el denominaba 

signos de la soberanía: 

l. Dar la nonna a todos en general; y cada uno en particular; 

2. Declarar la guerra y concertar la paz. 

Bodino admitía la confusión del poder legislador y del poder de ejecutar en el rey, 

separaba desde un punto de vista practico o de división de trabajo, la administración de 

justicia, si bien se ejerciese a nombre del rey. 

Locke por su parte fue el primero en estudL1' la teoría de la separación de los poderes 

y éstos como instituciones representativas de la soberanía nacional, y de garantía de la libertad 

en su "Essay on civil govennent", juzgando que el Poder Legislativo y el Ejecutivo deben ser 

separados. Propugnaba por una separación, por razones de un doctrinismo que condujera a 

la garantía de la libertad de los hombres, más que por un principio de división de trabajo con 

lo que se consigue una separación de funciones de una mano respecto de otra, pero 

subordinadas. Lockc estudió un tercer poder, el federativo, aquel que tenía el derecho a 

declarar la paz y la guerra, y de concluir los tratados; pero consideraba que debía unificarse 

al ejecutivo. 

Según Vázqucz de Mcnchaca, el Poder Legislativo es el que tiene el derecho a 
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detenninar cómo será empleada la fuerza de la República para preservar la comunidad y sus 

miembros y cómo Jas leyes deben de ser constantemente ejecutadas, sin que haya necesidad 

de que el legislativo esté siempre en actividad; además, si las mismas personas que tiene el 

poder de hacer l~s leyes tuvieran el de ejecutarlas, dada la fragilidad humana estarla en sus 

manos el poder desobedecerlas, el poder de dispensar de fa obediencia acomodando Ja ley a 

sus ventajas particulares, pues los reyes han de estar sometidos a las leyes. 

Con Montesquieu, la doctrina de la separación de los poderes está planteada en el 

inicio del capítulo sexto del "Espíritu de las Leyes": " ... en cada Estado hay tres clases de 

poderes: el poder legislativo, el poder ejecutivo de las cosas que dependen del derecho de 

gentes y el poder ejecutivo de las co~1s que dependen del derecho civil.""' 

Para este autor el Poder Legislativo poseía la potestad de dictar y derogar las leyes; 

el Poder Ejecutivo, comprendía la guerra y la paz, el servicio diplomático, la seguridad 

pública y la defensa contra el exterior; el Poder Judicial pennilfa castigar los delitos y juzgar 

las diferencias entre los particulares. 

No se sabe con exactitud el significado que Montcsquieu Je daba al tém1ino podcr1 

pero se cree que le daba el sentido de función o actividad, de lo que desprende que pretendía 

señalar la clasificación de las funciones qne cumple o debe cumplir el Estado, 

independientemente de la fonna de gobierno y de que el cumplimiento de esas funciones se 

efectúe por una o varias personas; y que es después cuando plantea la necesidad de que dichas 

funciones se encomienden a órganos distintos.º 

Mantesquieu parte del hecho real de que todos los Estados han cumplido y cumplen 

DE LA CUCVA, Mario, Teorfa de ta Constitución México, Edlt. Porrú<1, 1982, p. 199. 

De la cueva op. cit • ... p, 200 
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tres funciones, esto es, que en todos los estados las funciones, en número de tres, son las 

mismas; pero se da cuenta al mismo tiempo, de que en las monarquías europeas y en los 

pueblos de oriente 1 una sola persona ejerce la autoridad; este arnparamiento de las funciones 

es la causa verdadera de la ausencia de libertad.46 

Para Lanz Durct, los propósitos de Montesquieu, más que facilitar el ejercicio de las 

funciones del Estado por medio de una división de trabajo y organización equilibrada del 

mismo, tuvieron por fin garantizar la libertad política que él consideraba imposible en 

cualquier régimen de gobierno en que preponderara un solo órgano del Estado, ya fuera 

individual o colectivo. 

Dice en efecto Montesquicu, en una fónnula universalmenlc conocida~ 

"es una experiencia eterna que todo hombre que llega al poder es encaminado a abusar del 

mismo, y no se detiene sino hasta que tropieza con limitaciones. Para que no se pueda abusar 

del poder es preciso que, por la disposición de las cosas, el poder contenga al poder." 

"Todo estarla perdido si el mismo hombre o el mismo cuerim político ejerciera tos tres 

poderes: de hacer las leyes, de ejecutarlas y de juzgar." 

Para Lanz Durct, el rasgo esencial de la doctrina de Montcsquieu consiste en que 

descompone y secciona la soberan fa del Estado en tres poderes principales, susceptibles de 

ser atribuidos sepan1damente a tres clases de titulares, constituyendo éstos a su vez dentro del 

Estado tres autoridades primordiales, iguales e independientes: es decir, a la noción de la 

unidad del poder estatal y de la unidad de su titular primitivo, Montesquieu oponía un sistema 

de pluralidad de autoridades estatales, fundado sobre la pluralidad de poderes. 

Sigue diciendo Lanz Durct, que en efecto, no pude accpiarse ya ta existencia de tres 

lbldem 
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poderes distintos, independientes e iguales, aun con el fin de garantizar la libertad política por 

medio del control o al resistencia de un poder contra otro en beneficio de los derechos de los 

ciudadanos; porque por encinta de ese fin tan alto, que puede alcanzarse por otros medios, 

predomina hoy un principio capital que constituye el punto culminante del sistema estatal 

moderno: el principio de la unidad del Estado." 

En opinión de Lanz Durct, entre nosotros, y muy particularmente en las constituciones 

de 1857 y 1917, esta independencia entre tos poderes tiene caracteres menos absolutos, menos 

marcados, y nuestros textos pcm1ilcn una mayor coordinación y cooperación en el desempeño 

de las funciones políticas de los órganos del Estado, pudiendo decirse que en nuestro Derecho 

Constitucional no existe el régimen de separación de poderes. 

En verdad nuestra Constitución, los poderes, no desempeñan sus funciones de una 

manera aislada e independiente respecto de los otros, sino que la misma los pone en contacto, 

mezclando sus atribuciones en muchos aspectos. 

En concreto, nuestra Constitución, como base fundamental del gobierno, ha adoptado 

en el artículo 49 relacionado con los artículos 50, 80, 115 y 141, la división de poderes, es 

decir, la separación de Jas funciones políticas del Estado entre órganos diversos, para lo cual 

declara expresamente: 

"Artículo 49.- El Supremo Poder de la Federación se divide, para su 

ejercicio, en legislativo, ejecutivo y judicial. No podrán reunirse dos o 

más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse 

el legislativo en un individuo, salvo el caso de facultades 

extraordinarias al Ejecutivo de la Unión confonne a lo dispuesto en el 

lANZ DURET, Miguel, Derecho Constitucional He)dcono, Norgls Editores, Hhlco, 1959, pp. 1D2· 
103. • ••••••••••••••••••••••••••••••••. 



artículo 29. En ningún otro caso, salvo to dispuesto en el segundo 

párrafo del anfculo 131, se otorgarán facultades extraordinarias para 

legislar." 

29. 

Los artículos relacionados señalan: que el Poder Legislativo se deposita en un 

Congreso General que se dividirá en dos Cámaras, una de Diputados y otra de Senadores; el 

ejercicio del Supremo Poder Ejecutivo de la Unión en un Presidente y el Poder Judicial, en 

una Suprema Corte de Justicia, en Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito. Para los 

estados previene que estos adoptarán la fonna de gobiemo republic.:ano, representativo, 

popular, dctemiinando claramente varios de los requisitos que debe tener el Poder Ejecutivo, 

o sea su representante el Gobernador del Es1ado, y ftia el mímcro de los miembros que 

compondrJn el Poder Legislativo, o sea la legislatura local, exigiendo la existencia de los 

Poderes Ejecutivo y Legislativo a las Entidades Federativas. 

En este aspecto, nuestra ley fundamental sigue los !ineamicntos tradicionales del 

principio predominante en el régimen constitucional clásico, y que constituyó un verdadero 

dogma a pan ir de la Revolución Francesa y de la Constitución Federal de los E.'tados Unidos 

de 1787." 

Sin embargo, sabemos que no solo en México, sino en la mayoría de los 

ordenamientos latinoamericanos en que se consigna este principio, siempre ha existido un 

desequilibrio entre los titulares de las tres funciones básicas del poder en beneficio del 

Ejecutivo, no sólo en virtud del régimen presidencial que se inspiró en el sistema 

norteamericano, sino además de acuerdo con la tradición del gobierno autoritario de virreyes 

y capitanes gcnemlcs de la época colonial y el caudillismo militar que imperó en un buen 

FIX·ZAHUDIO, Hóctor, et. al. MEMORIAS DEL 111 CONGRESO IBEROAMERICANO DE DERECHO CONSTJTUClONAI., 
Algunos refleir.iones sobre el principio dci la división de poderes en la Constitución He11.lcan<1, 
Meir.ico, 1987, Primera edición, p. 619. 
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número de nuestros países hasta las primeras décadas de este sig1o.'49 

Cabe hacer notar que en la actualidad se da un movimiento de revisión al principio de 

división de poderes e inclusive se considera superado, de tal fonna que en los países de 

OCcidcnte se observa un movimiento dirigido hacia la complejidad en el ejercicio de funciones 

públicas que han sido objeto de nuevas redistribuciones. También es de notar la tendencia a 

reforzar las facultades del Ejecutivo, tomando en cuenta el creciente intervencionismo Estatal 

para lograr la justicia social, ya que es el órgano que cuenta con los medios técnicos y los 

recursos más importantes para obtener un equilibrio entre los intereses, de los grupos sociales; 

y además tiene a su cargo las decisiones básicas sobre la coordinación y la planificación de 

los recursos económicos y sociales. 

Como he señalado anteñonnente la teoría de la división de poderes ha entrado en una 

profunda crisis, y que en opinión de Karl Lowenstein quien la califica "de anticuada", debe 

considerarse superada. 50 

En opinión de Lowcnstcin, "la separación de poderes", es la manifestación perfecta 

del pensamiemo mccanicista. La unión del principio de la separación de poderes con la idea 

de garantizar la libertad individual, es obra genuina de Montesquieu, el cual la había tomado 

a su vei de Locke: sólo cuando los diversos detentadores del poder son independientes entre 

sí se controlan respectivamente, dándose de esta manera el jaque, los destinatarios del poder 

estarán protegidos del abuso del poder por parte de alguno de sus detentadores." 

Desde entonces, el principio de la separación de poderes pertenece al bagaje estándar 

49 FIX UHUOIO, Héctor, cp. cit .... p. 620 

50 LO\.IENSTEIN, Korl. Teoda de la Cnl1Stltuel6n, trad. Alfredo Calle110 Anablt11rte, Barcelona, Arlel, 
1965, pP. 54·57. 

" tbldem. 
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del Estado Constitucional. Incluso las constituciones más modemas se mantienen unidas a 

dicho principio, sin tomar en cuenta su superación y alejamiento de la realidad en el siglo 

XX. Por desgracia este dogma no puede ser fácilmente arrancado de Jas nuevas constituciones 

y mucho menos tbnnular una nueva concepción del poder en los textos constitucionales. 

Lo que vulgannente se designa sepamción de poderes no sr. trata más que de una 

división de funciones estatales y, además, también se debe tener bien claro que este principio 

de Ja separación de funciones no es esencial para el ejercicio del poder político, ni presenta 

una verdad evidente y válida para todo tiempo. La teoría de la división efe funciones estuvo 

de1em1inada por el tiempo y las circunstancias como una protesta ideológica del liberalismo 

político contra el absolutismo de la monarquía en el siglo XVII y xvru. 

Siguiendo al Dr. Héctor Fix-Zamudio ya destle finales del siglo anterior y principios 

del presente, el eminente jurista Jorge Jellinek calificó de ingenua la pretensión de atribuir 

exclusivamente cada función a un órgano espccítico y exigir la separación de éstos para el 

ejercicio de sus activiades.'2 

KarJ Lowenstein afinnó con certeza que la finalidad del n!gimen constitucional es 

limitar la concentmción del poder absoluto en manos de un único dclcntador, al distribuir las 

diferentes funciones estatales entre varios titulares del mismo poder.'1 

En la actualidad Jo que impera es Ja colaboración y la necesidad de equilibrio entre los 

diversos órganos del Estado, pues lo esencial es que dichas funciones se ejerciten dentro de 

Jo límites señalados en la carta fundamental.,,. 

'2 FIX·ZAMIJOIO, lldctor. op. cit .... p. 621, 

" LCNENSTEIN, k'.arl op. cit .... pp. 68-72. 

FIX·ZA>!LOIO, Héctor, op. cft, ... µ. 622. 
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Karl Lowcnstein ofrece una nueva teoría en cuanto a la razón de ser del principio de 

separación de poderes: la idea de la distribución del poder está esencialmente unida a la teoría 

y práctica de la representaci60 1 así como a la técnica gubernamental que se basa en ella. 

" .. ·.La naturaleza jurídica de la representación es que los representantes-cualesquiera que sea 

la manera de su investidura- reciben por adelantado el encargo y la autorización de actuar 

conjuntamente en nombre de sus representados, y de ligarles por sus decisiones colectivas ... " . 

" ... Al final del siglo XIV, cuando el feudalismo se extinguía surgieron casi simuháncamente 

en diversos Estados de Europa occidental -sobre todo, en España ( Aragón, Castilla, León) 

Francia e lnglaterm- instituciones representativas ... " 

En opinión de Felipe Tena Ramfrez, de los tres poderes federales, los dos primeros 

que enumera la Constitución están investidos de poder de mando; el Legislativo manda a 

través de la ley, el Ejecutivo por medio de la fuerza material. El tercero, que es el Judicial, 

carece de los atributos de aquellos otros dos poderes; no tiene voluntad autónoma, puesto que 

sus actos no hacen sino esclarecer la voluntad ajena, que es la del legislador contenida en la 

ley y está desprovisto también de toda fuerza material. De aquí ha surgido, en el campo de 

la teoría, la discusión de si el Poder Judicial Federal es en realidad un poder o un 

departamento del Ejecutivo. Discusión que en palabras del Lic. Miguel de la Madrid earece 

de interés práctico, ya que la Constitución le da el carácter de poder. 

En este entendido, el Poder Judicial desempeña en el Juicio de Amparo funciones 

especiales, que fundan la conveniencia de darle la categoría de poder, otorgada por la 

Constitución; mediante ellas el Poder Judicial se coloca al mismo nivel de la Constitución, 

es decir, por encima de los otros dos poderes, a los cuales juzga y limita en nombre de la ley 

suprema.'' 

" TEN' RAHIREZ, Felipe, Leyes Furxlamcnta\es de Hblco, fo!éxlco, Editorial PorrUa, 1987, p. 253. 
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Asímismo, la existencia misma del Estado y su desarrollo requiere de la coordinación 

entre los diferentes órganos de poder. En ocasiones se impone la colaboración de los poderes 

para el desempeño de una función, así se señala que la compleja función del órgano 

administrastivo requiere su colaboración para iniciar leyes, de parti~ipar con las asambleas 

legislativas para expresar los motivos de sus propuestas. 

Pero también existen casos en que la colaboración de dos poderes en un mismo acto 

obedece a razones políticas que se encaminan a limitar la facultad de un poder en dicha 

función; como cuando es necesaria la intervención de nn poder para ratificar los actos 

realizados por otro, o para realizar un nombramiento. 

Esto nos lleva a la conclusión que los órganos del Estado no sólo tienen funciones 

específicas, sino que en ocasiones interfiere o se ve inteñcrido por los otros órganos. 

En este siglo se ha notado la preponderancia del Poder Ejecutivo debido en múltiples 

ocasiones a las crisis económico-financieras que han puesto en peligro la estabilidad interna 

y seguridad externa de los Estados. 

Esto ha provocado el surgimiento de diferentes regímenes políticos: totalitarismos, 

democracias liberales1 dictaduras, todas con el ideal de alcanzar en corto plazo un crecimiento 

y desarrollo económico y social, y su correspondiente eficiencia gubemamental, fortaleciendo 

de esta fonna a la administración pública. 

Pasaré ahora a realizar una breve semblanza de los tres poderes del Estado, desde un 

puntO de vista fonnal 1 según el órgano que reali1.a dicha función, legislativa, administrativa 

o judicial; y desde un punto de vista o criterio material, según la naturaleza de la función: 

n. Función ndministr3tiva. 
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En sentido fonnal la función administrativa se define como la actividad que el Estado 

realiza por medio del Poder Ejecutivo. Según el artículo 30 constitucional: "Se deposita el 

ejercicio del Supremo Poder Ejecutivo de la Unión en un solo individuo, que se denominará 

presir.lente de los Estados Unidos Mexicanos". 

Desde un punto de vista material, "es la que mediante actos juddicos y operaciones 

materiales detem1ina situaciones jurídicas individuales, mediante la ejecución de los cometidos 

del poder público, preceptuados por el orden juódico objetivo". 

b. Función legislativa. 

Se entiende por función legislativa desde un criterio material la que es desarrollada por 

aquellos órganos del Estado que de acuerdo con la Constitución tienen a su cargo la 

fonnula~ión y expedición de las nonnas generales de observancia obligatoria, las leyes. El 

órgano del Estado que tiene a su cargo la función 'legislativa desde un punto de vista fonnal, 

es el Congreso de la Unión integrado por las Cámaras de Diputados y Senadores. 

c. Función Judicial. 

La función jurisdiccional en sentido fonnal está constituida por la actividad 

desarrollada por el poder encargado de los actos jurisdiccionales, en este caso et Poder 

Judicial. 

Desde un punto de vista material, aquel que posee el poder del Estado para resolver 

conflictos de intereses, de trascendencia jurídica en fonna vinculativa para las partes. 
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CAPITULO Ill 

l.- El Poder Judicial Federal Mexicano. 

a. División en un régimen federal. 

El anículo 94 constitucional primer párrafo, estaúl=: 

"Se deposita el ejercicio del Poder Judicial de la Federación en una Suprema Corte de 

Justicia y en tribunales de circuito, colegiados en matcña de amparo y uni1arios en 

materia de apelación, y en juzgados de distrito". 

l..a Constilución sin embargo, solo se ocupa de la Suprema Corte en el aspecto de su 

organización. 

b. Estructura del Poder Judicial de la Federación y competencia de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación. 

El artículo lo. de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación señala: "El 
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Poder Judicial de la Federación se ejerce: l. Por la Suprema Corte de Justicia de la Nación; 

Il. Los Tribunales Colegiados de Circuito; ID. Por los Tribunales Unitarios de Circuito; IV. 

Por los Juzgados de Distrito; V. Por el Jurado Popular Federal, y VI. Por los Tribunales de 

los Estados y del Distrito Federal, en los casos, previstos por el anículo 107, fracción XII, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en los demás casos en que, 

por disposición de la ley, deban actuar en auxilio de la justicia federal". 

La organización y funcionamiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se 

encuentra regulada por el capítulo Il de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal: artículo 

2o. "La Suprema Corte de Justicia se compondrá de veintiún ministros numerarios y de hasta 

cinco supernumerarios, y funcionará en tribunal Pleno o en Salas". 

El artículo Jo, señala: "El Pleno se compondrá de los ministros numerarios que 

integran la Suprema Corte de Justicia, pero bastara la presencia de quince de sus miembros 

para que pueda funcionar. Los ministros supernumerarios formarán parte del pleno cuando 

substituyan a los ministros numerarios y además desempeñarán las funciones que se contienen 

en la presente ley". 

El articulo 150. establece: "La Suprema Corte funciona, además, en cuatro salas, 

numeradas progresivamente, de cinco ministros cada una; pero bastará Ja presencia de cuatro 

para que pueda funcionar". 

El artículo 31 prcceplua: "Los Tribunales Uni~1rios de Circuito se compondrán de un 

magistrado y del número de secretarios, actua~os y empleados que detcnnine el presupuesto". 

El articulo 38 señala: "Los Tribunales Colegiados de Circuito se compondrán de tres 

magistrados, de un secretario de acuerdos y del número de secretarios, actuarios y empleados 

que detennine el presupuesto". 
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El artículo 48 eslablcce: "El personal de cada uno de los juzgados de Distrito se 

compondrá de un juez y del mímero de secretarios, actuarios y empleados que detennine el 

presupuesto". 

El artículo 61 detem1ina: "El Jurado Popular Federal tiene por objeto resolver, por 

medio de un veredicto, las cuestiones de hecho que le somete el juez de Distrito". El artículo 

62 señala: "El jurado se fonnará dt.! siete individuos designados por sorteo, del modo que 

establezca el Código Federal de Procedimientos Penales". 

La competencia del Poder Judicial de la Federación está regulada por la propia 

Constitución, en sus artículos 103 a 106. Siguiendo a Miguel Acosta Romero Jas competencias 

de la Suprema Corte de Justicia se pueden clasificar: i) Facultades de control constitucional, 

ii) facultades judiciales propiamente dichas, como tribunal federal, iii) facultades en tomo a 

la defensa federativa, y iv) facultades varias: de nombramiento y de investigación.56 

i) La Suprema Corte como órgano de la interpretación constilucional. 

La supremacía constitucional está garantizada en et artículo 133 constitucional, al 

delinirla como ley suprema de toda la Unión, al igual que las leyes del Congreso de la Unión 

que emanen de ella, y los tratados que estén de acuerdo con la misma 1 celebrados por el 

Presidente de la República, con aprobación del Senado. 

Y continúa diciendo, los jueces de cada estado se arreglarán a dicha Constitución, 

leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrnrio que puedan existir en las 

constituciones o leyes estatales. 

" ACOSTA R()IERO, Hlgucl 1 Les l/ucvas Bases Constltuclanales, op. clt •••• P• 

' 7 
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De to anterior se deduce que la nom1a constitucional es superior y tiene un cspecla1 

protección, por Jo que Ja interpretación tiene especial importancia. Li interpretación 

constitucional está confiada al Poder Judicial Federal, seg1ín lo establece el quinto párrafo del 

articulo 94 constitucional: 

"La ley fijará los términos en que sea obligatoria la 

jurisprudencia que establezcan los tribunales del Poder Judicial 

de la Federación sobre la interpretación de la Constitución, 

leyes y reglamentos federales o locales y tratados 

internacionales celebrados por el Estado Mexicano, así como los 

requisitos para su interrupción y modificación". 

De esta fonna la Suprema Corte de Justicia es la instancia interpretativa de las nonnas 

constitllcionalcs a través de sus ejecutorias y jurisprudencia, que aplican, aclaran, descifran 

o explican el espíritu o sentido del dictado constitucional, referido a casos concretos, que 

sirven como precedentes, obligatorios en ocasiones, según lo dispongan las propias leyes, a 

sucesivos casos semejantes. 

Los artículos 192 y 194 de la Ley de Amparo ratifican Ja obligatoriedad de la 

jurisprudencia emitida por la Suprema Corte de Justicia. Estableciendo que mediante cinco 

resoluciones ininterrumpidas por otra en contrario, en un mismo sentido y que hayan sido 

aprobadas por lo menos por catorce ministros, si se trata de jurispmdencia en Pleno, o por 

cuatro ministros en los casos de jurisprudencia de las Salas. 

Sin realizar un mayor análisis, podemos concluir que la jurisprudencia, como 

interpretación constitucional, tiene fuerza obligatoria para la propia Suprema Corte de Justicia, 

para los tribunales unitarios, colegiados, juzgados de distrito, tribunales militares, tribunales 

del orden común de los estados y del Distrito Federal, asf como para Jos tribunales 
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administrativos y tas juntas de conciliación y arbitraje, tanto 10<.:alcs como federales. 

ii) Las facultades del Poder Judicial Federal de funcionar como tribunal en asuntos 

federales, es decir, en calidad de juez se dcsconcentran poco a poco a los tribunales 

colegiados de circuito y juzgados do distrito. Lo anterior debido a que la Suprema Corte de 

Justicia cuenta con atribuciones como revisor de las resoluciones de tribunales administrativos 

(de carácter fcdeml, o en asuntos civiles de cierto monto o cuantía). 

iH) Las facultades de la Suprema Corte relativas a la defensa federativa se refieren a 

la preservación de la annonía necesaria para lograr la convivencia de los poderes federales 

y estatales. 

El artículo 105 de la Constitución señala: "Corre;l'onde sólo a la Snprema Corte de 

Justicia de la Nación conocer de las controversias que se susciten entre dos o más Estados, 

entre los poderes de un mismo ~tado sobre la constltucionalidad de sus actos y de los 

conflictos entre las Federación y uno o más Estados, así como de aquellos en que la 

Federación sea parte en los casos que establezca la ley". 

iv) Para el cumplimiento de su función de instancia última de control e interpretación 

de la nomm constitucional, la Corte esta investida de la facultad de atrdcción, mediante la cual 

puedt! conocer de los asuntos trascendentes a la vida jurídica de la nación; así, la fracción V 

del artículo 107 constitucional, puede atraer a sí los amparos directos interpuestos ante los 

tribunales colegiados de circuito, ya sea de oficio o a petición del tribunal correspondiente o 

del procurador general de justicia de la República, cuando lo juzgue procedente, y por la 

fracción VIIl del mismo artículo, se le otorga igualmente competencia para conocer de los 

recursos de revisión cuando subsista en ellos el problema de constitucionalidad; de esta fonna 

quedan bajo su control desde las normas federales y los tratados internacionales hasta leyes 

locales y reglamentos expedidos por el Ejecutivo Federal o gobiernos locales. 
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v) Además de las facultades antes apuntadas, la Suprema Corte cuenta con otras 

facultades que Je son necesarias para su funcionamiento. Como por ejemplo tiene Ja facultad 

de nombramiento según el artículo 97 de la Constitución de los Magistrados de Circuito y 

Jueces de Distrito, según el artículo 12 de la LOPJF tiene la atribución de determinar el 

número y especialización por materia de Jos Tribunales Colegiados, determinar el número, 

límites territoriales y especialización por materia de los juzgados de Distrito, etc. 

Respecto a las reformas al artículo 107 constitucional y en específico a las facultades 

de la Suprema Corte el Lic. Ignacio Burgoa ha señalado: "La Suprema Corte se convertirá 

en un auténtico tribunal constitucional dentro de la estructura jurídica de nuestro juicio de 

amparo, en la que los tribunales colegiados de circuito asumirán el carácter exclusivo de 

"órganos judiciales federales de control de legalidad", cuya importancia y trascendencia son 

tau innegables que hemos permitido sugerir que se le eleve a la condición de lo que 

jurisdiccionalmente son: verdaderas salas de Ja Suprema Corte de Justicia de Ja Nación"." 

2. Función del Poder Judicial en la Historia de México. 

a. Periodo Colonial. 

La Administración de justicia -entre 1531 y 1786, fecha en que se dictaron las Ordenanzas 

de Intendentes·, en primera instancia, estuvo a cargo de los alcaldes ordinarios, jefes de tos 

cabildos que conocían de las causas de menor cuantía, eran legos y se hacían asesorar de 

juristas. Un poco más arriba de ellos estaban los Alcaldes Extraordinarios o Corregidores que 

conocían de juicios civiles o penales de mayor cuantía ... Todos los casos que se tramitaban 

ante los alcaldes podían alzarse por apelación ante la Audiencia. La Audiencia era el supremo 

tribunal de Ja Administración de Justicia en México ... Todas las causas civiles o penales 

" RURGOA ORHIUELA, Ignacio, las Nueva!; BllS!!S Constitucionales, op. cit •••. p • .t.24. 
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venían en grado de apelación a las Audiencias, y la mayor parte de los casos que eran vistos 

en primera instancia por las audiencia~, lo eran por razón de fuero, o por su naturaleza ..• 

y las controversias sumamente importantes las resolvía en última instancia el Consejo de 

Indias, con sede en España.'ª 

Dentro de la administración de justicia en la Nueva España se encontraban como 

órganos superiores a las Audiencias -con sede en la ciudad de México, una y otra fundada 

posterionnenle en Guadalajara- donde llegaban los juicios más impot1antes de la vida del 

virreinato. 

El tratadista Juan Solórzano Pereira en su "Política indiana" las defina como: "castillos 

zagueros, donde se guarda la justicia, se defiende a los pobres y se da a cada uno lo suyo ••. 11 

y en otra pane señala: " ... de todas las cosas que los Virreyes y los Gobernadores proveyesen 

a título de Gobierno, está ordenado que si alguna pane se sintiese agraviada pueda apelar y 

recurrir a las Audiencias Reales de las Indias, así como en España se apela al Consejo de 

Justicia. Y allí son oídos judicialmente los interesados, y se confinnan, revocan y moderan 

los autos y decretos de los virreyes y Gobernadores. A quienes estrechamente está mandado 

que por ningún modo impidan o estorben este recurso ... " A decir del maestro Antonio Muro 

O. " •.• son tribunales superiores (no supremos, carácter que pertenece exclusivamente al Re'.al 

y Supremo Consejo de las Indias) de la administración de la justicia en las Indias Occidentales 

y orientales." Y continúa diciendo " ... la justicia es el soberano atributo que ostenta el rey, 

quien ante la imposibilidad de administrarla personalmente delega tan allísima misión en las 

Audiencias. "59 

ll 

Esta figura tiene sus antecedentes en Castilla y León, donde la administración de 

CABRERA, Lucio, El Poder Judicial Federal Hexlcnno y el Cori-:tltwente de 1917 Héxfco, UNAH, 
Coordinación de Hunan\dades, 1968, p. 12, 

59 
MURO OREJ~, Antonio. lecciones de Historia del DC?recho Hfsp.:1no·lndlano. México, Hlguel Angel 
PorrUa, editor, 1989, p. 235. 
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justicia estaba encomendada a las reales Chancillerlas y Audiencias, no se sabe con exactitud 

cuál es su origen, pero parece ser que éstas se fonnaron con los especialistas en cuestiones 

jurídicas que asesoraban al monarca cuando este administraba justicia personalmente. 

Sin embargo, el soberano no siempre contaba con tiempo para resolver pleitos 

judiciales y en ocasiones delegaba la facultad de resolver estos recursos en los llamados jueces 

de suplicación y alcaldes de alzada. 

"Parece ser que paulatinamente los oidores, que en un principio eran solo asesores del rey, 

se confundieron con estos jueces de suplicación y alzada, de tal suerte que no solo estaban 

presentes oyendo los litigios para después opinar de ellos ante el monarca, sino que por 

delegación de éste resolvían el recurso en ciertas ocasiones." 60 

"Cada una de las Reales Chancillerías y Audiencias tiene su propia ordenanza constitutiva. 

Las de Valladolid y Granada son el modelo y constituyen el derecho supletorio. Conocen tanto 

de los pleitos civiles, como de las causas criminales, en sus correspondientes salas, integradas 

por magistrados, llamados oidores, y por alcaldes del crimen, cuyo antecedente está en los 

alcaldes de Ca:\fl y Cor1e, que acompañaban a los reyes castellanos e imponían en su nombre, 

las penas fijadas a los delitos por las leyes. "61 

El primer indicio de audiencias en el Nuevo mundo, es el tribunal fomiado en 1509, 

por los Jueces de apelación de Ja Isla Española, que en unión del virrey Diego Colón 

administraban la justicia. Pero es el 29 de noviembre de 1527, cuando se funda la Audiencia 

de Ja Nueva España con residencia en México, Ja cual fue dotada de su Ordenanza en 1528, 

siguiendo el modelo de la Real Audiencia y Chancillerla de Santo Domingo, en la Isla 

60 

" 

Cfr. 1 SOBERAWES F. José t.uls, ~en de la Suoremn Corto di! Justicio de lo Nacf6n. 
México, Hlgu~l Angel Porrüa Editor, México, 1987, p. 18. 

MURO O. Antonio, op. cit •••• p. 236. 
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Española. 

Esta Audiencia era de tipo virreinal pues la presidía el Virrey y por tener su residencia 

en la capital, no así la Audiencia de Guadalajara fundada posteriormente y subordinada a la 

primera en materia de gobierno, hacienda y guerra y sólo autónoma en lo judicial. 

La Audiencia de México estaba presidida por el Virrey e integrada por ocho oidores, 

que conocían y fallaban los pleitos civi1es, y cuatro alcaldes del crimen, a quienes 

correspondía la tramitación y sentencia de las causas criminales, dos fiscales, dos alguaciles, 

etc. 

En el siglo XVIII, con las refomrns Borbónicas, en las Audiencias Indianas se puso 

como presidente a los Regentes. 

En el siglo XIX se previó que la Audiencia de México estuviera integrada por " .•. un 

regente, 12 ministros, organizados en dos salas civiles y una del crimen, con cuatro ministros 

cada una, además de dos fiscales, uno para lo civil y otro para lo penal. "c.1 

En Ja Audiencia de Guadalajara solo había oidores, siendo su número el de cuatro o 

cinco, con la doble competencia civil y penal. 

FUNCIONES: de Gobierno, sustitución del Virrey en su ausencia; Judiciales, 

conocían de apelación en materia civil, y la Sala del crimen conocía de recursos de apelación 

en materia penal, juzgado de la instancia en casos de Corte, y Juzgado de provincia; 

Legislativas, a In reunión corporativa de la Audiencia con su presidente se le denominaba Real 

Acuerdo y a sus decisiones ''autos acordados", los cuales eran obligatorios en el terreno 

jurisdiccional y que quedaban copiados en los libros registros audicnciales. 

" Cfr. SOBERANEs F. op. cit •••• p. 25. 
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Tanto los oidores como los alcaldes eran nombrados por el rey, a propuesta del 

Consejo de Indias. la duracidn en el encargo era ilimitada y era corriente que fueran 

trasladados de una audiencia a otra. 63 

Se escogían para dichos puestos a personas de altas cualidades morales públicas y de 

competenciajuridica 1 ''de ciencia y conciencia", pues sus virtudes habían de servir de ejemplo 

a los conciudadanos. 

Entre las incompatibilidades pam ejercer el cargo estaban: no ser magistrados en el 

territorio de su nacimiento, no casarse, salvo licencia especial del monarca, con mujer vecina 

o domiciliada dentro del territorio audiencia!, no intervenir en los negocios de sus familiares, 

la imposibilidad de ser encomenderos, y además les estaba rigurosamente prohibido el 

ejercicio del comercio y de cualquier clase de contratación, medidas todas ellas encaminadas 

a la mayor independencia del Poder Judicial y a las más recta administración de justicia. 

recibían como salario un promedio de 2,000 a 4,000 pesos anuales. Su juicio de residencia 

era muy severo, pues había de quedar patenle su acertada dedicaci6n a 1as funciones judiciales 

y su honorabilidad impecable. 

Además, de sus funciones ordinarias, los oidores y alca1des del crimen ejercían 

jurisdicción especial en materia de bienes de difuntos, juez de alzada de Consulado de 

mercaderes, asesor del Virrey, auditor militar de las mismas autoridades en e! fuero de 

guerra, juez de composiciones de tierras. 

Los alcaldes del crimen, además, tenían por tumo la ronda nocturna de la ciudad; y 

su jurisdicción privativa se extendía a un ámbito de cinco leguas en derredor de la ciudad 

" MURO o. A. op. cft . ... p. 239. 



45. 

audicncial y siempre, cuando el delito fuera de los calificados como caso de Corte. M 

La organización virreinal se transfonnó en 1786, merced a las Ordenanzas de 

Intendentes, que significaron una nueva estmctura política y administrativa. Sin embargo, esta 

estructura no tuvo arraigo, pues se lo impidió L1 guerm insurgenle -en el aspecto interno- y 

los conflictos que en la metrópoli habían ocasionado la invasión napoleónica y la ideología 

libcml, conflictos que obstaculizarían tambi6n la efectiva vigencia de la Constitución de 

Cádiz de 1812. 

La Constitución· española establecía la independencia de la función judicial en sus 

artículos 242, 243 y 279; el régimen de audiencias, cuyos torritorios jurisdiccionales se 

dividían en partidos judiciales a cargo de los jueces de letras, en tanto que los alcaldes 

ordinarios conservaban ciertas funciones judiciales durante la fase procesal conciliatoria, en 

controversias civiles. La unidad de todo ese sistema residía en un Supremo Tribunal de 

Justicia 1 con sede en la metrópoli.lll 

Los Artículos antes mencionados ordenaban respectivamente: 

" 

"Art. 242. La potestad de aplicar las leyes en las causas civiles 

y criminales pcrtcnccl! exclusivamente a los tribunales." 

"Art. 243. Ni las Cortes ni el Rey podrán ejercer en ningún 

caso las funciones judiciales, avocar causas pendientes, ni 

mandar abrir los juicios fenecidos." 

MURO O, Antonio, op. cit •••• p. 241. 

CABRERA, ludo. op clt, ... p, 12, 



"Art. 279. Los magistrados y jueces, al tomar posesión de sus 

plazas, jurarán guardar la Constitución, ser fieles al rey, 

observar las leyes y administrar imparcialmente la justicia. "66 

46. 

Pero los aires liberales de la Constitución de Cádiz no fueron suficientes, por tardíos, 

para apuntalar un imperio español que se estaba desmoronando. En efecto, desde 1808 habíase 

iniciado en Nueva España el movimiento independentista con la declaración expuesta en ta 

Representación del Ayuntamiento de México "primer documento oficial que en Nueva españa 

donde se sostuvo la tesis de Ja reasunción de la soberanía por el pueblo, en ausencia y en 

nombre del rey cautivo. "67 

Y durante el período 1810-1821 se dictaron disposiciones tendientes a organizar sobre 

nuevas bases al naciente Estado. Así, Miguel Hidalgo proclamó en el Bando de Guadalajttra 

el 6 de diciembre de 1810 la abolición de la esclavitud, la exacción de tributos para los indios 

y castas y la abolición del uso del papel sellado en Jos negocios judiciales, documentos, 

escrituras y actuaciones. 

Por su palle, Ignacio Lópcz Rayón elaboró un proyecto de constitución -bajo el 

nombre de elementos Conslirucionales- en el que se consignaban algunos derechos de los 

gobernados y la división tripar1ita del poder. 

En 1814, D. José María Morelos y Pavón preparo junto con el Congreso fomtado por 

seis diputados el De.creta para Ja Libertad de Ja América Mexicana, el cual fue sancionado 

el 22 de octubre del mismo afio, y que constituye el documento más completo de los que 

trataron de fundamentar Ja nueva organización política de México. Este documento estableció 

TENA RAHIRCZ, Felipe, op. cit •••• Pfl• 89·93. 

" TE'llA RAHIREZ; Fe\!~. op. cit •••• p.l, 
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en sus artículos 2, S, 11, y 12 la soberanía popular y la división de poderes. 

El Poder Judicial quedaba integrado según el artículo 181 por el Supremo Tribunal de 

Justicia, integrado por cinco miembros; electos por el Supremo Congreso, los requisitos para 

fonnar parte de dicho tribunal eran según el Art. 52. 11 
••• Ser ciudadano con ejercicio dt". sus 

dcrcchos,la t:da<l de treinta aflos, buena reputación, patriotismo acreditado con servicios 

positivos, y tener luces no vulgares para desempeñar las augustas funciones de este empleo." 

FUNCIONES: Conocer en las causas para cuya fonnación deba preceder, según lo 

sancionado, la dcclamción del Supremo Congreso, conocer de todos los recursos de fuer1.a 

de los tribunales eclesiásticos y de las competencias que se susciten entre jueces alternos, 

fallar o confinnar las sentencias de deposición de los empleados públicos sujetos a este 

tribunal, aprobar o revocar las sentencias de muerte y destierro que pronuncien tribunales 

subalternos; conocer de las demás causas temporales, así criminales como civltcs; ya en 

segunda instancia, ya en tercera instancia, seglín lo dctenninen las leyes. 

El Decreto Constitucional para ta Libertad de la América Mexicana también llamado, 

Constitución de Apatzingan careció de vigencia práctica. Aunque fueron designados los 

titulares de los tres poderes que instituía, las circunstancias impidieron su actuación nonnal. 

En 1821 Agustín de Iturbide nnificó los in1crcses de los grupos en pugna, 

conservadores e insurgentes, a través de un programa político práctico y realizable, logrando 

así la independencia, salvaguardando la religión y unificando a los disimiles elementos de la 

sociedad, consumando en una palabra la independencia nacional. 

Pero en materia de justicia, se daba un clima de anarquía y el desmoronamiento de las 

viejas instituciones judiciales, tres siglos de tradición de la Real Audiencia no podían cortarse 

de tajo. Esta confusión fue provocada por la adopción de los nuevos criterios borbónicos en 
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el siglo XVIII; la lucha contra la invasión napoloonica, y el conflicto entre liberales y 

conservadores. 

Debido a esto, el período entre 1821-1824 resultó caótico en todos los aspectos de la 

vida nacional. El Plan de Iguala, de 24 de febrero de 1821, estableció en su artículo 15: 

"Art. 15. Todos los ramos del Estado y empicados públicos 

subsistirán como en el día, y solo serán removidos los que se 

opongan a este plan, y sustituidos por los que más se distinguían 

en su adhesión, virtud y mérito." 

y el artículo 20 reconoció la vigencia de la Constitución de Cádiz respecto a los delitos, 

"Art. 20. Interín se rclíncn las Cortes, se procederá en los 

delitos con total arreglo a la Constitución E.c;pañola." 

Por otro lado, los Tratados de Córdoba celebrados el 24 de agosto de 1821 entre Juan 

O'Donojú jefe político superior y Agustín de Iturbide, primer jefe del ejército de las Tres 

Garantías, ordenaron en su a11ículo 12: "In!!ilalada la Junla Provisional, gobl!rnar.i 

interinamente confonne a las leyes vigentes en todo to que no se oponga al Plan de Iguala y 

mientras las Cortes fonncn la Constitución del Estado.'' 

Lo que significó quC, a partir de entonces, continuaron administrando la justicia 

superior, las audienciits de :rv1¿x.ico y Guadalajara, al tenor de lo dispuesto en el reglamento 

de las Audiencias y juzgados de Primera Instancia, dado por las Cortes de Cádiz el 9 de 

octubre de 1812. 

Lo mismo hizo después el Primer Congreso Constituyente cuando, por Decreto de 26 

de febrero de 1822. confinnó a todos los tribunales y justicias establecidos, con carácter 
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interino, para que cominuascn administmndo justicia según las leyes vigentes. 

Este mismo Congreso, por Decreto de 23 de junio de 1823, establedó con canfcter 

prO\•isional el Supremo Tribunal de Justicia. para suplir a la vieja audiencia territorial de raíz 

colonial. No se llegó a erigir este 'fribunaJ.61 

b. Periodo 1824-1835. 

La Adminisrración de justicia en este periodo de transición fue encargada en un 

principio a los tribunales y justicias establecidos con carácter interino, por orden del Primer 

Congreso Constiruycnlc mediante Decreto de 26 de febrero de 1822. 

El sistl'rna monár411ico establecido por Agustín de Iturbidc tuvo corta duración, debido 

a los errores cometidos por éste y Ja presión ejercida por difercnlcs gn1pos polfticos, así se 

vio tmnc;ulo el ideal de establecer un Estado fuerte y rcspclablc que contuviera la expansi6n 

norteamericana. 

Un movimiento, al principio confuso y ocul10, comenzó a manifestarse claramente. 

l....;1~ clases que habiau colocado a Irurbidc a Ja cabeza del plan fraguado en la Profesa se 

disponían ahora a entronizarlo, 6~ 

El pñmero de febrero de 1823, un gmpo de mililarcs que tuvo como líderes intelectuales a 

Migud Santn María, Jocl R. Poinselt y como ejecutor con aquéllos a Antonio Lópcz de Sanla 

Anna, quien proclamó en Casa Mala una acla para promover la constitución de un nuevo 

SOSE"RAliES F. Josó Luis, op cit •••. p.46. 

CARRILLO PRIETO, Ignacio, la ldeolo2fo Jurídica en to Con'itltuclón del Estado Meidcanu 1812· 
,!gi, Mexico, UllAH, Serle C:Estudios históricos No. 14, 1986, p. 158. 
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congreso en lugar del que había sido disuelto por Iturbide, ... con el fin de eliminar a Ilurbide 

del poder, de sustituir el sistema monárquico que se había instalado y establecer una república 

federal que siguiera las formas de la norteamericana. 10 

Disuelto el Congreso por Ilurbide y designada la Junta Nacional Instituyente para 

sustituirlo, se aprobó, en el mes de febrero de 1823, el Reglamento Provisional Político del 

Imperio Mexicano, que preveía en sus artículos 78 a 80 la creación de un Supremo Tribunal 

de Justicia, el cual aunque se llegó a erigir su vigencia fue mínima, ya que al renunciar 

Ilurbide fue declarado nulo por el nuevo Congreso al igual que los actos de Ilurbide, 

otorgando nueva vigencia al Plan de Iguala, a los Tratados de Córdoba y al decreto de 24 de 

febrero de 1822. 

Este mismo Congreso, por Decreto de 23 de junio de 1823, estableció con carácter 

provisional el Supremo Tribunal de Justicia, para suplir a la vieja audiencia territorial de raíz 

colonial. Este tribunal no se llegó a erigir.71 

Posteriormente, el federalismo habría de quedar consignado en el Acta Constitutiva 

de la Fedemción -31 de enero de 1824- que se limitaba a consignar en su artículo 18 que el 

Poder Judicial se ejercería por una Corte Suprema de Justicia. Mediante decreto de 27 de 

agosto de 1824, el Congreso Constituyente dió las bases sobre las que se establecería la Corte 

Suprema de Justicia, mismas que postcrionncnte rccogCría la ley fundamental. 

La Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos de 4 de octubre de 1824, 

cieó los órganos que habían de integrar el Poder Judicial Federal al consagrar en su artículo 

123 que el mismo se depositaba en: una Suprema Corte de Justicia, en los Tlibunales de 

CARPIZO, Jorge et al. la for11111ció!'l del Estado Me1t!c11no Hé1llco1 Edhortal PorrUa, 1984, p • ... 
71 S06ERANES F. José Luis. op cit • •.. p.46. 
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Circuito y en los Juzgados de Distrito; y a1 especificar sus respectivas competencias. Esta 

íonna de integrar al Poder Judicial no sólo se inspiró en el texto constitucional de los Estados 

Unidos de Norteamérica, sino en la organización del Poder Judicial de aquel país, establecida 

en la ley orgánica de 1789, que creaba los tribunales de circuito y los juzgados de distrito. 

Los diputados de los nuevos Estados -dice Zavala- vinieron llenos de entusiasmo por el 

sistema federal y su manual era la constitución de los Estados Unidos del Norte, de la que 

conía una mala traducción impresa en Puebla de los Angeles, que servía de texto y de modelo 

a los nuevos legisladores .. . 12 

INTEGRACJON: 

El artículo 124 de la Constitución señalaba que la Suprema Corte de Justicia se 

integraría: por once ministros, distribuidos en tres salas , y un fiscal pudiendo el Congreso 

general aumentar o disminuir su número, si lo juzgara conveniente, en este sentido Lucio 

Cabrera señala que este sistema tenía una dcticiencia, ya que el más Alto Tribunal quedaba 

subordinado al Congreso ordinario, al estar facultado ese órgano para aumentar o disminuir 

el número de ministros. 

Los ministros de la Suprema Corte deberían estar instrufdos en la ciencia del derecho, 

tenían el carácter de perpetuos, y eran designados por las legislaturas locales. 

En este sentido la Constitución de 1917 recogería los principios de inamovilidad y de dar 

intervención a las legislaturas de los Estados en el nombramiento de los jueces de la Suprema 

Corte de Justicia. 

FUNCIONES: L1 competencia de la Suprema Corte según el artículo 137 se refería sólo a 

juicios ordinarios, suscitados entre personas de derecho público, en este sentido Emilio Rabasa 

" TENA RAMIREZ, Fet ipc, op. cit • ••• p. 15'3. 
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en "El Juicio Constitucional" señaló: 

... el Poder Judicial, la Corte Suprema que los representa, tiene en aquella ley las atribuciones 

que: se creyeron necesarias en la justicia nacional como imparcial entre los estados, como 

general para los negocios en que se interesara o pudierd comprometer la nación, y sólo 

incidentalmente y de un modo vago la de corregir las infracciones constitucionales. 

Cualesquiera que pudiesen ser las consecuencias alambicadas que en la práctica y mediante 

leyes orgánicas se quisieran derivar de esa vaga atribución, lo cierto es que ella no induce a 

suponer en los legisladores ningún propósito, ninguna previsión respecto al juicio 

constitucional. .. 73 

La fracción V, último párrafo le atribuyó el conocimienlo "de las infracciones de la 

Constitución y leyes generales, según se prevenga por Ja ley", y en opinión de Fix-Zamudio, 

debe· verse en ella un remoto antecedenle de la tarea del Poder Judicial de salvaguardar la 

supremacía de la Constitución. En esta fracción también se delegaba una función política a 

la Suprema Conc pues tenía competencia para juzgar a los altos funcionarios de la República, 

una vez declarado el desafuero. Según Luis Cabrera, a partir de la Constilución de 1824 se 

sostuvo el principio de que la Federación podía ser demandada, o sea, era posible que fuera 

parte en una controversia, ante los juzgados de distrito y los tribunales de circuito, y la 

Suprema Corte intervenía mediante un recurso. 

Pero aunque el Poder Judicial fue encomendado a la Suprema Corte de Justicia como 

señala la Doclora Linda Arnold, esta no estaba facultada para administrar justicia federal: 

'FirSI, lhe magistrales of the Suprema Cone de Justicia had lo be elected; and tite 

second, even though Congress oíficially approved the slale elections of the first eleven 

magiSlrates and the fiscal on 23 December 1824, those meo had to wait nearly a year 

and a half before Congress passcd enabling legislalion that permitled them to exercise 

" RABASA, Emilio, El Juicio Constltuc::tonal, México, Editorial Porrü11, 1955, p. 231, 
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lhe nation's judicial powcr"74 

Además. de la carencia de legislación, hacia falta el personal, presupuesto y las 

facilidades para las tres salas de la Corte. En opinión del maestro Manuel González Oropcza 

" ... el Poder Judicial nació mediatizado al ser la líltima rama del gobierno en ser organizada 

y tuvo desde el principio serios problemas económicos que inhibieron su desarrollo. "75 

El Presidente de la República, Don Guadalupe Victoria, tomó el juramento 

constitucional de los primeros magistrados el 15 de marzo de 1825. Sin embargo poco 

después dichos magistrados escribieron una carta al presidente infom1ándolc que no podían 

ejercer sus obligaciones " ... por falta absoluta de manos subalternas ... también por defecto 

de utensilios propios y correspondientes ... 11 al no recibir respuesta enviaron algunas cartas 

unas semanas después, reiterando los problemas ocasionados por la falta de personal. También 

solicitaron una lista de empleados cesantes para poder seleccionar su personal. Y poco tiempo 

después esto les pcnnitid allegarse de secretarias y escribanos a tal grado, que los magistrados 

le escribieron al Ivlinistro de Hacienda infom1ándolc de la satisfacción para con los empleados 

cesantes y para solicitar su no transferencia a ninguna otra dependencia del gobierno. Pero 

el problema más grave seguía siendo la falta de presupuesto y de legislación, mismas que el 

Congreso no tomó en cuenta por un tiempo. Siguiendo al maestro Manuel González Orope1 .. a: 

en 1932 se llegó a decir que los jueces debían estar mejor dotados "porque con el corto sueldo 

que ahora tienen, no pueden sostenerse con decoro y se les expone al riesgo de que busquen 

lo que les falta por camino siniestro. "76 

7l 

Arnold, Linda. "The Suorema corte de Justicia In Hcxlc:o: Tts Flnt Step 1824-1826 Anuario 
Me1<icnno de Historia del Derecho Tomo l. 1989. 11Prlmtro, los magistrados de la Suprema Corte 
de Justicia deblan de ser electos; y segundo, a pesar de que el Congreso aprobó oficialmente 
las elecciones estatales de los prhnercs once magistrad<:1s y el fiscal el Z3 de dlcientire de 
1824, aquellos tuvieron que esperar cerca de 1 año y medie antes de que el Congreso aprobara 
la legislación que les pcrmltfo el ejerc:lcfo del Poder Judicial de la Nación." 

CARPIZO, GONZALEZ et al. La Formación del Estado M1ndc11r10 Las Opciones Posibles, op, clt, ... 
p. 87. 

CARPIZO. op cit. , •• p. B9. 



54. 

Por otro lado esto no significó que la Corte careciera de trabajo, pues recibía 

correspondencia y un gran número de sentencias penales para revisión de juicios de primera 

instancia del territorio de Colima. la Corte también revisó por lo menos ocho solicitudes para 

Ja detenninación de la competencia judicial, tres de los cuales involucraban contrabando, 

cuatro involucraban disputas judiciales en materia civiJ, y un caso invulucraba una disputa 

sobre jurlsdiccidn en un caso penal. La Corte además recibió algunos casos que no le 

correspondía conocer en razón de su competencia. 

Por otra parte, los magistrados prestaron atención al establecimiento de las bases 

administrativas de rutina, como la creación de un sistema de comunicación entre Ja Corte y 

las autoridades Federales y estatales de la República. También era importante contar con 

copias de todas las constituciones leyes y decretos de los estados y de Ja Federación, por lo 

que una de sus primeras comunicaciones durante su primer mes de operación fue una circular 

solicitando a todos los congresos estatales copia de dichos documentos. Para completar dicha 

infonnación Jos magistrados soHcitaron a los ministerios de guerra, hacienda y relaciones el 

envío de compilaciones completas de todas las leyes y decretos emitidas desde Ja consumación 

de la independencia. 

Pero en México Ja importancia de Ja Suprema Corte se puede medir con hechos tan 

significativos que después de diez años de instaurada, en 1835, no había podido compilar y 

publicar las decisiones más importantes porque el relardo que hubo en el establecimiento de 

Tribunales de Circuito y juzgados de Distrito, y las diversas y casi continuas turbaciones que 

ha sufrido el orden público y las comunicaciones entre los muchos y remotos lugares de la 

federación en que cs1án diseminados aquellos agentes del Poder judicial no ha pennitido que 

se unan con oportunidad los datos indispensables ... 77 

n Carpfzo, et. nl. op. cit .... op. 87·88. 
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La vigencia de la Constitución de 1824 se vio intcnumpida al triunfo del 

Partido Conservador en el Congreso en 1835. 

c. Período 1835-1846 

En opinión de José de Jesús Lcdezma " ... el federalismo sirvió a México para 

estmcturarse, empero era preciso ensayar y fracasar en los otros terrenos ... " Por ese motivo 

la consecuencia lógica al triunfo de los consctvadorcs fue el establecimiento del régimen 

centralista y su adopción constitucional. En palabras de Felipe Tena Ramírez ... el programa 

del partido conservador difería punto por punto del prccedcnte ... Adoptaba el centralismo y 

la oligarquía de las clases prcpamdas y con el tiempo se inclinó hacia ta fonna monárquica¡ 

defendía los fueros y privilegios tradicionales ... " 

En palabras del Lic. Francisco Parada Gay 11 la historia ha caJificado el centralismo 

como una vcrdadt!ra oligarqut1 que disimulaba las tendencias monárquicas de las clases 

privilegiadas que se mantenían en el poder" .n 

El estudio ele la estructura de la Suprema Corte y de sus funciones en este periodo 

centralistas debe situarse en dos documentos constitucionalc.;;: las Siete Leyes de 1836 y las 

Bases Orgánicas de 1843. 

" PARAD,!. GAY, Francisco, op. ele • .•• p. 27, 
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Antonio I..ópez de Santa Anna fue el estratega al cual se le debe la instauración del 

régimen central en l\rtéxico, pero no debemos olvidar la participación de Lucas A1amán en 

las constituciones centralistas, en especial en la elaboración de las Siete Leyes de 1836. 

D. Lucas Atamán habría de fommlar sus principios: "Es el primero, conservar la 

religión católica ... Entendemos también que es menester sostener el culto con esplendor y 

los bienes eclesiásticos... Estamos decididos contra la federación; contra el sistema 

representativo por et orden de elecciones que se ha seguido hasta ahor.i; contra los 

ayuntamientos electivos y contra todo lo que se llame e1ección popular, mientras no descanse 

sobre estas bases ... "79 

El 13 de diciembre de 1833 el Congreso ya había expedido la ley que establecía las 

bases para la futura Constitución Central y se sustituía a los estados por departamentos. 

La situación fue aprobada por los texanos, que declararon Ja imlcpcndcncia del estado. 

Regía como presidente interino José Justo Corro, ya que Antonio Lópcz de Santa Anna había 

marchado a combatir a los texanos independentistas. 

El Congreso continuó con su misión constituyente a pesar de los disturbios en Texas. 

" TEM" RAMIREZ, r~llpe, op. cit. ... p. 199. 
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La nueva ley fundamental se dividió en siete cstatutos 1 razón por la cual se le conoce 

como la Constitución de las Siete Leyes. L1 primera de ellas rue promulgada el 15 de 

diciembre.de 1835, como novedad positiva se incluía en ella Jos derechos del mexicano y de 

los extranjeros; las seis leyes restantes se puhlicaron de una sola vez, y la segunda fue la más 

discutida pues en ella se establecía una institución, un organismo político: el Supremo Poder 

Conservador. Este cuarto poder seria "el árt1itro suficiente para que ninguno de los tres 

poderes pudiera traspasar los lfmitcs de sus atribuciones". 

El Supremo Poder Conservador tenía la facultad parn dcclarnr la nulidad de una ley 

o decreto del Congreso, de un acto del Ejecutivo o de la Suprema Corte, cuando fuesen 

contrarios a ta Constitución, confom1c lo había descrito de fonna gcncml el artículo 4o. de 

las Bases Constitucionales, "invención desastrada- en opinión de Irerrcra y Laso- pero no por 

ello deja de ser la primera tentativa de la implantación, en hféxico, del juicio 

constilucional". ª0 

Sin embargo, opino que la presencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, 

se conservó con todo su peso y trascendencia a pesar de quedar subordinada al igual que los 

otros dos poderes al cuarto poder antes referido. 

Según José de Jesús Lcdczma el Poder Conservador fue una rueda de sobra en el 

CABRERA, Lucio, op. cit •••• p. 20. 
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mecanismo, que lo pudo todo para estorbar et movimiento, nada para facilitarlo, "En las 

Constituciones Federales el verdadero poder moderador es el judicial, pero para hacerlo 

efectivo se le ha quitado precisamente la facuhad de hacer declaraciones generales que 

desquiciaron el mecanismo, limitándole a las particulares que rectifican el movimiento. "11 

Tena Ramirez continúa diciendo: "L' Consti!Ución de las Siete Leyes de 1836 tuvo 

el mérito de poner en relieve la importancia del control de la constitucionlidad y de este modo 

sirvió de estímulo par.i que otros corrigieran y mejoraran el sistema que proponía. Frente al 

órgano político (Supremo Poder Conservador) cuyo fracaso parecía evidente, se pensó en el 

órgano judicial pam servir de titular de la defensa constitucional. En este tránsito de la 

política a lo jurisdiccional, tos juristas y políticos mexicanos, fueron llevados de la mano por 

la obra de Tocqueville "La Democracia en América" .12 

A ese respecto escribe Rabasa: 111..as Leyes Constitucionales de 1836 trajeron la foliz 

invención del poder Conservador, que tenía como su más elevado atributo el de declarar la 

inconstitucionalidad de las obras del Congreso y Consejo de dioses que de haber sido libre 

habría hecho sentir por destructor y despótico, todo lo absurdo de su institución. El Acta de 

reformas de 1847 tomó el sendero de la Constitución Americana, encontró Ja fónnula para 

hacer efectivas las garantías individuales y fundó de un modo magistral el Juicio de Amparo." 

" LEDEZHA, José, cltedo par TEMA RAHlREZ, Felipe, op. cit. ,,, p. 202., 

., 
RABASA, Emilio, México, Edlt. Porru11 1955, p. 
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El control de la Constitucionalidad quedaría a cargo de la Suprema Corte de Justicia 

en la segunda etapa de la República Centralista. 

El Poder Judicial según la Quinta Ley se deposilaba en la Corte Suprema de Justicia, 

los Tribunales Superiores de los Departamentos, los Juzgados de Hacienda y los Juzgados de 

Primcrn Instancia. 

El 23 de mayo de 1837 se rcglamenló el funcionanticnto y la organi1.aciói1 de los 

tribunales a través de la "Ley para el Arreglo Provi5ional de la Administración de Justicia en 

los Tribunales y Juzgados del Fuero Común", la cual contemplaba cuatro tipos de tribunales: 

Suprema Corte de Justicia, Tribunales Superiores de Departamentos, Juzgados de Primera 

Instancia y Jueces de Paz; además dicho ordenamiento contenía algunas nonnas procesales. 

L'llTEGRACION: 

L1 Corte Suprema de Justicia se componía de once ministros y de un fiscal, las 

vacantes de los ministros se cubrían por elección que se hacía de Ja misma fonna que la 

elección del Presidente de la República. Es decir, la Junl<i del Consejo y Ministros, el 

Senado y la Alla Corte de Justicia fonnularían cada uno una tema que remitirían a la Cániara 

de Diputados, la cual, dentro de lo nominados elegiría a su vez una terna, la que se remitiría 



60. 

a las diversas juntas gubernamentales, para que dentro de la misma eligieran un individuo, 

saliendo elocto el que obtuviera el mayor número de votos; este procedimiento sena calificado 

por la Cámara de Diputados y el Senado, reunidos en Congreso general. 

La Corte Suprema se dividía en tres salas: la primera compuesta de cinco ministros, 

y la segunda y la tercera de tres cada una. Podía también funcionar en pleno, reunidos todos 

los ministros. 

Por lo que se refiere a los Tribunales Superiores se crearon 24, correspondientes a 

cada uno de los departamentos en que fue dividida la República, con residencia en la capital 

del mismo. En las cabeceras de distrito y de algunas de partido habría por lo menos un juez 

de primera ins~'ncia. Los cargos de los ministros como de los integrantes de los tribunales 

eran de carácter vitalicio. 

FUNCIONES: 

El pleno de la Corte conocía entre otros asuntos los siguientes: a) Formular las 

iniciativas de ley, b) dictaminar las iniciativas de ley presentadas por el gobiemo y diputados 

sobre la administración de justicia, c) resolver dudas a los tribunales inferiores sobre 

interpretación de las leyes, d) informar en los casos en que se pedía un indulto, etcétera. 
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La primera sala conocía en única instancia del recurso de nulidad en contra de las 

sentencias dadas en tercera o última instancia por los Tribunales Superiores de los 

departamentos, de los recursos de fuerza y protección contra las resoluciones de los obispos, 

de los conflictos suscitados entre los tribunales inferiores, conocía también de los juicios cuya 

materia fueran contratos celebrados por el supremo Gobierno directamente o por su orden; 

de la misma fonna conocía de las causas civiles y criminales en contra del miembros del 

Supremo Poder Conservador, Presidente de la República, secretarios de despacho, diputados, 

senadores, empicados diplomáticos, entre otros. 

En las causas de responsabilidad en contra de magistrados de los tribunales superiores 

de los departamentos, y las causas penales promovidas en contra de los subalternos de la 

Corte, en que la Suprema Corte conocía en todas las instancias, correspondía a la segunda 

y tercera salas el conocimiento de la primera y segunda instancia, indistintamente, de tal 

fonna que cuando una conocía en primera instancia a la otra le correspondía la segunda 

instancia. De igual fonna se procedía en causas de almirantazgo, presas de mar y tierra, 

delitos en alta mar y ofensas contra la Nación. 

Resumiendo, la Suprema Corte de Justicia reunió e11 sí las atribuciones más amplias. 

iniciaba leyes relacionadas con el ramo de justicia e interpretaba las que contenían dudas¡ 

revisaba todas las sentencias de tercera instancia de los Tribunales Superiores de Justicia de 

. los Departamentos o intervenía en la constitución de los Podc.!res Ejecutivo y Legislativo; 
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podía excitar el Supremo Poder Conservador para que deelarara la nulidad de alguna ley 

cuando fuere contraria a la Constitución y entendía en asuntos de Derecho Canónico. las 

funciones encomendadas a la Corte Suprema la colocaron en una situación de predominio 

como lo demuestran los siguientes hechos: 

El Congreso General lanzó un deereto por el cual se dispuso que fueran juzgados 

militannente en consejo onlinario de guerra los ladrones de cualquier clase y todos sus 

cómplices, ya fuesen aprehendidos por Ja jurisdicción militar, por la fuerza annada, por la 

policía o por cualquiera persona privada, a no ser que obrasen en auxilio los jueces 

ordinarios. La Corte Suprema estimó "atentatoria, abusiva e injuriosa para las autoridades 

judiciales dicha ley, y en tal virtud excitó al Poder Conservador para que declarase su 

nulidad" y así se hizo. Asímismo, complace la actitud de la Corte Suprema que defendió 

también la libertad de imprenta. 

Por otro lado, el Presidente de Ja Corte Suprema, D. Juan Nepomuceno Gómcz 

Navarrete (1843) manifestó que el mal estado en que se hallaba la administración de justicia, 

no provenía de la independencia que dió al Poder Judicial 13 quinta Ley Constitucional, sino 

que no se había podido arreglar la Hacienda Pública, no había dinero con que pagar a los 

jueces, ni tampoco se les había sostenido ni considerado, y de ahí resultó, que no aspirarán 

ni admitieran las magistraturas, ni los juzgados, los muchos letrados sabios y virtuosos que 

existían en la Rcpl.blica. 
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En este período se excluyó el sistema por el cual el presidenle de la Corte debía suplir 

la vacanie definiliva o temporal del Presidente de la Rep1íblica. 

En 1840, se pretendió modificar la Constitución, pues se Je señalaba como causa de 

todos Jos disturbios nacionales. El Señor Diputado José Femando P..amírcz suscribió un volo 

particular, de gran importancia para la historia del Poder Judicial, pues propuso que la 

Suprema Corte tuviera dentro de sus funciones el control de la constitucionalidad, al 

otorgársctc "una nueva atribución por la qui.; cuando un cic110 número de diputados, 

senadores, de Juntas Departamentales reclaman alguna ley o acto del Ejecutivo como opuesta 

a la Constitución, se diese a ese reclamo el carácter de contencioso y se sometiera al fallo de 

la Conc de Justicia." u 

Este proyecto de refonnas no fue aprobado, pero es la expresión de las ideas que 

flolaban en tomo al papel que debía desempeñar el Poder Judicial. 

La vigencia de las Siele Leyes se vio tenninada a causa del Plan de Tacubaya, el 28 

de septiembre de 1841, en el cual los generales Mariano Paredes y Arrillaga, Valencia y 

Anlonio Lópcz de Sama Anna llegaron a un acuerdo medianle el cual se declaraba haber 

cesado los podcrcs1 excepto el judicial, y se ordenaba Ja convocatoria de un nuevo Congreso 

Constituyente "et que quedaria facultado para constituir a la nación, según le conviniera". 

ll 
CABRERA, Lucio, op. cit .... p. 20. 
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Santa Anna fue elegido presidente, y el mismo promulgó la segunda constitución 

centralista el 12 de junio de 1843, que estuvo vigente hasta el triunfo del partido liberal, en 

1846 cuando se le daria nueva vigencia a la Constitución de 1824. 

Esta fue llamada las Bases Orgánicas de la República Mexicana la cual no contemplaba 

la existencia del Supremo Poder Conservador, y por lo tanto, desaparecía el control político 

de ta supremacía de la constitución. 

Se estableció que el Poder Ejecutivo debía cuidar de que se administrara pronta 

justicia por los tribunales y jueces, dirigiéndoles excitativas y pidiéndoles infonnes 

justificados sobre los puntos que estimarán convenientes para el efecto de hacer que se 

exigiera la responsabilidad de los culpables. Pero también podía hacer que se hiciera 

preferencia a las causas, cuando el interés público así lo requiriera y pedir noticia de su 

estado. As! pues el Poder Judicial estaba vigilado por el Ejecutivo, lo cual constituía una 

usurpación de funciones. "' 

Por otra parte, habrá que referirse al Proyecto de Constitución del Estado de Yucatán 

donde se plasmó por primera vez Ja garantía constitucional del Amparo gracias a Don Manuel 

Crescencio Rejón, quien en los Art!culos 53, 63 y 64 establec!a que "estaba a cargo de la 

Suprema Corte del Estado amparar en sus derechos a las personas contra las leyes y decretos 

.. PARADA GAY, fr11nclsco, op. cit • •.• pp. 29·30 • ••• , •.•. , • , , • , 
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de la legislatura, contrarios a la Constitución o contra providencias del gobernador o del 

Ejt..~utivo, cuando fueran violatorias de la Constitución o de las leyes y que el amparo debía 

limitarse a reparar el agravio". 15 De esta fonna nos encontramos con el precedente del 

juicio que contemplaría posteriormente el Acta de reformas de 1847. 

Además, hay que señalar el interés que se traduce en los proyectos y votos particulares 

de otorgar al Poder Judicial la supremacía, estructura y el deseo de defender los derechos 

humanos. Lo anterior es resultado de una influencia liberal que se expresa en el pensamiento 

de hombres de la talla de Mariano Otero y de José Fernando Ramírez a quien nos referimos 

anteriormente. Así como de Alexis de Tocqueville y de los federalistas norteamericanos. Esta 

etapa en la vida del Poder Judicial esta empapada de un liberalismo moderado, que funda en 

el principio de división de poderes su deseo de limitar el despotismo y la concentración del 

poder. 

Las Bases Orgánicas de 1843 debían entrar en vigor el lo. de enero de 1844, por lo 

que hubo un periodo en que el presidente Santa Anna gobernó sin constitución. Se agudizaron 

los problemas económicos del país y los conílictos con los Estados Unidos, el congreso era 

opuesto a los intereses de Santa Anna, a finales del año de 1843 el presidente interino 

Canalizo disolvió el Congreso, pero cuatro días más tarde el General Herrera desconoció a 

Canalizo y reinstaló el Congreso que como primer acto destituyó a Santa Anna. Como · 

" CABRERA, Lucio, op. ch • ..• p. 22. 
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presidente el General Herrera gobernó apoyado en las Bases Orgánicas, hasta que fue 

dL.1JUCsto por el General Paredes quien postcrionncnte fue removido por sus tendencias 

monarquistas, por el General Mariano Salas tras el lcvantasniento fonnalizado en el Plan de 

la Ciudadela. 

En dicho Pla11 se contemplaba la instauración de un nuevo Congreso Constituyente 

confonne las leyes de 1824. Santa Anna cristalizó csla idea con miras de establecer una 

federación y con el pwpósito de recstablecer la vigencia de la Constitución de 1824. 

d. PERIODO 1846-1854. 

Por lo que se refiere al Poder Judicial, el General Mariano Salas expidió el decreto 

de2 de septiembre de 1846 en que dispuso que la Suprema Corte ejercería fas funciones que 

le confería la Constitución de 1824, restableciéndose !os Tribunales Colegiados y los Juzgados 

de Distrito. 

L'l vuelta al federalismo fue decretada por el Congreso que era a la vez Constituyente 

y ordinario, el 8 de febrero de 1847, en dicho decreto se establecían como bases para el 

Congreso: a) la fonna de gobierno republicano, representativo, popular, federal y b) la 

independencia y soberanía de los estados en lo relativo a su régimen interior. 
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Los disturbios internos y la guerra con los Estados Unidos no impidieron que el 

Congreso dividido en dos grupos sesionara, por un lado se encontraban los que pedían se 

rcstablccicrd por las circunstancias tan apremiantes la vigencia de la Constitución de 1824 

"lisa y llanamente mientras no se rcíonnara con arreglo a los artículos que en c11a misma 

instituían el pnxcdimicnto de revisión" 16 y aquellos que estimaban necesario el 

nombramiento de nuevos Magistmdos. 

Durante esta segunda mitad del siglo XIX, siguiendo el texto ele la investigadora Linda 

Amold, " .. .los políticos crearon una relación desequilibrada entre el ejecutivo, legislativo y 

judicial, relación en la que el ejecutivo cm el que ejercía la autoridad predominante. Desde 

entonces y pese a una sangrienta guerra civil y revolucionaria, el dominio del ejecutivo -y no 

una tensión y equilibrio dinámicos- es lo que ha caracteri1 .. aclo la relación entre los tres 

poderes o ra111as del gobierno." 

Y continúa diciendo la investigadora: "durante más de un siglo los hi~toriadores 

atribuyeron la persistencia de un ejecutivo dominante y un legislativo y judicial subordinados 

a aquél al legado monárquico y a la legitimidad justa y simbólica de la presidencia de Benito 

Juárcz durante la intervención francesa en los años scscn1a. Sin embargo, estas razones no 

explican adecuadamente cómo el ejecutivo federal se convirtió en el poder dominante". 11 

17 

TENA RAKlllEZ., Felipe, op. cit .... p. 41.o. 

ARNOlD, Linda, La Politlco de la Justicia, Anuario Hc.11\cano de Historio del Derecho, ICXICllC 2, 
1989. 
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L.' subordinación del Poder Judicial y por ende de la Suprema Corte de Justicia tienen 

su orlgen en las acciones que emprendieron los vencedores revolucionarios de Ayutla en 

noviembre de 1955. La Ley de Rcfonna Judicial del 23 de noviembre y la Ley del 26 de 

noviembre por la cual se designó una nueva lista de magistrados, fueron acciones decididas 

en aust!ncia <le una legislatura, no de un congreso constituyente y dctcnninaron el dominio 

del Ejecutivo en nuestro país. 

e. La Ley Juurez y la Conslitucióu de 1857. 

Del 23 de noviembre de 1855 a la fecha de promulgación de la Constitució11 Federal 

de 1857 rigió al Poder Judicial la Ley sobre Administración de Justicia y Orgánica de los 

Tribunales de la Nación, del Distrito y Territorios, también conocida como Ley Juárez, en 

virtud de que fue redactada por Benito Juárcz, en su calidad de ministro de Justicia del 

Gobfomo del General Juan Alvarez. Esta ley idt!nliílca<la en los documentos como la "Ley 

de Desamparo", subordinaba el Poder Judicial a la voluntad del Ejecutivo. 

Segtín estn ley, se denominaba nuevamt!ntc Corte Suprema de Justicia al máximo 

Tribunal, y se intrgrnba por nueve Ministros y dos Fiscales, previno además, que hubiera 

cinco Ministros suplentes y que todos éstos, al igual que los demás jueces fueran nombrados 

por el gobierno mientras la Constitución Política dispusiera otra cosa. La Corte fue dividida 

en tres salas: la Primera unitaria, conocía de todo negocio que correspondiera a la Corte en 
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primera instancia; la Segunda, que se componía de tres Ministros, debía conocer de todo 

negocio que se tuviem que ver en segunda instancia, y la Tercera, fonnada de cinco 

Ministros. resolvería en grado de revista de los asuntos que admitieran ese grado. Hay que 

resaltar que no se hacfa ninguna referencia expresa al Juicio de Amparo. 

Los rcquisilos para ser Ministro o Fiscal eran los siguientes: ser abogado, mayor de 

treinta años, estar en ejercicio de los derechos de ciudadano y no habi;r sido condenado l~ll 

proceso legal o alguna pena infainantc. 

De acuerdo a la ley antes referida, la Corte dejó de conocer de los negocios civiles 

y criminales pertenecientes al Distrito Federal y territorios fcdernlcs por lo que esta función 

fue encomendada a un nuevo órgano: el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal. 

E1 artículo 48 concedía al Ejecutivo el po<lcr de nombramiento; bajo los gobiernos 

federales eran las 1L~gislaturas de los estados las que nominaban a los candidatos a ministros 

de la Suprema Corte y la cámara federal la que Jos clccía. L1 nueva Ley no contemplaba el 

funcionamiento del Poder Judicial e~ el lapso entre su promulgación y la designación de los 

magistrados de la nueva corte. El 24 de noviembre losjuri·;tas envia1on una arrogante misiva 

al secretario de justicia Benito Juárcz en las que expresaban sus preocupaciones y defendían 

la independencia de su institución. Al margen de dichas preocupaciones, Juárez anunció los 

nombres de los magistrados de Ayutla unos días después. I,1 corte de Ayutla se declaró 
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instalada fonnalmente el 30 de noviembre de ese mismo afio. 

Desde su organización inicial la Suprema Corte habla mantenido pese a las luchas 

sangrientas su independencia, integridad y legitimidad. Pero en 1855 fue cuando algunos 

pol!tieos de las otras dos ramas lograron imponer su voluntad polftica a la corte y subordinar 

al Poder Judicial. 

Sigue diciendo la historiadora Amold, "Décadas después, Justo Sierra escribió que la 

Ley Juárez era una ley revolucionaria que no tenla más fuente de autoridad o legitimidad que 

la victoria revolucionaria." 

No obstante1 los magistrados se opusieron y cuestionaron Ja conveniencia de que se 

extendiera el derecho de la autoridad del ejecutivo revolucionario hasta abarcar el derecho 

de alterar la estructura, función y composición del Poder Judicial sin que hubiera discusión 

pública al respecto. 

Los juristas mexicanos defendieron su historial de no inteñercncia en los asuntos 

pol!ticos p11blicos eon un cita de Alexander Hamilton en "The Federalist Papers", y 

amonestaron en contra de la inteñerencia pol!tica en el judicial: 

• ... que el poder judicial no debe mezclarse en los negocios públicos que su marcha no debe 

tener alteración por las ocurrencias pol!ticas, y que la finneza de sus resoluciones debe ser 
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del todo independiente de la pennanencia o variación que figuran en los cuerpos 

representativos y en el poder ejecutivo," 

Ni siquiera Santa Anna -decían los magistrados- en su ley de diciembre de 1853, en 

ruyo artículo 37 se concedía el poder de designación al presidente, había tenido la osadía de 

sustituir a los juristas de la legislatura. Los magistrados no habían previsto la intrepidez de 

Juárez ni la subordinación revolucionaria del independiente Poder Judicial. 

Por otra parte la Corte Suprema de Justicia fue eregida como Corte marcial para 

conocer de las causas criminales puramente militares y mixtas. En este sentido, se empezó 

a limitar a los tribunales espe.ciales, de acuerdo a los postulados liberales, e inclusive el fuero 

eclesiástico pese a la inconfonnidad de algunos altos miembros de la Iglesia Católica. 

La Constitución de 1857 otorgó a la Corte Suprema de Justicia altísimas funciones. Dice el 

ilustre constitucionalista Ignacio Vallarta: "Nuestra Suprema Corte de Justicia es el final 

intérprete de la Constitución, el tribunal que pronuncia la última palabra en todas las 

cuestiones que puede revestir la fonna judicial, sea quien fuere la autoridad que esas 

cuestiones haya decidido. 11 

INTEGRACION: El Poder Judicial se integraba por la Suprema Corte de Justicia, los 

PARADA GAY, Francisco, op, cit • ••• P• 45. 
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Tribunales de Distrito y de Circuito, según el artículo 90 de la Constitución. 

La Suprema Corte de Justicia estaba integrada por once ministros propietarios, cuatro 

supernumerarios, un fiscal y un procurador general, Todos estos cargos tenían duración de 

seis años y eran designados por elección indirecta en primer grado, en los términos que 

dispusiera la ley electoral. Así es que esta Constitución concluyó con la inamovilidad judicial 

respetada hasta el año de 1855. 

Para ser electo individuo de la Suprema Corte según el Artículo 93 de la Constitución 

se necesitaba: estar instrufdo en la ciencia del derecho a juicio de los electores, ser mayor de 

treinta y cinco aftos y ciudadano mexicano por nacimi~nto, en ejercicio de sus derechos. Por 

tanto, no era preciso ser abogado lo que trajo acaloradas discusiones entre los diputados 

Francisco Zarco y Ocampo. 

FUNCIONES: la Constitución ie otorgó dos clases de competencia: la ordinaria y la 

extraordinaria. La primera se refería a las controversias suscitadas con motivo del 

cumplimiento y aplicación de leyes federales, aquellas en que la federación fuera parte; las 

que surgieran entre los tribunales federales, entre estos y los de los estados o entre los de un 

estado y los de otro. 

Fueron muchas las vicisitudes que tuvo que sortear la Constitución de 1857 durante 
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sus primeros diez años: la Guerra de los Tres Años, la intervención francesa y el Imperio. 

Fue una larga lucha entre los conservadores y las posiciones liberales, cuyo epicentro 

ideológico era la Constitución. Daniel Cosfo Villegas analizando el libro de Emilio Rabasa 

"La Constitución de 1857", señala: la edificación crítica acerca de la Suprema Corte de 

Justicia arranca de 1a afinnación espectacular de que el poder judicial "nunca es poder", 

porque la administración de justicia no depende de la voluntad nacional de un país, sus 

resoluciones toman en cuenta lo que esa administración debe hacer en nombre de la ley, y 

no en nombre del deseo, del bien o de la voluntad del pueblo, en fin, porque "la voluntad 

libre, que es la esencia del órgano de poder, sería la degeneración y la corrupción de la 

justiciaº. Sin embargo, Rabasa trata de enmendar tal afinnación recordando que la justicia 

emana del poder popular, cuya expresión es la ley que establece reglas generales, pero no la 

sentencia que resuelve un caso concreto. 19 

Después de una etapa de relativa independencia judicial, la Suprema Corte como institución 

y sus ministros, vendrla la rebelión de Tuxtepec y se iniciaría el federalismo mexicano. Según 

ha hecho notar Felipe Tena Ramírcz, dumnte el porfirismo -vigente la Constitución de 1857-

desnaturalizando el contenido del artículo 29 y fuera de los casos de excepción previstos, se 

otorgaron al Poder Ejecutivo facultades extraordinarias de carácter legislativo, en demérito 

de la división de poderes, y como síntoma de un proceso de centralización. 

Desafortunadamente, en estos casos el Poder Judicial se hizo cómplice de estas violaciones 

COSIO VI LLEGAS, Onnh!l, la Constitución de 1657 y SU'5 crft!cos, M6Klco, Editorial Hermc, 1957, 
p. 67, 
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a la Constitución, y las justificó reiteradamente, en su afán de "salvar la numerosa 

legislación expedida por el presidente Díaz" en uso de sus facultades extraordinarias. 

Bajo el porfirismo, el federalismo devino en caciquismo pues bajo Ja liturgia 

constitucional solo reinaba Ja arbitrariedad del poder personal. Dlaz nombraba a los 

legisladores, gobernadores, a los jueces. Esto llevó a decir a Francisco l. Madero en el plan 

de San Luis: 

La justicia, en vez de impartir protección al débil, solo sirve para legalizar Jos despojos que 

comete el fuerte, los jueces en vez de ser los representantes de las justicia son agentes del 

Ejecutivo cuyos intereses sirven ficlmcnte.90 

PROYECTO DE VENUSTIANO CARRANZA.-

El recurso de amparo, establecido con alto fin social, pronto se desnaturalizó, hasta 

quedar primero, convertido en anna política; y después en medio apropiado con las soberanía 

de los estados; pues de hecho quedaron sujetos a Ja revisión de la Suprema Corte hasta Jos 

actos más insignificantes de las autoridades de aquellos; y ese alto tribunal por Ja forma en 

que se designaban sus miembros estaba completamente a disposición del jefe del Poder 

Ejecutivo. O sea, pese que advertla Jos males de la centralización de justicia y que a través 

de la interpretación del articulo 14 de la Constitucion se desvirtuaba el régimen federal 

ESPINOZA GOilOZPE, Luis, Las Nuevas Bases Constitucionales, op. cit • ••• PP• 80·81. 



75. 

concluyó aceptando la procedencia del amparo de legalidad como un exigencia inevitable 

aunque fuera un mal necesario, por ser resullado de la costumbre del pueblo, de las 

arbitrariedades de los jueces comunes y de la realidad social y política, pero intentaba 

limitarlo a los casos de verdadera nccesidad.91 

Puntos esenciales y aportaciones del proyecto de Constitución de Venustiano Carranza, 

relativos al Poder Judicial: 

l. La Suprema Corte de Justicia funcionaría exclusivamente en pleno, con nueve 

ministros. 

2. Las audiencias de la Suprema Corte siempre serían públicas, 

con excepción de los casos en que la moral o el interés público así lo exigieran. 

3. Establecía como requisito para poder ser ministro de la Suprema Corte tener título 

profesional de abogado. 

4. Los ministros de la Suprema Corte ya no serían electos populannente, sino, 

"nombrados por la Cámara de Diputados y Senadores reunidos, celebrando sesiones 

del Congreso de la Unión y en funciones de Colegio Electoral". 

5. Creaba las facultades de investigación de la Suprema Cone en materias de 

trascendencia política y social. 

6. Reguló con detalle la procedencia y naturaleza del amparo. 

91 CABRERA, Lucio, op. cit • •.• p. 57·98. 
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Los debates del Constituyente estuvieron inílucnciados por la figura de Emilio Rabasa. 

Cabe advertir que el Congreso suprimió la Secretaría de Justicia por estimarla un instrumento 

del Ejecutivo que inílufa indebidamenlc en la independencia del Poder Judicial. 

El dic1ámen de la Comisión relativo a los artículo 94 al 102, difirió del proyecto 

presentado por Carran1.a en tres puntos: 

1. Elevó el mímcro de los ministros de la Suprema Corte a once en vez de nueve. 

2. Exigió para que hubiera sesión en la Suprema Corte siempre en pleno, no la mitad 

más uno de sus miembros, sino dos tercios del mímcro total. 

3. Estableció la inamovi1idad a partir de 1921 para los ministros de Ja Suprema Corte, 

magistrados de circuito y jueces de distrito al decir que "No podrán ser removidos 

mientras observen buena conducta y previo el juicio de responsabilidad respectivo". 

En resumen podría decirse que los puntos más importantes sobro la organi1..ación de 

Poder Judicial de la Conslilución de 1917 son los siguientes: 

l. Inamovilidad - El diputado Lizanti señaló: "la inamovilidad del Poder Judicial esla 

reconocida y siempre ha sido reconocida como la garantía par..i la independencia del 

funcionario que imparta justicia." 

Por otra parte Alberto Gon1.ález1 expresó que la inamovilidad conduciría a los jueces 

a cometer injusticias, pues no tendrían el temor de perder sus cargos. 
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Algunos diputados señalaron la conveniencia de que la inamovilidad tuviera un periodo 

de prueba de seis años, puro finalmente se cslablcció un primer periodo de dos años y otro 

de cuatro. Sin embargo, el principio quedó consagrddo en la Constitución. 

2. La asamblea concluyó que serían once los ministros de la Suprema Corte. 

3. Las l"l!solucioncs se dictarían en audiencia pühlica. 

4. L1 Corte funcionaría siempre en pleno sin división en salas. 

5. Los ministros de la Suprema Corte no deberían ser electos populanne.ntc, pero se 

rechazó la intervención del Ejecutivo en sus nombramientos. 

6. Se sostuvo que el poseer el título de abogado cm requisito indispensable para ser 

ministro. 

7. El texto del artículo 107 fue elaborado con detalle, prcdsando el procedimiento en sus 

bases esenciales, y las causas de improcedencia de ese juicio se consignaron en la 

propia constitución y no en leyes onlinarias. 

8. Se aceptó el amparo judicial sujeto a las limitaciones establecidas expresamente el 

texto del artículo I07. 

9. Se contempló la procedencia del amparo en la protección de la.e; garantías sociales, 

tanto en materia obrera como agraria. 

1 O. Quedaron prohibidos toda clase de tribunales especi;lles y de fueros, en el artículo 131 

excepto el de guerra para los delitos y faltas conlm la disciplina militar. Los tribunales 

de Trabajo no constituyen una excepción a esta regla, ya que las Juntas de 

Conciliación fueron creadas por la propia· constitución c11 c1 articulo· 123 y desde 
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entonces fonnan parte de la propia administración de justicia. 

11. Se advirtieron las deficiencias o limitaciones del amparo, en la protección del derecho 

de reunión pública, al discutirse el artículo noveno constitucional, pero no se halló una 

solución adecuada para salvarlas. 

12. Se sostuvo expresamente que procedía suplir la queja en materia penal en favor del 

al.'Usado. 

13. El Poder Judicial debía fortalecerse, para ser un auténtico poder que limitara al 

Ejecutivo y fuera totalmente independiente y ajeno a sus influencias. Se establecieron 

las responsabilidades en que incurrían las autoridades que desobedecieran las 

sentencias de amparo. 

14. Supresión de la Secretarla de Justicia en el Articulo 14 transitorio de la Constitución, 

por suponerse que representaba una influencia indebida del Poder Ejecutivo en el 

Poder ludici"1. 

15. Se otorgó al pleno de la Suprema Corte la facultad de investigar y emitir dictámenes 

en ciertas cuestiones de importancia polftica y social, y tal función la podía ejercer 

aún de oficio, co~ fundamento en el párrafo del articulo 97 constitucional. 

Dicho proyecto a pesar de contener duras críticas al régimen del General Porfirio Díaz 

y en especial acerca de la gran concentmción de poder en el Ejecutivo, se inclinó por un 

nuevo reforzamiento del Ejecutivo, y en palabras de Jesús Orozco Henrlquez, con gran 

influencia de las ideas de Emilio Rabasa. 
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Entre los instrumentos para afianzar el predominio del Ejecutivo, cabe resaltar el 

establecimiento de la elección directa del Presidente de la República, frente a la indirecta que 

preveía la Constitución de 1857. Otra de las medidas del Constituyente de 1917 fue la 

supresión de la Vicepresidencia. Ante la ausencia de esta figura, se presentó el problema para 

cubrir las faltas del Presidente de la República. Se rechazaron los sistemas que preveían que 

algún funcionario en específico supliera su ausencia; como por ejemplo, en 1857 era el 

Presidente de la Suprema Corte de Justicia quien sustituía al Presidente, convirtiendo la 

presidencia de ese tribunal en un cargo político, asi como el sistema de 1904 que posibilitó, 

ante las renuncias de Madero y Pino Suárez, que ocupará la presidencia Pedro I.ascurain, 

secretario de Relaciones Exteriores, quien como todos saben duró aproximadamente cuarenta 

y cinco minutos como presidente, y cuyo único acto de gobien10 fue designar secretario de 

Gobernación a Victoriano Huerta, renunciando él de inmediato y dejándolo a Huerta la 

presidencia. 

f. Constitución de 1917. 

Respecto a las relaciones del Ejecutivo con el Judicial, en primer lugar hay que 

señalar que se vigorizó en el texto primitivo de la Constitución de 1917 la posición de los 

tribunales federales, en especial de la Suprema Corte al suprimir el sistema de la elección 

popular en segundo grado de los ministros de la Suprema Corte de Justicia, tomando en 

cuenta que era el Ejecutivo quien en realidad los designaba, y se adoptó el nombramiento por 

ESTA TESIS 
SAUR DE lA 

HO nEBE 
smuou.cA 
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el .Congreso de la Unión; asímismo, se establecieron requisitos más severos sobre la 

idoneidad técnica para ser designado ministro. 

Por otra parte, se suprimió la Secretaría de Justicia. Sin embargo, se retomó la 

fónnula de 1900 en la cual se suprimía de la integmción de la Suprema Corte al procumdor 

general y al fiscal, otorgando la titularidad de la acción penal al ministerio pdblico. Dichos 

funcionarios y el procurador general, son nombrados y removidos libremente por el 

Presidente. 

También, cabe señalar que en el Constituyente de 1917, los diputados no creyeron 

conveniente adop~ir el sistema de control político de la constitucionalidad de las leyes y 

decidieron conseivar los principios fundamentales del Juicio de Amparo. Diversa rcfonnas 

constitucionales posteriores a la entrada en vigor de la Constitución de Querétaro, tendieron 

a fortalecer nuevamente al Ejecutivo; sin embargo, después hubo un periodo en que se buscó 

fortalecer a los otros órganos de gobierno. 

Como parte de las refonnas constin1cionalcs de 1928, con fecha 20 de agosto de ese 

año, se publicaron diversas modificaciones a la estructura y organi1 .. ación de la Suprema Corte 

de Justicia. Así, se alteró el texto del artículo 95 constitucional, otorgando la facultad de 

nombramiento de los ministros de la Suprema Corte al Ejecutivo, con aprobación del Senado, 

a través de un mecanismo similar al estadounidense. 
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Por otra par1c. aunque se conservó la inamovilidad para los ministros de la Suprema 

Corte y para los magistrados y jueces federales, al mismo tiempo se adicionó el artículo 11 

de la Constitución Fcdcrnl para otorgar al Presidente de la Replíblica la facultad de solicitar 

ante la Cámara de Dipu1ados la destitución por mala conducta, no sólo de los miembros de 

la judicatura fcd;!ral, sino también la de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia del 

Distriro FcdcrJI y dr.! los entonces territorios, así como de los juicios del orden común. 

Durante la vigcncia de este precepto -derogado en 1982- dicho instmmcnh> se utilizó en 

algunas ocasiones pam destituir a jueces inferiores, federales y del orden común. Tal como 

sucedió en los años 1929, 1931 y nueve casos en 1932, resultando todos los jueces destituídos 

sin audiencia, por unanimidad, y generando un precedente adverso a la estabilidad e 

independencia judicial en palabras de Jorge Carpizo. 92 

01ra rcfonna del mismo año de 1928, encaminada en principio a acabar con el rezago 

judidal, pero que de imncdialo se convirtió en In oportunidad que tuvo el Ejecutivo para 

.modificar e iníluir en la estructura de la Suprema Corte, a través de la designación de nuevos 

micmhros, fue la modificación del artículo 94 constitucional, que contemplaba a la Suprema 

Corte integrada por once ministros y funcionando siempre en pleno, para establecer que en 

lo futuro se integraría con dieciséis ministros y podña fundonar en pleno o en cada una de 

las sala'i; en este mismo sentido, el mismo artículo se rcfonnó el 15 de diciembre de 19341 

para :nunl!ntar a vcntiuno el número de ministros, en 1anto que por rcfonna publicada el J 9 

,, 
CAll:PIZO Jorge, El Ptro;idercjalio;mo Mcidcano, HéJtico, Siglo XXI Editores, 1985, pp. 185•186, 
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de febrero de 1951, se previó además la existencia de cinco ministros supernumerarios. 

Por otra parte, el principio de inamovilidad judicial ha sufrido algunos cambios desde 

el Constituyente de Querétaro, pues se ha suprimido, restablecido y vuelto a suprimir, hasta 

que se ha consagrado como una institución fundamental de nuestro sistema político 

institucional. 



83. 

CAPITUJ.O IV. 

lndepend•ncia del Poder Judicial Federal. 

Siendo la actividad principal del Poder Judicial la función jurisdiccional, de igual 

importancia se cncnentr.i la función del control de la constitucionalidad de las leyes y actos 

de los poderes Ejc(,.ulivo y Legislativo, es decir, el Poder Judicial está encargado de vigilar 

que Ja actuación de los otros poderes se lleve a cabo dentro del marco de la Jey. 

El constitucionalista Jorge Carpizo señala al respecto: 

El poder judicial tiene 1a atribución de vigiJar que los poderes legislativo y ejecutivo actticn 

dentro del cu.ndro de sus competencias que les hn señalado la constitución. En estos casos, 
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el poder judicial es el intérprete de última instancia de la constitución. & quien dice lo que 

la ley fundamental quiere decir." 

Y continúa diciendo: 

El poder judicial no posee fuerza material, sino su fuerza es la del derecho, la del orden 

jurídico, la de la constitución. Donde no existe una buena administración de justicia, no puede 

haber confianza en el derecho, ni tranquilidad en esa comunidad.94 

El sistema de control o vigilancia debe orientarse a supervisar la actuación de cada 

poder, para preseivar la buena marcha y cumplimiento de sus atribuciones. De lo anterior se 

deriva que la función jurisdiccional contribuye en alto grado a preservar la existencia del 

Estado de Derecho. Para cumplir este objetivo se requiere contar con un Poder Judicial 

independiente, libre de presiones internas o externas. 

1. Concepto 

Para los tratadistas Eduardo Pallares y José Fuentes García "el sentido de la llamada 

independencia del poder judicial, no es otro que el de la inadmisibilidad e inobligatoriedad 

de las consignas o instmcciones que se refieran a la actividad judicial, provenientes de los 

otros órganos del Estado e incluso de un órgano de la administración de justicia de mayor 

jerarquía." 

" .. CARPIZO Jorge, E~tudlo1 Con"Jtltuclonnles, Héxlco, UNAM, 1983, p. 301, 

ldem. 
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Para losé Castán Tobeñas "el sentido de la independencia judicial es que los jueces 

cuando juzgan no pueden tener más nonna rectora que la ley; dependen entonces de la ley, 

de la ley entendida en su sentido más amplio, que comprende no solo la ley escrita positiva, 

sino también la ley natural y los principios generales del derecho." 

Veamos ahora la opinión de un proccsalista, Camclutti nos dice: "el juez debe ser 

libre: sin el libre juego de su inteligencia y de su experiencia no puede llevar al litigio una 

decisión justa". 9s 

Por su parte Giuseppe Chiovenda observa: " ... la función jurisdiccional ha de ser 

confiada a órganos autónomos, con objeto de que el encargado de actuar la ley no se inspire 

en otra consideración que lo que entienda ser, según su saber y su conciencia, la voluntad de 

la ley. Es necesario, además, para impedir las intromisiones de Ja Administración en la 

justicia, que estos órganos sean independientes" ,96 

Radbmch, fundameuta la independencia judicial en dos consideraciones: la de la 

naturaleza propia de la función judicial, manifestación de la libertad del pensamiento 

científico, aplicada a la definición del Derecho, y la de la incompatibilidad entre el ejercicio 

de esa función judicial y las funciones político·administmtivas. Para él "la libertad del 

" 
.. 

Cfr. CASTAN TOBEÑAS, Jos~, poder Judldnl e !ncfcpencfenela Judlclnl, llevlst11 General de 
leglsiacfón y Jurisprudencia, Año XCIX Mlrnero 3, septlentire 1951, p. 241 . 

ClllOVEHDA, Giuseppc. !nstltuclonl:!s de Derecho Procl:!sal civil, Trad. de E. G6mez orbaneja, 
Madrid, Editorial Revista de Derecho Privado, 1954, Tomo 11, p. 5. 
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pensamiento científico, aplicada a la ciencia jurídica práctica, adquiere la fonna de 

independencia judicial 11
• Como "la misión de la justicia es dctcnninar con fimteza lo que es 

Derecho, sus juicios se llaman y son conocimientos, y el conocimiento no tolera un mandato, 

ya que éste no podría convertir en falso Jo verdadero, ni en verdadero lo falso". La 

administración representa y defiende a los intereses estatales, la Justicia es amparadora del 

Derecho: debe servir a la Justicia sin consideración a aquellos intereses. 91 

Para Castán Tobeñas, la independencia judicial estriba en que la magistratura se 

mantenga alejada de la política, y esto lleva consigo una doble exigencia: a) que la 

magistratura esté al margen de las funciones poHticas, incluso la de la fommlación de las 

nonnas jurídicas; b) que esté totalmente sustraída a las influencias políticas. 98 

Al respecto, expreso mi opinión, en el sentido de que aún cuando efectivamente el 

Poder Judicial deba estar alejado de la influencia política (presiones, recomendaciones del los 

Poderes Ejecutivo y Legislativo) no estoy de acuerdo en que actúe separado de la política, 

en primer lugar porque se trata de uno de los órganos del Estado que tiene facultades y 

funciones que realizar dentro de la vida social, política, económica del país, y que es 

indudablemente un órgano con poder y facultado pam ejercitarlo cada vez que emite una 

decisión- sentencia, fallo, laudo, etc.- y en ~cgundo lugar, es claro que interviene en la 

" 
" 

RADORUCK, Guste1.1. lntroducclén o la Ciencia del Derecho, H:idrld, Revista de Derecho Privado, 
1930, p. 147. 

CASTAN TOBEÑAS, José, op, cit •••• p. 243. 
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creación de nonnas, pues cada vez que ejercita su función jurisdiccional, al dar una solución 

al caso concreto controvertido1 individualiza una ley general, es decir, creando una ley 

panicular. Y en este punto deseo aclarar que el propósito de la prescnlc tesis es recordar que 

la función principal del juez es ser creador de leyes, un estudioso y practicante de la justicia 

en el desarrollo de su función. 

Ahora bien, analizando a otro autor, Laski opina que "la independencia necesaria de 

los jueces es mucho menos cuestión de organi1.ación legal y mucho más cuestión del espíritu 

de los Tribunales. "'XI 

En este sentido estoy de acuerdo con el autor, puc~ a pesar de que se encuentre 

previsto en Ja Constitución u Ordenamientos legales que el Poder Judicial es y debe ser 

independiente, en la práctica tanto dicho órgano debe tener la clara conciencia y 

responsabilidad de ser independiente, como los demás órganos de poder no deben tampoco 

intervenir en el campo del Poder Judicial, pues se viola así el espíritu de Ja Ley Suprema y 

por ende de la Justicia. 

Ahora bien, Ja independencia de que se trata tiel'e un doble aspecto, pues puede 

contemplarse tanto en su proyección exterior, en Ja posición de la magistratura frente a los 

poderes polí1icos o fuerzas sociales corno en su proyección interior, en la posición del juez 

ide!lll, p. 8J. 
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frente a las partes, para evitar que motivos de afecto o de aversión, interés en el juicio que 

se ventile u otra' causas semejantes puedan afectar a la imparcialidad del fallo. Incluso ha 

sido señalado también un tercer aspecto de la independencia judicial: el que se deriva de la 

posición del jue< frente a lo que podrlan ser llamadas las autoridades jurldicas (doctrina, 

precedentes, jurisprudencia, práctica, etc.) 

El ex-presidente Miguel de la Madrid en la exposición de la reformas de 1987, señaló: 

Los tribunales de justicia deben ser independientes parafortalcccr en la realidad social el 

principio de división de poderes y porque la independencia judicial constituye la primera 

garantía de la jurisdicción, establecida no precisamente en interés del órgano jurisdiccional, 

cuanto de los justiciables, pues sólo cabe esperar justicia completa y estricta del juez 

jeÍárquicamente libre, dependiente solo de la ley.100 

Pero, es necesario aclarar que no sólo se trata de la Ley Positiva 1 sino también 

de la Ley Natural, aquellos principios univcrsales1 accesibles a todos los hombres. & 

necesario recordar que el juez aun cuando debe dictar su sentencia con base a la ley escrita, 

debe en los casos en que así lo establece Ja ley basarse también en la costumbre, y en los 

principios generales del derecho, y es en este punto donde entra la Justicia. 

100 MADRID HURTAfJD, H{guel de \11, citado por DAVALOS HARTINEZ, Héctor, las Nuevos. Boses, •• op, cit • 
••• p. 110 
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Hemos seleccionado la definición que da el procesalista mexicano José Ovalle Favela 

por contener dos elementos fundamentales: 

-La independencia judicial interna , y 

-La independencia judicial externa. 

Para Ovallc la independencia judicial es: 

Situación institucional que pennitc a los juzgadores emitir sus decisiones confonnc a su 

propia interpn!létción de los hechos y del derecho vigente en cada caso concreto, sin tener que 

ajustarse o somctc;sc a indicaciones provenientes de Jos otros poderes formales.- sobre todo 

del Poder Ejecutivo- o de Jos demás juzgadores, - sobre lodo de Jos superiores jerárquicos. 

De la anterior definición se desprenden, como ya lo hemos señalado dos aspecros 

sobre la independencia judicial. Uno externo, en cuanlo a que el juzgador debe pcnnanecer 

separado con relación a los otros poderes, fuerl.as sociales e ideo1ogías políticas y el otro, 

intcn\01 en cuanto a su independencia frente a las partes y demás autoridades judiciales. 

2. Independencia fonnal •. 

a. Análisis constitucional. 

Ames de iniciar el estudio del texto constitucional, es conveniente recordar que con 

fecha 28 de octubre de 1986 el entonces Presidente de la Rep1íblica Lic. Miguel de la Madrid 
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turnó a la consideración del órgano constituyentepcnnanente por conducto de I,' H. Congreso 

de la Unión como punto de origen, una serie de iniciativas de decreto de refonn~ a varias 

disposiciones constitucionales que regulan la actividad del Poder Judicial. Para los cfect0s de 

este estudio nos referiremos en particular a la iniciativa de rcfonna del artículo t 7 

constitucional. 

A lo largo de esta iniciativa se encuentra la preocupación de lograr que el juzgador 

dependa de un texto objetivo y que su voluntad sea independiente de la voluntad subjetiva de 

los demás órganos de gobierno. El objelivo es buscar la real y definitiva independencia del 

Poder Judicial. 

En palabras del Lic. Héctor Dávalos esta iniciativa de refonnas responde a las 

necesidades de tranfonnación y desarrollo de la sociedad contemporánea y simplifica los 

ordenamientos jurídicos, dando claridad y precisión al texto legal. El Estado cumple con su 

compromiso ante la sacie.dad de vigilar y fomentar la prevención, procuración y In 

administración de la justicia. 

En el artículo 17 constilucional encontramos el fundamenlo filosófico-jurídico de la 

función jurisdiccior.al a cargo del Estado. Resul!a especialmente importante destacar que en 

este precepto se prohibe al individuo hacerse justicia por sí mismo, y eje~cr violencia para 

reclamar su derecho. La exposición de motivos de la iniciativa de refom1as señala que el 

Estado en reciprocidad o contraprestación, gardntiza al individuo el acceso a la jurisdicción. 
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Siguiendo el pensamiento del Lic. Dávalos, cabe recordar que tos tribunales se 

comprometen a impartir justicia en fonna expedita y gratuíta. "Aun cuando algunos se 

extrañen porque aparecen disposiciones que hagan referencia a la creatividad y prontitud en 

la impartición de justicia, no debemos olvidar la honerosidad y lentitud que en otros tiempos 

y en algunos países son nota distintiva de ta actuación ele los tribunalcs. "1º1 

Héctor Fix-Zamudio aborda esta problemática diciendo que estos dos aspectos -la 

lentitud y la honcrosidad procesal- desvirtúan la función judicial. Anotando <los grandes 

riesgos: 

... la gran demora en resolver las controversias procesales, además de repercutir en la paz 

social ... afectan al derecho de acción ... el cual implica no sólo la facullad de acudir a los 

tribunales a solicitar la prestación jurisdiccional, sino tambi6n la obligación de estos para 

resolver las comrovcrsias en fonna cxpcdita. 102 

Con el principio de la gratuidad garantizado en el artículo 17 conslilucional se deja 

abierta la posibilidad de que cualquier persona pueda acudir ante los tribunales. 

IOI 

"' 
OAVALOS, Kéc:tor, lit!> Nuevo!> Bo!>C!; ••• op. cit •••• p. 109. 

FIX•ZAHUOJO, Kéc:tor, Función del Poder Jucllc:lal en lo• Sistemas Constitucionales 
Lptino11merit11no'l, Hblc:o, UNAH, 19n, p. 48. 
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Con respecto a la imparcialidad de la administración de justicia, esto operará siempre 

y cuando se den sentencias apegadas estrictamente a las nonnas, y como señala la exposición 

de motivos, debe ser honesta, pues es en la P\'rsona del juzgador en quien se deposita el 

destino de la libertad y patrimonios ajenos. 

La parte de la exposición de motivos de la iniciativa que más interesa es la que se 

refiere a la independencia de los tribunales. La cual transcribimos en su totalidad: 

103 

"La independencia judicial requiere que los jueces al actuar no 

han de tener otra nonna rectora que la ley. La sumisión del 

juez a la ley, le hace independiente de la voluntad subjetiva de 

los hombres que gobiernan, e incluso de su propia voluntad, 

cuando esta propende a la arbitrariedad. A la independencia 

objetiva se une el conocimiento de lo que se hace y la fe en lo 

que se hace, pues siempre hemos considerado que una 

verdadera y auténtica independencia judicial, se nutre en una 

real toma de conciencia del papel que el juez desempeña en la 

aplicación del derecho. Estas calidades son el espíritu de la 

autoridad moral del juez, pues la autoridad fonnal le es 

conferida por la ley.• '" 

Cfr. DAVALOS, Hktor, op. cft. ••• P• 110, 
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Siguiendo al Lic. Dávalos, una verdadera independencia judicial habrá de traducirse 

en un fortalecimiento del régimen de garantías que vivimos en nuestro país en un bienestar 

de la población mexicana y en una gran satisfacción del Poder Judicial al estar cumpliendo 

su misión de transformadore~ sociales y salvaguardas del Estado de Derecho en México."' 

A continuación procederemos a analizar el articulo 17 constitucional para lo cual 

trancribimos el texto resultado de la reforma a la Constitución Polltica de los Estados Unidos 

mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 17 de marzo de 1987. 

El articulo 17 Constitucional establece: 

... 

"Articulo 17. Ninguna perrona podrá hacerse justicia por si 

misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho. Toda 

perrona tiene derecho a que se le administre justicia por 

tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y 

términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de 

manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, 

quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales. Las 

leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para 

que se garantice la independencia de los tribunales y la plena 

ejecución ~e sus resoluciones. Nadie pude ser aprisionado por 

deudas de carácter puramente civil." 

'"""· 
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Llama inmediatamente la atención el contenido de la nonna en cuanto que se precisa 

ahora con mayor énfasis la garantía individual de la impartición de justicia de una manera 

pronta y expedita. La prontitud de Ja jurisdicción es un atributo clave, pues pobre y limitada 

sería Ja justicia lenta, o el proceso que durase más que Ja vida de Jos litigantes. La justicia 

debe de ser expedita es decir, sin obstrucciones, sin obstáculos y pronta, como atributo 

complementario, que significa ténninos racionales y plazos adecuados para resolver las 

controversias. La prontitud y la justicia completa son verdaderas reivindicaciones que 

provienen de añejos principios constitucionales mexicanos. No es realmente un concepto 

nuevo, sino traer a la vigencia postulados de indudable aprecio popular. 1°' 

El artículo aporta un nuevo párrafo que resalta Ja independecia del Poder Judicial. 

Aqu( cabe hacer una disgresión acerca del principio. En Ja Constitución de 1857 se estableció 

la elección de Jos miembros de Ja Suprema Corte de Justicia de la Nación, señalando en los 

artículo 92 y 93 las siguientes disposiciones:'"' 

105 

'"' 

"Articulo 92. Cada uno de lo individuos de la Suprema Corte de 

Justicia durará en su cargo seis años, y su elección será indirecta en 

primer grado en los términos que disponga Ja ley electoral.' 

CAMBRANIS, \.lllbert C. Las Nul!vas. h!!C:S . ., op. ctt. ••• P• 40, 

TENA RAHIREZ, fel ipe. Leyes Fundomenhles de HéKlco, op. ch. ... pp. 622·623. 
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"Artículo 93. Para ser electo individuo de la Suprema Corte de Justicia se 

necesita: estar instruído en la ciencia del derecho, ajuicio de los electores, ser 

mayor de treinta y cinco años y ciudadano mex.icano por nacimiento, en 

ejercicio de sus derechos. 11 

De esta manera a través de la elección de los miembros del máximo Tribunal de la 

Nación se pretendió asegurar la independencia del Poder Judicial. Sin embargo, como el 

ataque. de Rabasa y la elección de Porfirio Dlaz como magistrado de la Corte en 1884 lo 

demostrarlan más tanle, la elección quizá no era el mejor método de elegir a la suprema 

investidura jurldica de la Nación, ya que la polllica no es buena compañia de un juzgador, 

la mayorla que decide sobre la "instrucción de un jurista no es siempre es sab(a. Por ello 

desde esa época se clamaba por otro sistema de elección que finalmente se decidió en favor 

de la opinión de Emilio Rabasa, de que fuera producto de la propuesta del Ejecutivo con la 

aprobación de la Cámara de Senadores. 

Consideramos que la independencia se apoya no tanto en el principio de selección de 

la magistratura sino en el postulado de la inamovilidad, ya que la seguridad en el ejercicio 

de la función judicial es garantía de probidad e independencia, pues si existe la certeza en la 

pennancncia en el cargo, no habrá fuerza capaz de macular, alterar a· corromper la judicatura, 

asegurando el equilibrio de poderes toda vez que estos no podrán, por conveniencia, devaneo 

o antojo, disponer de los jueces, quienes impondrán la fuerza del derecho con la rectitud 
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debida. 

En este orden de ideas, el articulo 17 constilucional es el soporte del edificio 

jurisdiccional, ya que consagr-J. Ja garant{a individual de acceso a la jurisdicción, a Ja par de 

atribuirle la cualidad de expcditez, pronlitud y gratuidad que le complementan, además de 

establecer la independencia judicial como principio angular que refucra la .división de 

poderes y con ello el "eipíritu" de las leyes, su causa final y anhelada es decir la libertad del 

hombre. 107 

El Poder Judicial como órgano encargado de administrar la justicia en los ténninos 

previstos en la Constitución y en las leyes emanadas de ésta, realiza su función de árbilro. 

Siguiendo a Alcxis de Tocqueville el primer carácter del Poder.Judicial en todos los pueblos 

es el d~ autoridad facultada para resolver controversias. El segundo carácter del Poder 

Judicial, es el de pronunciarse acerca de los casos particulares y no sobrd: principios 

generales. El tercer carácter consiste en que só1o puede actuar cuando se le requiere, es decir, 

es necesario ponerlo en movimiento. 

Para el maestro Fix-Zamudio al examinar la garantfa contenida en el articulo 17 

constitucional, que constituye la función exclusiva de Jos tribunales judiciales federales, 

señala: 

"" CAM91lAHIS, \lllbert, op. ~lt. ••• p. 41, 



"el sistema jurisdiccional, tanto en su fonna directa como en 

via de reacción se caracteriza en que el juzgador, al aplicar una 

disposición legal al caso que se le ha sometido a su 

consideración, examina si el precepto relativo está en 

consonancia con la nonna suprema, de la cual deriva su 

validez, y en caso contrario, deja de aplicar ta disposición 

secundaria, sujetándose a la superior, no invalida la ley o el 

neto inconstitucional, sino que le priva de eficacia para el caso 

concreto. "108 

97. 

El artículo 116 de la Constitución establece: 

IOI 

Artículo 116. " ... m. El Poder Judicial de los Estados se 

cjcrceni por lo~ tribunales que cstablcl':can las constituciones 

respectivas. 

L"l independencia de los magistmdos y jueces en el ejercicio de sus funciones 

debcni estar garantizada por las Constituciones y las Leyes Orgánicas de los 

Estados, las cuales establecerán las condiciones para el ingreso. fonnación y 

pennanencia de quienes sirvan a los poderc:; judiciales de los Estados. 

Los magistmdos integrantes de los Poderes Judiciales Locales deberán reunir 

los requisitos St!lialados por el artículo 95 de esta Constitución. 

FIX·ZAMIJDIO. HCctor, Juicio de A!!p.:iro, 14l!xlco, Editorial Porn:n, 1974, p. 76. 
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Los nombramientos de los magistrados y jueces integrantes de los Poderes 

Judiciales Locales serán hechos preferentemente entre aquellas personas que 

hayan prestado sus servicios con eficiencia y probidad en la administración de 

justicia o que lo merezcan por su honorabilidad, competencia y antecedentes 

en otras ramas de la profesión jurídica. 

Lo~ jueces de primera instancia y los que con cualquier otra denominación se 

creen en los Estados, serán nombrados por el Tribunal Superior o por el 

Supremo Tribunal de Justicia de cada Estado. 

Los magistrados durarán en el ejercicio de su cargo el tiempo que señalen las 

Constituciones Locales, podrán ser reelectos, y si lo fueren, solo podrán ser 

privados de sus puestos en los ténninos que detennincn las Constituciones y 

las las leyes de Responsabilidades de los Servidores Públicos de los Estados. 

Los magistrados y los jueces percibirán una remuneración adecuada e 

irrenunciable, la cual no podrá ser disminuida durante su encargo. "109 

La inclusión del principio de independencia judicial en la Constitución es un gran paso 

para el fortalecimiento del Poder Judicial, tanto en 'materia Federal como local. Teniendo 

como propósito elevar la conciencia de respeto y confian1,a por los tribunales y jueces de la 

sociedad entera; pero sobretodo marcan una nueva etapa en et proceso de alcanzar el ideal 

de justicia. 

'"' COMSTITUCION POLITICA DE LOS EST"DOS UNIDOS HElCICANOS, Hbico, Editorial Porrúa, 1990, p. 10t 
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El Poder Judicial continua así ejerciendo la responsabilidad de expresar el significado 

de las nonnas constitucionales, de proteger la Constitución contra los embates del Ejecutivo 

y del Congreso, mantener el equilibrio del federallsmo, proteger Jos intereses de los 

ciudadanos, y los derechos de los cslados conlm el gobierno federal. 

El Poder Judicial durante el desempeño de sus funciones impone poJ!licas en fonna 

de decisiones, 1an impo11antes pam la vida de la nación como las decreladas en fonna de 

leyes por el Congreso y por el Presidente al poner éstas en ejecución. 

Una vez analizada la trascendencia de la refonna del al1ículo 17 constitucional es 

conveniente analizar otra serle de elementos que fortalecen Ja independencia judicial, como 

lo es la personalidad de los juzgadores. El juez debe buscar su fuer1.a en si mismo y 

desempeñar su actividad con espíritu de servicio, fo11aleza y ética profesional, haciendo frente 

de esta manera a la parcialidad y al interés material. 

Pi~ro Calamandrci anunciaba: 

"El lento agotamiento interno de las conciencias, que las hace resignadas, con una creciente 

pereza moral que ante la solución justa prefiera la transacción fácil porque esta no turba ta 

vida tranquila. "11º 

110 
CAl~i$.NDREf, Piero, De ta lrdeoondencia o del conformi<;mo y e" qeMral del c.nl'"4cter de los 
íui;ces "Revista del Cole;io de Abogados d(!I DI atrito federal, Caraca$, jullo·díc.icnbre, 1961, 
nlAIS. 125·126, ailo ll)IV, p. 353, 
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Para el Lic. Dávalus "El motor en la actuación del juez debe ser el imperio de la 

justicia y en c11o la conciencia del juez es un factor fundamental. "111 

Y para que exista una buena administración de justicia es condición indispensable estudiar 1os 

siguientes puntos: 

- Ncmbmmiento de los jucces 1 

• F.slabilidad (inamovilidad), 

- Remuneración. 

3. De la elección de los Ministros, Magistrados y Jueces. 

En los diferentes ordenamientos que han regido nuestra vida independiente se han 

contc.:mplado los siguientes sistemas de.nombramiento de tos funcionarios judiciales: 

l. Constitución Polí1ica de la Monarquía Española. 

111 

Art. 25 l. Para ser nombrado magistrado o juez se requiere 

haber nacido en el territorio español, y ser mayor de veinticinco 

años. las demás calidades que respectivamente deban éstos 

tener, será, detenninadas por las leyes. 

DAVALOS,Héc:tor, Las NUC'iBS !Jases Con!ltltuclona\c!l, op. cit. •.. P• 112. 
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2. Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana de 22 de octubre de . 

1814. Establecía que los miembros del Supremo Tribunal de Justicia y del tribunal de 

residencia cr.i.n designados por el Supremo Congreso. 

3. Constitucion Federal de 1824. 

L1 designación de los miembros de la Suprema Corte de Justicia se ~lizaba a través 

de las legislaturas de los estados por mayoría de votos. Los cuales eran inamovibles. 

Los magistrados de circuito y jueces de distrito eran nombrados por el presidente a 

propuesta de la Suprema Corte de Justicia. 

4. Leyes Constitucionales de 1836. 

Se designaban por medio de varias temas prcscntads por el Presidente de.la Rcp1íblica 

en Juma de consejo de ministros, el Senado y la Alta Corte de Justicia, las que se 

enviaban a la Cámara de Diputados, la cual elegía tres personas y ésta st: r..:milía a las 

juntas Departamentales las que decidían por mayoría de votos computados por una 

Comisión designada por ambas Cámaras del Congreso. 

5. Constitución de 1857. 

Se pretendió vigorizar la autonomía de los tribunales fetleralcs al modificar el sistema 

de elección a trnvés de la elección popular indirecta en primer grado, de tos 

magistrados de la Suprema Corte de Justicia. 
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6. Constilución de 1917. 

El Poder Judicial se depositaba en Ja Suprema Cone de Juslicia, Tribunales de 

Circuito y Jueces de Dislrilo. Los ministros de la Cone designados para integrar ese 

poder en las elecciones durarían dos años en su encargo; tos que fueran electos 

allerminar ese periodo durarían cuarro años. A panir de J923 los Minisrros, 

Magislrados de Circuilo y Jueces de Dislrilo solo podrian ser removidos ~uando 

observaren mata conducta y previo juicio de responsabilidad. 

"Art. 97. Los miembros de Ja Suprema de Corte de Juslicia 

electos por el Congreso de la Unión en funciones de Colegio 

electoral y a propuesla de las legislaturas de los estados." 

(elección indirecta). 

Los Magistrados de Cireuilo y Jueces de Distrito eran nombrados por la Suprema Cone. 

El conslituyenle de 1917 según Enrique de Jesús Ocón H. erró en la forma de 

designación de los minislros de la Corte. Porque tos mismos deben aislarse de senlimientos 

po1(1icos o de partido. Et 20 de agosto de 1928, se reformaron los anícutos 94 y 96, 

estableciendo ta inamovilidad de los Minislros, Magislrados, y Jueces y el sislema de 

designación de tos minislros colegiado, a propuesla del Ejeculivo con aprobación de la 

Cámara de Senadores. El 15 de diciembre de 1934 se reformó el anfculo 94 "in fine" para 
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establecer la inamovilidad sexenal misma que desapareció el 21 de septiembre de 1944 para 

quedar en los ténninos que actualmente rige. 

4. lnamovllidad Judicial. 

a. Concepto. 

Eduardo Pallares estima que la inamovilidad se entiende de dos diferentes maneras: 

1. Irrevocabilidad de los nombramientos de jueces y magistrados durante el término fijado 

por la ley para su ejercicio; 

2. lndetem1inación del tiempo de ejercicio en tanto no exista causa justificada para su 

retiro. 111 

Es importante no confundir en este punto la inamovilidad con la idea del tiempo 

vitalicio, pues es suficiente la seguridad de no ser destituido "au bon vouloir" a voluntad del 

gobemante, como tampoco es garantía de pennanencia para magistrados y jueces de carácter 

. débil, inmorales, perezosos o indiferentes al estudio y a la superación personal; por el 

contrario, la inamovi1idad es, en estricto sentido, garantía en favor del justiciable, quien tiene 

derecho a ser juzgado imparcialmente, de tal manera que Jos juzgadores se encuentren en 

condiciones de resistir a las presiones y a las amenazas de que pueden ser objeto. 

112 
PALLARES, Eduardo, Plcclonarlo de perecho Procesal Civil H6xlco, Porrúa, 1981.. 
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Es decir, los jueces y magistrados solo pueden ser privados en sus puestos en los ténninos 

establecidos en la ley y como consecuencia de responsabilidad. 

Para Ignacio Olvera Quintero la inamovilidad constituye una garantía del juzgador que 

le pennite cumplir con su función de administrar justicia, con seguridad y estabilidad en el 

cargo. 111 

Para Almagro Nosctc, es la pennanencia en el oficio sin temor a la destitución o 

postergación arbitraria y constituye el medio tradicional de asegurar la independencia "la 

destitución del cargo, la suspensión en el ejercicio de sus funciones, el traslado o la 

jubilación, realii.ados de manera arbitraria, significarían atentados a la inamovilidad". 114 

BI maestro Ignacio Burgoa da su concepto de inamovilidad: 

"La idea de inamovilidad judicial nos sugiere un contenido negativo que se traduce en la 

imposibilidad jurídica de que la persona física que encame en un momento dado un órgano 

judicial sea separada del puesto inherente por voluntad de otra autoridad del Estado o por la 

expiración de cierto tiempo de ejercicio funcional." 

113 

'" 
OLVERA QUINTERO, lgneclo, las Nuevas BasH ••• op. cit • ••• P• 191. 

Id~. 
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del anterior concepto se desprende que la inamovilidad es la estabilidad del miembro del 

Poder Judicial en el cargo que le fue conferido, de conformidad con las reglas aplicables."' 

Sabino Alvarcz GendCn afinna, por su parte: 

"Una secuela de independencia de los jueces es su inamovilidad. La inamovilidad judicial es 

el privilegio de que gozan los íuncionarios judiciales en razón a su seguridad de grado, en 

la escala, de destino o de cargo, y de residencia -dentro del mismo grado o destino- frente 

a tos demás poderes y en tanto no incurran en responsabilidad penal o disciplinaria para cuya 

exigencia se requieren garantías procedimentales o procesales y enjuiciamiento por la propia 

justicia orgánica. 11116 

El jurisconsulto francés Garssanet afimia: 

"La inamovilidad do los magistrados reposa en motivos de orden público muy respetables y 

elevados1 no es como frecuentemente se finge creer, un privilegio del magistrado sino una 

garantía establecida en favor del justiciable no se establece para favorecer la dignidad del 

magistrado, ni en interés de su tranquilidad se le coloca en esta situación envidiable; es para 

que encuentre en su independencia el valor de resistir a las presiones y a las amenazas de 

cualquier parte que puedan venir y de castigar a todos los culpables aun cuando estén 

colocados en los puestos más elevados, no escuchando otra voz que la de su conciencia. 

"' BURüOA, Ignacio, Derecho Constltuclorml Mexicano Mblco, Porrúa, 1964, p. 80. 

116 AlVAREZ GENOIN, Sabino, la indtoendenc!a del Poder Judicial, op. cit., ••• p. 50, 
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Cuando se le considera desde este punto de vista, se comprende que el principio de la 

inamovilidad no debe ser debilitado sino fortificado y que la ley que lo eslablcce debe 

completarse con otra que haga más difícil el acceso a la magistratura e impida conferir 

funciones irrevocables a personas incapaces de desempeñarlas bien. La inamovilidad no es 

una investidura vitalicia no es necesario para lograr la independencia del juez que sus 

funciones Je sean otorgadas de por vida." 111 

De esta exposición se concluye que es necesario como presupuesto de la inamovilidad 

una buena designación, es decir, son elementos inseparables. En este orden de ideas Jacinto 

Pallares afinna que: 

"Sea lo que fuere, ta inamo\'ilidad sólo será institución benéfica si los nombramientos de los 

magistrados quedan fuera de las acción política, y recaen sobre personas honornblcs, 

competentes, enérgicas, y con la personalidad bastante pam desempeñar cumplidamente sus 

obligaciones." 111 

Salomón Díaz Alfara concluye, que la institución de la inamovilidad judi~ia1, por sí 

misma, no puede ser garantía de una recta administración de justicia, ya que depende de la 

presencia o ausencia de detenninadas cualidades netamente humanas del juzgador. E.'itO quiere 

decir, que se requiere de que quien ejerce la función judicial y posea las cualidades humanas 

117 

'" 
Clti1do por OIAZ AUARO, Saloo:n, lns Nuevos Bnses consthuelonnle!t. ••• op, cit. , .• p, 199. 

Citado por CAXIOlA COTO, Benj.imln, le Inamovilidad jvdiciel, Culiacán, Slnaloe, Revista de lo 
Facultad de Derecho, Tomo 1, min. 5, 1979, p. 25. 
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y profesionales, pueda ejercerla sin la preocupación de la destilución en sus funciones o por 

sustitución dl!cretada por alguna autoridad. 

De otra fom1a, sin las calidades humanas y aptitudes intelectuales del juzgador la 

inamovilidad judicial puc<lt! dcriv;.ir en una si1t1ación jurfdica que propicia un ambiente muy 

susci..·ptiblc a la corrupción, al fmudc 1 a la prevaricación, a la venalidad y al sobomo. 

b. Antecedentes com;titucionales. 

En México la inamovilidad judicial ha sido concebida en Jos diferentes ordenamcntos 

constitucionales de la siguiente manera: 

l. L1 Constitución Política de la !vlonarquía Española establecía al respecto: 

'" 

"Art. 252. Los magislrados y jueces no podrán ser depuestos de 

sus destinos, sino por causa legalmente probada y sentenciada, 

ni suspendidos sino por acusación legalmente intentada." 

"Art. 253. Si al Rey llegaren quejas conlra alg1ín magistrado, y fonuado 

cxpcdienlc, parecieren fundadas, podr.í, oído el Consejo de Estado, 

suspenderle, haciendo pasar inmediatamente, el expediente al supremo tribunal 

dc justicia para que juzgue con arreglo a las leyes." 11
q 
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2. En el Decreto Conslilucional para la Libertad de la América Mexicana se consignaba 

la amovilidad de los funcionarios del Poder Judicial y en específico de los miembros 

del "Supremo tribunal de Justicia", al disponer en su articulo 183. 

"Art. 183. Se renovará esta corporación cada tres años en la fonna siguiente: 

en el primero y en el segundo saldrán dos individuos, y en el tercero uno, 

todos por medio de sorteo, que hará el Supremo Congreso. "12º 

3. En el Reglamento Provisional Político del Imperio Mexicano de enero de 1822 se 

consignó el principio de inamovilidad de los miembros del Poder Judicial en su 

articulo 63: 

"Articulo 63.- Los jueces o magistrados no podrán ser suspendidos de sus 

destinos, ya sean tempomles o perpetuos, sino por acusación legítimamente 

probada, ni separados de ellos, sino por sentencia que cause ejecutoria." 

4. En la Constitución Federal de 4 de octubre de 1824 se adoptó por vez primera, 

después de la independencia de la metrópoli, el p1incipio de la inamovilidad judicial . 

respecto a los integrantes de la Corte Suprema de Justicia. 

'" !bldem, p. 201. 
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"Artículo 126.- Los individuos que compongan la Co~c Suprema de Justicia 

serán perpetuos en este destino y sólo podrán ser removidos con arreglo a las 

leyes." 

5. Las Siete Leyes Constitucionales de 1836 de fecha 30 de diciembre se adoptaron los 

principios de amovilidad y de inamovilidad judicial. El primero se aplicó a los 

miembros del "Supremo Poder Conservador" de cuyos cinco integrantes se renovaría 

uno cada dos años, (Artículo lo. de la Segunda Ley), el segundo se implantó para los 

Jueces de la Corte Suprema, Ministros de los Tribunales Superiores de los 

departamentos y jueces lctrJdos de primera instancia, todos los cuales no podrían ser 

suspendidos, ni removidos sino previo juicio de responsabilidad correspondiente. 

(Articulo 31 y 32 de la Quinta Ley). 

6. En el Proyecto de rcfomia a la Constitución de 1836 elaborado en 18~0 se detcnninó 

por primera vez, en concreto el principio de inamovilidad judicial en el Artículo 107: 

"Los Ministros y Fiscales de la Corte de Justicia y de los Tribunales 

Superiores de tos departamentos, los Jueces letrados de primera 

instancia y los asesores titulados de los que sean legos serán perpetuos, 

y no podrán ser removidos, sino por causa legalmente aprobada y 

sentenciada." 
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7. Las Bases Orgánicas del 12 de junio de 1843 no consagraron el principio de 

inamovilidad judicial, pero sí consignaron el principio para los magistrados de la 

llamada "Corte marcial." 

8. El Acta de refomias del 21 de mayo de 1847 implantó el principio de inamovilidad 

que consagraba la Constitución Federal de 1824. 

9. La Constitución Federal de 1857 expresamente consagró la amovilidad de los 

Ministros de la Suprema Corte, en su artículo 92: 

"Artículo 92.- Cada uno de los individuos de la Suprema Corte de 

Justicia durará en su encargo seis años y su elección será indirecta en 

primer grado, en los términos que disponga la ley electoral." 

Al respecto Emilio Rabasa observó: 

"la teoría la reprueba porque la elección popular no es para hacer nuevos nombramientos sino 

para llevar a Jos poderes ptíblicos funcionarios que representen la voluntad de las mayorías, 

y los magistrados no pueden sin prostituir la justicia 1 ser representantes de nadie, ni expresar 

ni seguir voluntad ajena, ni propia, en los puestos de carácter político que sean los que se 

confieren por elección. La lealtad de partido es una virtud, en el cargo de Magistrado es un 

vicio degradante, indigno de un hombre de bien." 



10. Según el proyecto de Carranza para la Constitución de 1917: 

Cada uno de los miembros de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación durará en su cargo cuatro años a contar desde la 

fecha en que prestó la protesta y no podrá ser removido durante 

ese tiempo, sin previo juicio de responsabilidad en los ténninos 

que establece esta Constitución. 

111. 

El Constituyente, sin embargo, hizo modificaciones al texto señalando que las 

designaciones de los Ministros de la Corte, fuesen a través de elecciones y su duración de dos 

años (los que fueron electos en 1917), después durarían cuatro años y apartir de 1923, los 

Ministros de la Corte, los Magistrados de Circuito y los Jueces de Distrito solo podrán ser 

removidos cuando observen mala conducta y previo el juicio de responsabilidad respectivo ... 

11. En 1928 se reformó el artículo 94 quedando de la siguiente manera: 

Los Ministros de la Suprema Corte, los Magistrados de Circuito y los Jueces 

de Distrito, podrán ser privados de sus puestos cuando observen mala conducta 

de acuerdo con la parte final del artículo 111, o previo juicio de 

responsabilidad correspondiente. 

Esta refomia confirió al Ejecutivo una facultad poderosa ya que era el indicado para 

pedir la destitución, por mala conducta, de los funcionarios del Poder Judicial. 
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12. Refonna de 1982, el Ex-presidente Lic. Miguel de la Madrid en la exposición de 

motivos de dicha refonna señaló: · 

Bn cuanto a la estabilidad en el cargo esta proporciona a los servidores 

de la Administración de Justicia la seguridad de que mientras su 

conducta sea apegada a Derecho y obre con justicia, goz.ará 

pennanencia en su puesto. 

Por su parte, la Cámara de Senadores sostuvo respecto de la inamovilidad: 

En efecto, si es un requerimiento generalizado conferir 

independencia a la función jurisdiccional, es necesario dotar a 

los jueces específicamente a los magistrados de los Tribunales 

Superiores de Justicia de inamovilidad, como la tienen los 

ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

La refonna que proponfa el Ejecutivo al último párrafo del Artículo 94 se aprobó en 

los siguientes ténninos: 

Los ministros de la Suprema Corte de Justicia solo podrán ser privados 

de sus puestos en los ténninos del Título IV de esta Constitución. 

En este sentido, el Artículo 97 constitucional fue refonnado para quedar de la siguiente 

manera: 



Los Magistr.idos de Circuito y Jueces de Distrito serán 

nombrados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

tendrán los requisitos que exija la ley, durarán cuatro años en·. 

el ejercicio de su encargo, al ténnino de los cuales, si fueren 

reelectos o promovidos a cargos superiores, sólo podrdn ser 

privados de sus puestos en los ténninos del Título IV de esta 

Constilución. 

113. 

Aunque no es materia del presente trabajo, pues se trata de una reforma local, es 

importante señalar que también fue rcfonnado el Artfculo 73 fracción VI, Base Sa. 

constitucional relativo a la administración de justicia cu el Distrito Federal, contemplando el 

principio de inamovilidad para Jos magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Distrito 

Federal: 

Los magistrados durnrdn seis afias en el ejercicio de su encargo, 

podrán ser reelectos, y si lo fueren, sólo podrán ser privados de 

sus puestos en los ténninos del Título IV de esta Constitución. 

De fonna paralela, se modificó el Título IV de Ja Constitución General de la 

República al contemplar dos sistemas en materia de responsabilidad de Jos servidores 

públicos: el juicio político y el juicio de procedencia. 
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La destitución de los miembros del.Poder Judicial solo puCde darse al ser removidos 

a través de estos dos sistemas, y aplicando las reglas señaladas en la propia Constitución y 

por la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Pdblicos, publicada en el Diario 

Oficial el 31 de diciembre de 1982. 

c. Carrera Judicial 

Para el maestro Eduardo Pallares se entiende a la carrera judicial como la profesión 

que ejercen los funcionarios judiciales, o la serie de grados desde el inferior hasta el superior, 

por los cuales deben ir ascendiendo los funcionarios judiciales."' 

Carnelutti, citado por Flores Garcfa, considera por su parte a la carrera judicial como 

un conjunto o escala de grados. Bl propio Flores García concibe a la carrera judicial "como 

el transito por etapas o escalafones progresivos recorridos por los jueces profesionales, 

incluyendo el peldaño de ingreso y finalizando con el retiro"."' 

Para José Castán Tobeñas es necesario para que la independencia brille en todo su 

esplendor: 

l. 

111 

121 

"Un sistema apolítico y rigurosamente técnico de ingreso en la carrera judicial, 

PALLARES, Edu.ordo1 dudo par ESPINOZA, Luts, Las Nuevp!I Bases Constitucionales, op. ctt. p. 
87 

FLORES GARClA, femando, citado por ESPINOZA, luis, op. ctt, P• 87. 



que asegure la adecuada selección del personal, tanto desde el punto de vista 

de la capacidad y competencia como de la fonnación moral". 

115. 

Pero qué significado tiene este mecanismo llamado carrera judicial. Por varias décadas 

se ha señalado que la independencia judicial se ve atacada por el sistema de designación de 

los miembros del Poder Judicial y por la forma de promoción de éstos. Como observa Ensor: 

"quienes mejor y más adecuadamente pueden intervenir en el nombramiento de los jueces son 

Jos jueces mismos". 

2. "Un sistema de escalafón, ascensos y pmvisión de vacantes Ubre de injerencias 

gubernativas. De otro modo el régimen de promociones podría frustar las 

ventajas del que se adoptase para el ingreso en la carrera judicial. "123 

Para evitar los riesgos de una politización, opina el Lic. Héetor Dávalos -lo mejor es 

establecer un sistema "profesional" en la designación y ascensos con el cual sólo los más 

capacitados habnin de llegar a ocupar los puestos de la judicatura-, es decir, basada en una 

sólida base y formación jurídica, destacando por su parte Wilheim Saver "que la función 

judicial requiere una clara visión de los hechos y pnifundos y sólidos conocimientos 

jurídicos" .124 

lll 

"' 
CASTAH T08EAAS, op. el t. p. 248, 

DAVALOS, op. dt, P• 114, 
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El fin de la carrera judicial es lograr que los jueces se mantengan separados o al 

margen de las iníluencias políticas externas y se trate de individuos con una preparación 

académica inmejorable y una calidad moral intachable. 

Angel Assorio señalaba que los magistrados que ejerzan las función judicial sean "los 

hombres más brillantes, animosos y cultos que salgan de las aulas universitarias 

desinteresados para poder respetar cualquier género de tentaciones" .125 

Con pesar debemos recordar que nuestro pafs no cuenta con el sistema de la carrera 

judicial, debido a la carencia de un sistema de ascenso, aun cuando existe la suficiente 

madurez orgánica y académica y una incipiente pero real holganza económica para intentar 

establecer la carrera judicial. 

En el ámbito del Poder Judicial Federal se ha comenzado a corregir, a través de la 

creación del Instituto de Especialización Judicial dependiente de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, que dió inicio a sus actividades en el año de 1978. 

En opinión del Lic. Manuel González Oropeza, es preciso adoptar un plan nacional 

de preparación profesional, con objeto de establecer las bases de una preparación técnica 

especializada por los egresados de la licenciatura en nuestras escuelas y facultades de derecho, 

Jbldem p. 115. 
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en fonna paralela a lo que se ha hecho con los internados m&licos. 

Carl Schwarz, en su estudio "Jueces en la Penumbra" demuestra por su parte, la 

necesidad de que México se establezca un sistema de selección para los jueces mexicanos. 

En mi opinión sería conveniente y necesario fortalecer las escuelas judiciales, de las 

cuales egresen candidatos preparados e idóneos, sujetos a exámenes y pruebas de campo. 

Por su parte el Lic. Dávalos propone como punto de partida el concurso de selección o las 

llamadas oposiciones, así llegarían los mejor preparados. 

El fundamento de la carrera judicial en nuestro país, puede desprenderse del segundo 

y cuarto párrafo de la fracción m del artículo 116 Constitucional, al señalar respectivamente 

que: 

" .•. las constituciones y Leyes Orgánicas de los Estados ... establecerán 

las condiciones para el ingreso, fonnación y pennanencia de quienes 

sirvan a los Poderes Judiciales de los Estados" y que los 

nombmmientos de magistrados y jueces "... serán hechos 

preferentemente entre aquellas personas que hayan prestado sus 

servicios con eficiencia y probidad en ta administración de justicia o 

que la merezcan por su honorabilidad, competencia y antecedentes en 

otras ramas de la profesión jurídica." 
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En los países europeos la clase judicial es el resultado de la llamada carrera judicial, 

vinculada a la estabilidad de los miembros de la judicatura, basada en el ingreso y promoción 

de funcionarios judiciales a través de exámenes y concursos de méritos. 

S. Independencia Económica 

a. Seguridad en la retribución económica. 

En opinión del Lic. Héctor Dávalos, la importancia de la remuneración económica es 

innegable, pues mientras más altos sean los salarios, mejores serán los profesionales que 

accedan al desempeño de la función judicial. Resulta lógico pensar que se busque eliminar 

preocupacion~s de carácter económico y que se tengan aspiraciones a un más alto nivel de 

vida. 

Además, podemos presumir que al tener una situación económica holgada, el juez o 

funcionario judicial permanecerá ajeno a otro tipo de tentaciones que pondrían en grave 

peligro la independencia judicial.'" 

Por su parte el Lic. Miguel de la Madrid apunta que la inamovilidad y la 

remuneración de los jueces presuponen una buena designación, porque sin ésta, aquélla es un 

desastre; de aquí que estas condiciones, para una recta administración de justicia, deban estar 

"' DAVALOS, ln Nueyas Bues, op, cit. p, 113, 
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siempre juntas. 121 

Para el Lic. Martínez, si bien es cierto que Jos jueces deben tener garantías de 

naturaleza patrimonial, que les permitan, sin preocupaciones materiales, las retribuciones 

están directamente relacionadas con las posibilidades presupuestales de este país ... 

Evidentemente, en un país en desarrollo como el nuestro, no habrá en corto plazo 

posibilidades de remunerar a los juzgadores con la esplendidez que se hace a los jueces 

norteamericanos o anglosajones, aunque, de todas fonnas, pagar bien a los jueces en 

cualquier país no es un lujo superfluo, sino una necesidad esencial. 121 

En opinión del Lic. Enrique de Jesús Oeón, Ja independencia del Poder Judicial se ve 

detenninada por la seguridad económica de quienes administran la justicia, pues se trata de 

profesionales que aspiran a niveles de vida decorosos; por tanto, la vocación no debe 

sacrificar la dignidad de los juzgadores y sus familias, renunciando al derecho de percibir por 

su trabajo, lo que jusla y equitativamente le corresponde. Recordando que durante la 

discución del proyecto de Constitución de 1917 se dijo que a los ministros de la Suprema 

Corte de Justicia debía corresponder el tratamiento económico de Jos secretarios de 

Estado."' 

127 

"' ,,. 

KADRIO llURTADO, Hh1ucl de la, ch11do par OAVALOS, op. cit. p. 113 

MARTINEZ, Moisés, Las Nuevas Bases, op, cit. p. 147. 

OCON HEREDIA, Enrique, las Nu~\/'QS Bases, op. cit. p. 174. 
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6. Independenclo Material. 

a. Presidencialismo y Poder Judicial. 

Aún cuando se encuentra plamado en la Constitución el principio de independencia 

judicial, en la vida diaria reronocemos que el Poder Judicial Federal se encuentra gravemente 

influido pcr el Ejecutivo. Pasaremos a analizar de qué fonna se ha intensificado esta situación 

a partir del último tercio del siglo pasado y cómo se ha avalado a través de diferentes 

reformas constituccionales. 

En este apartado examinaré las relaciones que se han venido gestando entre el Poder 

Ejecutivo y el Poder Judicial en nuestro pals y que en ocasiones han sido bastante tirantes, 

desequilibradas. Sin embargo, la sociedad mexicana exige dfa a dla tanto de los tribunales 

federales, como locales una transfonnación hacia una independencia y en un futuro 

autonomía, con el propósito de que los fallos de dichos tribunales se emitan con estricto apego 

a derecho, pero teniendo como fundamento la aplicación de la justicia. 

La influencia que el Poder Ejecutivo ejerce sobre el Poder Judicial no es particular de 

México, también se presenta en los pafses latinoamericanos, en los que ha predominado la 

tradición del caudillismo y de los gobiernos militares, los que han impedido una 

independencia judicial, y legislativa, aun cuando en casi todas sus constituciones se encuentra 

incluido el principio de división de poderes. 

(_ 
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La precariedad de la nonna constitucional que organiza y deline al Poder Judicial en 

un sistema en el cual el Ejecutivo no sólo ha controlado al Congreso y a las legislaturas 

locales mediante un partido hegemónico, sino que incluso da al presidente los medios legales 

y metalegales para presionar e influir en la pennanenccia, la composición y el número de los 

miembros del Poder Judicial, es precisamente uno de los principales obstáculos a la autonomía 

del Poder Judicial. 

Principales reformas que han contribuido a otorgarle preeminencia al Poder E;iecutivo 

sobre el Poder Judicial: 

l) Refonna de 20 de agosto de 1928-modificación del artlculo 96 constitucional, relativa a la 

fonna de designación de los ministros de la Suprema Corte, a través de la cual los ministros 

son designados por el Presidente de la República con aprobación del Senado, mecanismo 

similar al de los Estados Unidos de América. 

2) Artículo 111 de la Constitución relativo a la facultad del presidente de la República para 

solicitar anle la Cámara de Diputados la destitución por mala conducta de los miembros del 

Poder Judicial Federal y los magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal 

y de los entonces terrritorios y los jueces del orden común. Dicha destitución procedía cuando 

la Cámam de Diputados, en primer lugar y en segundo la Cámara de Senadores, lo decidían 

por mayoría absoluta de votos, sin perjuicio de la responsabilidad legal correspondiente. Este 

precepto fue derogado por fortuna en el año de 1982. 
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3) Otra refonna del año de 1928 fue la modificación del artículo 94 constitucional, 

estableciendo que la Suprema Corte se compondría de dieciséis miembros pudiendo funcionar 

en pleno o en salas; dicho artículo fue nuevamente refonnado el 15 de diciembre de 1934, 

adicionando la cuarta sala, la laboral y elevando el número de ministros a veintiuno. 

Asfmismo, el 19 de febrero de 1951, se estableció la existencia de cinco ministros 

supernumerarios. 

4) Aun cuando la inamovilidad judicial se encuentra prevista desde 1928, en varias ocasiones 

fue modificado dicho precepto, ya sea suprimiéndolo o restableciéndolo. 

El 15 de diciembre de 1934 se detenninó que los ministros durarían seis años en su cargo, 

la inamovilidad fue restablecida en 1944, en la reforma del 19 de febrero de 1951, se señaló 

respecto de tos magistrados de circuito y jueces de distrito designados por la Suprema Corte, 

que los mismos durarian en su cargo cuatro años, al tém1ino de los cuales, si resultaren 

reelectos o promovidos a cargos superiores, se considerarían inamovibles. 

Factores que Impiden al Poder Judicial desempeñar una función independiente: 

l) Vinculación de los ministros con la elite del poder, a través de su designación por parte 

del Ejecutivo y con aprobación del Senado, este último nunca ha rechazado alguno de los 

nombramientos. 

2) Facultad del Poder Ejecutivo a través del Poder Legislativo, 
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para modificar las interpretaciones de la Suprema Corte a través de rcfonnas constitucionales. 

3) Facultad del órgano legislativo para restringir la jurisdicción de la Suprema Corte, por 

medio del proceso legislativo. 

4) Dependencia al Poder Ejecutivo y Legislativo respecto a la imposibilidad del órgano 

judicial de ejecutar sus decisiones y autolinanciar sus actividades y progmmas. 

5) Aumento de tribunales administrativos, los cuales poco a poco han obtenido su autonomía, 

como en el caso del Tribunal Fiscal de la Federación, en materia L1boral, la creación de la 

Jun1as de Conciliación y Arbitraje; y el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 

El sistema de garantías judiciales vigente, con el que se asegura la remuneración y la 

inamovilidad 1 es no obstante aún insuficiente para asegurar la independencia judicial, debido 

a que el Ejecutivo continua facultado para nombrar a los ministros de la Suprema Corte. El 

sistema de nombramiento ha tenido efectos negativos, ya que en ocasiones el presidente otorga 

et cargo a funcionarios públi~os que ven en la judicatura un refugio para su carrera política. 

Una vez expuestas las razones anteriores podr1a concluirse que es necesario buscar 

nuevas opciones para la elección de Icis ministros, magistrados y jueces, corno sería el 

concurso de mérito, en el que los tres poderes participen en la selección de los miembros del 

Poder Judicial asegurando así su independencia. 

Para reforzar el sistema judicial, sería conveniente eliminar el monopolio del Ejecutivo 
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de la acción pública, a través de lograr la independencia del procurador de justicia. 

Se podría establecer que su designación no coincidiera con el sexenio, y su nombramiento se 

realizará en fonna conjunta por parte del Poder Legislativo y el Poder Judicial; además se 

podría establecer una partida prcsupuestal, para asegurar así su independencia del Ejecutivo. 

La intervención del Poder Ejecutivo en el ejercicio de la acción pública en ocasiones 

impide y obstaculiza las funciones con implicaciones políticas del Poder Judicial cuando le 

conviene. En materia penal esta situación es aún más grave, la discrccionalidad en el ejercicio 

de la acción penal provoca una aplicación desigual y selectiva de la ley. En este sentido, cabe 

destacar los abusos y violaciones que los ciudadanos sufren en sus derechos individuales por 

parte del Ministerio Público y la policía judicial. 

De acuerdo a tos códigos de Procedimientos Penales, federales y locales1 el propio 

Ministerio Público no está sujeto. a la revisión judicial, y sus detcnninaciones vinculan al 

juzgador, con lo que prácticamente sustituye al mismo juzgador en sus decisiones, 

infringiendo así la autonomía de los tribunales, particulanncnte en el proceso penal. De esta 

fonna lo señala el Dr. Héctor Fix-Zarnudio: 

la importancia de la autonomía del Ministerio Público, especialmente como titular de 

la acción penal en el ordenamiento mexicano, con independencia de su adscripción fonnal, 

se reflejará en el estricto cumplimiento del principio de legalidad por parte de esta institución, 
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pues si bien es verdad que su actuación en el proceso penal está sujeta a una fiscalización 

interna de carácter administrativo, que funciona en fonna razonable tratándose de las 

procur.u.lun'as General de la República y la del Distrito Federal, sin embargo, ésta no es la 

situación en las entidades federativas, en las que la función persecutoria del propio Ministerio 

Plíblico se encuentra vinculada a las orientaciones según el gobemador respectivo, el cual 

acttía en ocasiones scglin el criterio de oportunidad. uo 

Además de la intervención en la función judicial que desempeña el Ejecutivo por 

conducto del l\linistcrio Público, podemos agregar, entre otras: 

i) La ejecución de las penas, 

ii) El auxilio para el cumplimiento de las resoluciones judiciales¡ 

iii) La trJmitación y resolución de tm recursos administrativos, y 

iv) Directamente al Presidente de la República, el otorgamiento del indulto respecto 

del cumplimiento di! penas privativas de la libertad establecidas en sentencia finne. 

b. An:Uit,¡is de la forma en que los tribunales resuelven los casos planteados ante ellos. 

Al respecto, sería conveniente mencionar el estudio realizado por el maestro Pablo 

González Casanova, con relación a las ejecutorias de la Suprema Corte de Justicia, donde el 

Ejecutivo aparece como autoridad responsable durante el periodo de 1917 a 1960. 

Gonzálcz Casanova llega a las siguientes conclusiones: 

JJO Fllt-ZAMUDIO, Hl!ctor, El Sistma Presidencial Mexicano ••• op. cit .... p. 307-308. 
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"la Suprema Corte de Justicia obra con cierta independecia respccto del Poder Ejecutivo, y 

constituye, en ocasiones, un freno a loa ac1os del presidente de la República o de sus 

colaboradores. Tiene como función dejar que, en lo particular, ciertos actos y medidas del 

Ejecutivo queden sujetos a juicio. Su función polltica principal es dar esperanza a los grupos 

y personas que pueden utilizar este recurso, de salvar en lo particular sus intereses o 

derechos. En cuanto a los quejosos que llegan a la Corte se advierte una preponderancia 

evidente de los propietarios y compañías."'" 

Otra investigación en el mismo sentido, es la realizada por Carl Schwarz con base a 

los datos consignados en el Semanario Judicial de la Federación, durante un lapso de 33 

meses comprendido entre los años 1964-1966 y 1968, en juicios de amparo en que aparece 

como responsable el gobierno federal o local, realizando además un estudio comparativo con 

su equivalente en los Estados Unidos, concluyendo lo siguiente: 

los tnñunales federales mexicanos, especialmente en el ejercicio de su jurisdicción de amparo, 

no están pasivamente orientados al Poder Ejecutivo como suele suponerse. En algunas áreas 

son aún más activistas que sus equivalentes en los Estados Unidos: lo más sorprendente aquí 

es la amplia revisibilidad de las leyes fiscales federales y estatales, así como lo fallos de los· 

tribunales militares."' 

m 

"' 

OROZCO HENRIQUEZ, J, Jesús, El Slste Prestdenclal Me1dcano (Al91.Ns Reflexiones), Mé1dco, 
UllAM, 1958, p. 123. 

..... 
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Así mismo, delenninó que en un 42 % de los casos en México se había fallado en favor 

del particular o agraviado, investigando que en iguales condiciones y en el mismo lapso, la 

Suprema Corte de Justicia de los Estados Unidos se había pronunciado a favor de los 

ciudadanos de aquel país en un 46% de las ocasiones. Es decir, sólo en un 4% más que en 

nuestro país. 

En otro estudio, Schwarz concluye de esta manera: 

emparejado con un alto grado de accesibilidad, los juzgados de distrilo mexicano exhiben un 

modelo distinto de independencia en contr• del abuso gubcmamenlal que se rcclama ... los 

miles de casos ganados por los quejosos en amparo y el gran volumen de casos litigados cada 

año indican que los tribunalr.s mexicanos, y sus equivalentes angloamericanos, son 

instituciones importantes en la adjudicación de valores, recursos escasos y sanciones en el 

sistema político nacional. 

En cuanto a la procedencia socioeconómica de los quejosos en el jucio de amparo 

Schwar1. roncluyó: 

el hecho de que los sospechosos y prisioneros criminales prcsenlaren más de 41,SlS de los 

juicios de amparo iniciados en 1974 en los juzgados de distrito, y que 1,670, o el 13% de 

todas las demandas de amparo de 1973 presentadas en la Corte, en contra del abuso 

adminislrativo, provinieran de ejidatarios o comuneros (comunal fanners) en casos sobre 

derechos agrarios, indica la accesibilidad de ese procedimiento al "hombre pequeño" o 
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económicamente débil en México. m 

Es posible en ocasiones sostener la existencia de cierto grado de independencia judicial 

en el sistema político-jurídico mexicano. Aun cuando sería conveniente y más bien resulta 

necesario el que desempeñara una función independiente y vigoroza, como sucede en los 

Estados Unidos. 

Es importante resaltar la acción del Poder Judicial en la protcccción de la libertad 

política, a través del sistema de control jurisdiccional de la constitucionalidad de las leyes, 

al proporcionar un freno contra los excesos de la mayoría, que se revela en las acciones del 

poder Legislativo. Como lo señalaba John Stuan Mill,"la voluntad popular, además, significa 

prácticamente la voluntad de la parte má.' numerosa o la m:is activa del pueblo; la mayoría, 

o aquellos que consiguen ser aceptados como tal, pueden desear opñmir a una pa11e de él. 11 

La "tiranía de la mayoría" no es sino la amenaza a la libertad de los grupos o 

asociaciones minoritarias, lo cual resulta incompatible con la democracia. Karl Lowenstein 

decía al respecto: "L1 verdadera democracia es al mismo tiempo protección de las minorías 

que defienden opiniones impopulares ... Una sociedad estatal que declara ilegales opiniones 

políticas, como tales, no puede seguir siendo considerada como plenamente democráticas. nt:M 

l3l 

"' 
SCH\lo\RZ, cltedo por OROlCO HENRIQUEZ, J, Jesüs, op. ch, ... p. 124. 

LOBIEMSTEIN, KARL, el todo por OROZC01 op.c:lt. p. 125 
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La imponancia de devolver al Poder Judicial su independencia es incrementar los 

lugares a los cuales el ciudadano puede acudir en desagravio. El control judicial de la 

constitucionalidad de las leyes es, pues, el medio idóneo para proteger a grupos minoritarios 

de la tiranía de las mayorías y garantizar la regularidad constitucional de los actos 

gubernamentales. 
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CONCLUSIONES 

De lo expuesto en los capítulos precedentes de esta tesis podemos llegar a las siguientes 

conclusiones: 

1. De un estudio de la teoría del Estado y resaltando la necesidad de ubicar el Principio 

de División de Poderes dentro del contexto histórico en que surgió, y de aceptar su 

posterior desarrollo y evolución, debemos considerar que el análisis del significado y 

alcance real de dicho principio dentro de nuestra Constitución, no debe limitarse al 

análisis de su consagración fonnal en el texto del ordenamiento mexicano. Considero 

imprescindible tomar en cuenta también la situación que guardan entre sí los diferentes 

órganos del poder del Estado, tanto en la regulación constitucional como en la práctica 

social. 

2. Destacar que aunque el principio de división de poderes ha sido fonnalmente adoptado 

-entendido con su significado político actual- no ha sido desarrollado, de manera 

coherente, y en particular a lo relativo a las relaciones enire los poderes Ejecutivo y 

Judicial. 
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3. Reconocer que en la evolución de los sistemas políticos actuales de signo 

antidcmocrático se ha reforzado la posición del Ejecutivo frente a los demás órganos, 

considerando que dicha tendencia en ocasiones obedece a exigencias históricas, pero 

esta situación no debe restringir o negar la autonomía del Poder Judicial dada su 

trascendental actividad. 

4. La tendencia al centralismo (concentración dt.!1 poder en una sola persona o grupo de 

personas) es una tentación para todo ser humano, históricamente esta tendencia al1ivica 

ha sido difícil de sacudir y superar. Ejemplos patentes: fas teocracias de los 

gobernantes precolombinos, monarquía instaurada durante la dominación española, aun 

cuando los virreyes se encontraban sujetos al juicio de residencia, ya en la etapa 

independiente, la tendencia centralista es representada por Antonio López de San~1 

Anna; pero puedo afinnar que durante el gobierno de Benito Juárez y con L1 

promulgación de la 1..cy sobre Administración de Justicia y Orgánica de los Tribunales 

de la Nación, del Distrito y Territorios también conocida como l..cy Juárez, el 

Ejecutivo impuso su fuerza sobre el Poder Judicial garantizando al primero predominio 

y control en la lucha entablada con el Poder Legislativo Federal y los estados 

"soberanos', la Corte perdía poco a poco su capacidad de garantizar la legitimidad y 

la integridad nacional, como lo había venido haciendo durante las primeras décadas 

del gobierno republicano, por lo que el Ejecutivo logró imponer su control sobre los 

otros dos poderes. 
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5. La Constitución de 1917 es~1bleció medidas para la fortalecer la independiajudicial: 

supresión del sistema de elección popular de los Ministros, el requisito de ser abogado 

titulado, consagración del principio de inamovilidad, de Ministros, magistrados y 

jueces de distrito, supresión de la Secretarla de justicia. 

7. Que los Ministros ejer1,1n su autonomía y la Corte asuma su papel político, su papel 

de verdadero poder en sus relaciones con el Ejecutivo y el legislativo, superando el 

mito del apoliticismo y considerando el papel y función del Poder Judicial federal 

dentro del sistema político mexicano; garantizando la vigencia del Estado de Derecho, 

la aplicación de la ley en contra de los caprichos unipersonales. 

8. Fortalecimiento de la carrera judicial, en Ja cual los jueces, magistrados y en especial 

los miembros de los juzgados y tribunales perfeccionen sus conocimientos y los 

aspirantes tengan una preparación adecuada. La vida moderna exige mayor preparación 

profesional de los funcionarios judiciales, y podría afim1arse que es necesario 

establecer un plan de especialización para los futuros aspirantes a puestos judiciales. 

9. Otorgar a los tribunales administrativos, laborales y burocráticos todas las garantías 

judiciales con que gozan los tribunales. 

10. Con relación a las refonnas Constitucionales de marzo de 1987, podemos destacar el 
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tex.to que consagra: 

a) ?\fodcntización del derecho de acción. (garantía de acceso a la jurisdicción); 

b) Consagración de las garantías judiciales, de juccc'i y tribunales de los estados, 

(quienes gozarán de una relativa inamovilidad y establecimiento de una remuneración 

adecuada e irrenunciable). 

11. Las rcfonnas de 10 de agosto de 1987 de la Ley de Amparo y la expedición de una 

refonna a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación publicados el 5 de 

enero de 1988, cstahlecicron la transfonnación de la Suprema Corte de Justicia en 

tribunal constitucional, confiriendo a la Corte la competencia exclusiva para conocer 

de la segunda instancia de los juicios de amparo en los cuales se reclame la 

inconstitucionalidad de disposiciones legislativas y reglamentarias tanto federales como 

locales o tratados internacionales, impugnación de las leyes de autoridades federales, 

por invasión de sus competencias, cuando se afecten intereses jurídicos de los 

gobernados. 

12. Se otorga a la Suprema Corte a través de las rcfomias la facultad de atracción de los 

juicios de amparo que por sus características especiales considere deban ser resueltas 

por ella (cuantía, monto, interés público, etc.) 
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13. Derivado de lo anterior la Suprema Corte recupera su función esencial de intérprete 

principal de la Constitución Federal. 

15. Si bien la jurisdicción de amparo de la Suprema Corte pem1itla la intervención judicial 

pam proteger dctenninados derechos humanos, y detenninados derechos políticos, 

careciendo de poder político nacional, habrá que analizar su posición frente a la 

instauración del "Ombdusman" mexicano -Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos. 

16. La inamovilidad judicial implica encomendar la administración de justicia a 

magistrados y jueces independientes con conocimiento sobre la materia que van a 

juzgar, vocación, experiencia, honorabilidad limitada a la no comisión de delitos o 

faltas reguladas por la Constitución y la Ley de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos. 
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